
RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

ALONSO GARCÍA, Ricardo: Consejo de Es-
tado y elaboración de reglamentos esta-
tales y autonómicos, Ed. Cívitas, Ma-
drid, 1992, 169págs.

En esta obra, Ricardo ALONSO GARCÍA
aborda el tema de la obligatoriedad del
dictamen del Consejo de Estado en la
elaboración de los reglamentos estatales
y autonómicos. La exigencia de dicta-
men viene dada por la aplicación de los
artículos 22.3 de la Ley Orgánica regula-
dora de la mencionada institución con-
sultiva y 10.6 de la Ley de Régimen Jurí-
dico de la Administración del Estado, en
los que dicha exigencia se predica de los
reglamentos ejecutivos, concepto sobre
el que no existe una jurisprudencia uni-
forme.

El libro analiza en primer lugar la co-
rriente jurisprudencial que centra el
concepto de reglamento ejecutivo en su
contenido material. Desde esta perspec-
tiva, el reglamento ejecutivo se presenta
como aquel que completa, aplica o desa-
rrolla un contenido legal, lo que supone
la exclusión de los supuestos de «desle-
galización» y de los reglamentos delega-
dos y, por tanto, la no exigencia de dic-
tamen en estos últimos casos.

Es conveniente destacar en este pun-
to, como hace el autor, el papel que jue-
gan los principios de reserva de ley y je-
rarquía normativa. La reserva constitu-
cional de ley plantea la cuestión de si la
misma alcanza a cualquier restricción
de la libertad y de la propiedad, como
parece más adecuado pensar, si bien se
plantean problemas a la hora de definir
en abstracto ese mínimo legal al variar

éste según las materias, debido a la im-
posibilidad de trabajar con un único mí-
nimo.

Tras un breve análisis de las distintas
consecuencias prácticas que la diferen-
ciación conceptual entre estos princi-
pios trae consigo en el terreno del con-
trol judicial, se señala en qué consisten
las operaciones de deslegalización, que
permiten la entrada en juego de un re-
glamento en materia que le estaba veda-
da, así como la figura de los reglamen-
tos delegados, es decir, aquellos que res-
ponden a una remisión en blanco del
legislador. Otro tercer bloque de regla-
mentos del que tampoco podría predi-
carse el carácter de ejecutivos lo consti-
tuyen los reglamentos independientes,
llamados así aunque realmente están su-
jetos a las reglas de competencia y pro-
cedimiento y, por supuesto, a las direc-
trices constitucionales. Son los dictados
sin habilitación legal, que no vienen a
completar ninguna ley, los que plantean
problemas en orden a su ámbito natural
de actuación. El Tribunal Supremo des-
taca su necesario respeto del «bloque de
legalidad formal», es decir, de los lími-
tes formales, fijados por las leyes, referi-
dos a la competencia para dictarlos y a
las reglas procedimentales para su ela-
boración.

Algunas Sentencias, manteniendo el
concepto material de reglamento ejecu-
tivo, identifican los reglamentos resul-
tantes de remisiones en blanco y desle-
galizaciones con los independientes. Sin
embargo, esta variante carece de tras-
cendencia a efectos de la exigencia del
dictamen.
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Una segunda línea jurisprudencial,
que contempla el reglamento desde una
perspectiva formal, extiende dicha califi-
cación a aquellos que, sin desarrollar
materialmente una ley, ejecutan una ha-
bilitación legal, intentando que el Conse-
jo de Estado lleve a cabo el control del
bloque de legalidad de estos reglamentos
materialmente independientes. El dicta-
men siempre supone una mayor garan-
tía, por lo que, en opinión de R. ALONSO
GARCIA, resulta preferible que el mayor
número posible de reglamentos requie-
ran de aquél, tanto para el ordenamiento
jurídico en general como para los desti-
natarios de la norma en particular.

En este sentido el autor señala que no
se debe interpretar el término «ejecuti-
vo» de forma restrictiva, lo que permite
dar entrada al dictamen en los regla-
mentos carentes de cobertura legal. La
expresión «ejecución de las leyes» se en-
tiende así como bloque de legalidad for-
mal y material, incluida la Constitución
y el Derecho comunitario. De esta for-
ma, y en consonancia con lo señalado
por la STS de 17 de diciembre de 1982,
«todos los reglamentos de un modo u
otro son ejecutivos, en el sentido de de-
sarrollar o aplicar las leyes, solas o en
su sistema».

La exigencia del dictamen alcanza de
este modo la elaboración tanto de regla-
mentos ligados a una ley como de aque-
llos que desarrollan parcialmente una
ley, así como la modificación y deroga-
ción reglamentaria.

Del mismo modo, en relación a los
proyectos dictaminados que sean altera-
dos con posterioridad de forma sustan-
cial, salvo que lo sean como consecuen-
cia de las pautas del dictamen, se exige
una nueva consulta sobre las modifica-
ciones llevadas a cabo.

El autor aboga también por la necesi-
dad de intervención del Consejo de Es-
tado cuando se produzca la recupera-
ción de una norma anterior a la dero-
gada, en cuanto ello supone una
innovación positiva del ordenamiento
jurídico, que hace necesario, a la vista
de las circunstancias existentes, un nue-
vo examen. Este último se presenta —y
no sólo en estos supuestos, sino en la
generalidad de los casos en que tiene lu-
gar el dictamen— como un mecanismo

de control de la legalidad, el acierto y
la oportunidad de la norma que va a
nacer.

El control de la legalidad supone, por
un lado, el control de la legalidad for-
mal, dentro del cual hay que distinguir
dos tipos. Lo primero que debe ser con-
trolado y examinado es si el proyecto de
reglamento ha cumplido todas las nor-
mas de procedimiento. En segundo tér-
mino, se encuentra el control llevado a
cabo sobre el ejercicio mismo de la po-
testad reglamentaria y el órgano encar-
gado de ejercitarla. Desde esta perspec-
tiva, serán los reglamentos dictados sin
habilitación legal los que necesiten de
un mayor control por parte del Consejo,
debido a la interpretación directa de la
Constitución que, en estos casos, realiza
la Administración, en el ejercicio de la
potestad reglamentaria. Cuanto mayor
es la desconexión entre Ley y Reglamen-
to, más controvertido resulta el ejercicio
de la mencionada potestad y, en conse-
cuencia, más necesario el control.

El control sobre la legalidad supone
también el examen de la legalidad mate-
rial, lo que implica el sometimiento a
los principios generales del Derecho, a
las leyes que puedan incidir en la mate-
ria objeto del Reglamento, a las leyes
habilitadoras, si existieren, y a las nor-
mas constitucionales, cuya flexibilidad
requiere de la intervención del Consejo
de Estado, velando por su observancia.
El autor critica en este punto una re-
ciente tesis, mantenida por parte de la
jurisprudencia, que sostiene que lo real-
mente relevante es la legalidad material
y, al poder ser ésta controlada por los
órganos jurisdiccionales, resta impor-
tancia a los vicios procedimentales, in-
cluida la omisión de dictamen.

La institución consultiva por excelen-
cia cobra importancia por tener tam-
bién a su cargo el control sobre el acier-
to y la oportunidad de la actuación de-
sempeñada por la Administración, que
deberá elegir la opción legal más benefi-
ciosa para el interés general en cada
momento, algo que queda fuera del ám-
bito competencial de los órganos juris-
diccionales.

La segunda parte del primer capítulo
desmenuza las consecuencias que con-
lleva la omisión de dictamen. Tradicio-

572



RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

nalmente el Tribunal Supremo mante-
nía, de un lado, la imposibilidad de ale-
gar, con carácter general, vicios de pro-
cedimiento en la impugnación por vía
indirecta; por otro, la anulación en el
marco de un recurso directo de los re-
glamentos en los que se hubiera omitido
el dictamen.

La STS de 7 de mayo de 1987 supone
una ruptura radical de esta doctrina, al
no fijar como causa de anulación, en los
recursos directos contra reglamentos, la
omisión del dictamen y entender su-
plantable este último requisito por el fu-
turo control de los Tribunales conten-
cioso-administrativos. El autor, sin em-
bargo, sólo ve razonable que, cumplido
el límite temporal fijado para alegar la
omisión del dictamen, tenga lugar un
examen de los Tribunales, como aislado
y posible supuesto de anulación regla-
mentaria. De ahí su amplia crítica a la
Sentencia, al suponer en parte una equi-
paración entre el control ex ante, llevado
a cabo por el Consejo de Estado, y el
reaji2ado con posterioridad, por los ór-
ganos jurisdiccionales. De esta forma el
giro jurisprudencial olvida la diferente
naturaleza y contenido de dichos con-
troles y sitúa el alcance del control judi-
cial por encima, como si fuera capaz de
lograr mayores cotas de plenitud y efi-
cacia, pese a ser a posteriori. En la línea
sostenida por el autor se encuentran dos
Sentencias, dictadas por la Sala Espe-
cial del Tribunal Supremo en 1989, de
las que, al igual que sucede con la de
1987 y otras muchas, se recogen am-
plias referencias en la obra que comen-
tamos.

El capítulo segundo se adentra en el
examen de los Reglamentos autonómi-
cos, a través del análisis del artículo
23,2 de la Ley Orgánica del Consejo de
Estado, estudiando las diferentes postu-
ras doctrinales, la del propio Consejo de
Estado y las del Tribunal Supremo y del
Tribunal Constitucional.

El dictamen facultativo, previsto en el
apartado primero de aquel artículo, no
plantea problema alguno, a diferencia
de la imposición preceptiva, fijada por
el segundo párrafo. La amplitud de tal
exigencia viene determinada por la in-
terpretación que demos al artículo 107
de la Constitución, es decir, según con-

sideremos al Consejo de Estado como
órgano del poder ejecutivo del Estado-
Comunidad, o como si se tratase, postu-
ra que mantienen la mayoría de los au-
tores, de un órgano del poder ejecutivo
centra). Siguiendo esta última conside-
ración, se restringe la posible amplitud
del artículo 23.2, con objeto de evitar un
posible mecanismo de vigilancia externa
sobre las Comunidades Autónomas, que
pondría en tela de juicio la constitucio-
naJidad de la mentada norma. Dentro de
esta misma corriente restrictiva, juega
un papel destacado la interpretación
que, a su vez, se dé al artículo 149.1.18
de la Constitución, lo que da lugar a en-
frentadas posturas doctrinales.

De esta forma se abre una amplia
gama de opiniones contrapuestas que
van desde mantener la constitucionali-
dad plena del precepto, hasta propugnar
su inconstitucionalidad o, cuando me-
nos, lo discutible de la misma (por
ejemplo, MUÑOZ MACHADO). El campo de
actuación necesaria del dictamen del
Consejo de Estado tiene lugar para algu-
nos en los reglamentos autonómicos
dictados en ejecución de competencias
transferidas o delegadas por el Estado a
las Comunidades Autónomas, en virtud
del artículo 150.2 de la Constitución;
para otros, en los reglamentos autonó-
micos dictados en desarrollo de ley esta-
tal; mientras que hay quien mantiene
que sea preceptivo para los dictados en
el ámbito autonómico en ejecución de
cualquier ley, aunque supeditando dicha
exigencia a] hecho de que no exista en la
Comunidad Autónoma un órgano con-
sultivo con autonomía plena y máximas
facultades consultivas.

Llegados a este punto, se pasa a anali-
zar en un segundo apartado la naturale-
za jurídica de los órganos consultivos
autonómicos de Cataluña y Canarias,
únicas Comunidades Autónomas que
han materializado la posibilidad que
previeron estatutariamente, y se expone
detalladamente la interpretación dada
por dichos órganos autonómicos al ar-
tículo que venimos examinando, siendo
nota común, tanto en el Consejo Consul-
tivo de la Generalidad y en la Comisión
Jurídica Asesora como en el Consejo
Consultivo de Canarias, tomar como
punto de partida el estudio del Consejo
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de Estado, como órgano del Gobierno
central. En este sentido hay que señalar
lo avanzado que el proceso de creación
de un propio órgano consultivo se en-
cuentra en Andalucía. Aunque, a nues-
tro juicio, no resulta deseable la hipoté-
tica creación de un órgano consultivo en
cada Comunidad Autónoma, ésta parece
ser, sin embargo, la dirección emprendi-
da, y desde luego hay que reconocer la
competencia de las Comunidades Autó-
nomas para crear, en virtud de su potes-
tad de autoorganización, órganos con-
sultivos propios de las mismas caracte-
rísticas y con idénticas o semejantes
funciones a las del Consejo de Estado.

El problema existente con los órganos
consultivos de las CC.AA. es la carencia
de una estructura técnica adecuada y la
falta de una absoluta independencia y
objetividad, siendo propugnable la mis-
ma de que goza el Consejo de Estado.

A continuación se recogen las posicio-
nes mantenidas por el Alto Cuerpo Con-
sultivo, a través de sus Dictámenes y
Memorias. En líneas generales, el Con-
sejo de Estado sostiene que el artículo
23.2 impone su dictamen en el ámbito
autonómico para los mismos supuestos
en que resulta preceptivo a nivel estatal.
Sin embargo, se da entrada a la posibi-
lidad de que, a través de leyes estatales
—y no autonómicas, como señala el
Consejo Consultivo de Canarias—, se
sustituya la intervención del Consejo de
Estado en el ámbito autonómico por la
de los órganos consultivos de cada Co-
munidad. Así, se hace necesaria para
este tipo de desplazamiento competen-
cial la existencia de una Ley Orgánica.

En el penúltimo apartado del libro, se
recogen numerosas Sentencias del Tri-
bunal Supremo que anulan, por omisión
del dictamen del Consejo de Estado, los
reglamentos autonómicos que desarro-
llan y ejecutan legislación estatal. Los
mayores problemas surgen con la STS
de 24 de noviembre de 1989, que entien-
de que el dictamen del Alto Cuerpo Con-
sultivo no sería preceptivo en la elabora-
ción de reglamentos de ámbito regional
dictados en ejecución de leyes estatales,
al considerar que el artículo 23 LOCE
habla del dictamen preceptivo del «pro-
pio organismo consultivo de la respecti-
va Comunidad Autónoma».

Otra línea jurisprudencial hace de-
pender la intervención preceptiva del
Consejo de Estado de lo que establezca
la ley estatal o autonómica que sea de-
sarrollada posteriormente por el regla-
mento autonómico. Esta corriente, naci-
da de dos Sentencias de 1988, pretende
evitar una interpretación del precepto
objeto de debate que, llevada hasta sus
últimas consecuencias, atentaría contra
el principio de autonomía, pero termina
cayendo, en opinión del autor, en la in-
aplicación de la norma.

Las últimas páginas son aprovechadas
por Ricardo ALONSO GARCIA para exponer
su opinión a la vista de las pautas mar-
cadas por las Sentencias del Tribunal
Constitucional de 26 de enero de 1989 y
9 de marzo de 1990. Esta jurispruden-
cia, como señala el autor, «no debe ha-
cernos perder de vista que la imposi-
ción, en su caso, del dictamen del Con-
sejo de Estado en la elaboración de
reglamentos autonómicos no es conse-
cuencia del ejercicio de una competen-
cia estatal (negada por el TC) para fijar
las bases del procedimiento administra-
tivo común, sino consecuencia de las
funciones atribuidas por el legislador
orgánico a un órgano configurado cons-
titucionalmente como institución al ser-
vicio del poder ejecutivo del Estado glo-
balmente considerado».

Se trata de conciliar la máxima auto-
nomía de las Comunidades Autónomas
en la regulación de sus respectivos pro-
cedimientos de elaboración de disposi-
ciones generales con el dictamen pre-
ceptivo del Consejo de Estado en el ám-
bito autonómico. Y el punto de síntesis
se encuentra en el papel que, al servicio
de las Comunidades Autónomas en
cuestiones que afecten al Estado global-
mente considerado, debe jugar la inter-
vención preceptiva en el ámbito autonó-
mico del Consejo de Estado establecida
en el artículo 23.2, que no es otro que
mantener un centro de interpretación
en torno a un único sistema normativo
estatal, que normalmente presentará el
carácter de «básico».

Finalmente parece necesario hacer
mención de la STC 204/1992, de 26 de
noviembre, aunque sea posterior a la
aparición de la obra recensionada. En
ella se declara que el artículo 23, párra-
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fo segundo, de la Ley Orgánica 3/1980,
de 22 de abril, del Consejo de Estado, en
relación con el artículo 22.3 de la mis-
ma Ley, no es contrario a los artículos
2, 107, 137, 148.1.1." y 153 de la Cons-
titución. En la cuestión de inconstitu-
cionalidad que dio lugar a la citada sen-
tencia, formulada por la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de la Comunidad
Valenciana, se exponía la existencia de
dudas razonables acerca de la constitu-
cionalidad de la citada norma, en cuan-
to que al exigirse dictamen preceptivo
del Consejo de Estado para aprobar los
Reglamentos ejecutivos de las Comuni-
dades Autónomas se está introduciendo
un sistema de control no previsto en el
artículo 153 CE y se está vulnerando la
competencia de autoorganización de las
CC.AA. (art. 148.1.1.a CE), al insertar en
su organización un órgano dependiente
del Gobierno. Sin embargo, hay que se-
ñalar —tal como hace la sentencia—
que el Consejo de Estado permanece or-
gánicamente separado de la Administra-
ción autonómica a la que informa y que,
sobre todo, no es un órgano dependien-
te del Gobierno, sino que está dotado de
independencia funcional para la tutela
de la legalidad y del Estado de Derecho.
No forma parte de la Administración ac-
tiva, sino que es «un órgano consultivo
que actúa, en todo caso, con autonomía
orgánica y funcional en garantía de su
objetividad e independencia». Por tanto,
el precepto cuestionado no resulta con-
trario a la CE, siempre que se entienda
que el dictamen del Consejo de Estado
se exige a las Comunidades Autónomas
sin organismo consultivo propio, en los
casos recogidos por dicha Ley que for-
men parte de las bases del régimen jurí-
dico de las Administraciones públicas o
del procedimiento administrativo co-
mún.

Con el fin de asegurar el correcto fun-
cionamiento del Estado de las Autono-
mías, la STC 204/1992 señala que la in-
tervención del órgano consultivo auto-
nómico excluye la del Consejo de
Estado, salvo que la Constitución, los
Estatutos de Autonomía o la Ley Auto-
nómica establezcan lo contrario para
determinados supuestos. En este senti-
do, pueden citarse a modo de ejemplo

los artículos 102 y 103 de la nueva Ley
de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Ad-
ministrativo Común, que requieren, a
efectos de la revisión de oficio de los ac-
tos administrativos nulos o anulables y
como garantía procedimental, dictamen
«del Consejo de Estado u órgano consul-
tivo de la Comunidad Autónoma si lo
hubiere».

Fernando FALCÓN Y TELLA

ARIÑO ORTIZ, Gaspar: Economía y Esta-
do. Crisis y reforma del sector público,
Marcial Pons, Madrid, 1993, 422 págs.

I. Es verdad que el último libro del
profesor ARIÑO no es un libro al uso. Es
un libro escrito con autoridad, académi-
ca y profesional. Sin duda, uno de los
campos más queridos del profesor ARI-
ÑO es el Derecho administrativo econó-
mico, en el que —con un talante crítico
y, con frecuencia, desmitificador— ha
prodigado sus publicaciones en temas
como el modelo económico, el servicio
público o la empresa pública. A ello hay
que unir una dilatada experiencia. Su
trayectoria profesional —que en algún
momento le ha llevado también a sen-
tarse en los bancos de la política nacio-
nal— le ha permitido observar y con-
trastar con la realidad, con esa sabidu-
ría que da el conocimiento de las
instituciones por dentro, la reflexión
que parte del profesor universitario.

Es también un libro planteado con
una gran ambición, pero desde un sano
pragmatismo. La comprensión de la
problemática que plantea la interven-
ción pública en la economía no puede
realizarse de manera consciente y realis-
ta atrincherado en las filas del Derecho
Administrativo. Como al autor le gusta
repetir, en el Derecho Público no es po-
sible analizar las instituciones y las con-
cretas técnicas jurídicas sin conocer la
realidad económica y política subyacen-
te. El análisis económico, las considera-
ciones axiológicas y la plural experien-
cia profesional del autor acompañan al
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razonamiento jurídico en las páginas de
esta obra. Todo ello permite plantear los
problemas tal como aparecen en la rea-
lidad, complejos y entremezclados con
elementos muy variados, para después
intentar ofrecer soluciones jurídicas.

II. Desde un punto de vista sistemá-
tico, la obra consta de un prefacio y tres
partes. La primera de ellas, que lleva el
título genérico de «Estado y Economía»,
se dedica al análisis de los fundamentos
de la intervención pública en la econo-
mía. Tras un análisis de la importancia
cuantitativa y cualitativa de los sectores
públicos en el mundo se pasa revista a
las distintas modalidades de interven-
ción pública económica y a sus princi-
pios rectores.

Especial atención merecen los princi-
pios de solidaridad y subsidiariedad,
principios básicos —aparentemente en
tensión dialéctica—, que despliegan un
papel informador de los sistemas de or-
denación económica y organización so-
cial. El principio de subsidiariedad
aporta criterios que contribuyen a deci-
dir el grado de intervención y de prota-
gonismo del Estado en la vida económi-
ca y social de un país, o lo que es lo mis-
mo, define el ámbito de libre actuación
de los ciudadanos y de los grupos socia-
les en que éstos se integran. El principio
de solidaridad tiene un papel comple-
mentario. El funcionamiento del merca-
do debe ser corregido mediante la inter-
vención pública, o mejor, siempre que
ello sea posible, mediante los cauces vo-
luntarios que vaya arbitrando la propia
sociedad, sus individuos y sus institu-
ciones.

En suma, esta reflexión se proyecta
sobre el modelo económico constitucio-
nal, tema en el que la doctrina va alcan-
zando ya un consenso de base, entre
otras, gracias a las aportaciones del pro-
pio ARIÑO. Nuestra Constitución define
un modelo de economía social de mer-
cado, en el que la propiedad privada y la
libertad de empresa constituyen los pi-
lares del sistema económico. La inter-
vención de los poderes públicos se legi-
tima en la consecución de los amplios
objetivos que el Estado social define.
Ahora bien, en ningún caso debe olvi-
darse su carácter puramente instrumen-

tal. La intervención pública se configura
como una excepción a una regla general
de libertad. A estas alturas de la historia
y en este contexto geográfico y político-
jurídico, especialmente condicionado
por la Comunidad Europea, las cosas no
podían ser de otra forma.

III. En la segunda parte de la obra
se analiza el papel del «Estado produc-
tor», que tiene en la empresa pública el
instrumento dé intervención más exten-
dido. El estudio de esta institución es
especialmente oportuno en un momento
como éste en el que asistimos a la for-
mulación de una «nueva teoría» de la
empresa pública, que trata de asimilarla
—su régimen jurídico, sus objetivos y su
gestión— a la empresa privada. (En rea-
lidad, no se tiene suficientemente en
cuenta que «lo mejor para que una cosa
parezca algo es que realmente lo sea»,
pág. 161.)

En nuestros días, desde ciertos plan-
teamientos, por razones de oportuni-
dad, se reserva a la empresa pública un
papel destacado. El argumento es la es-
casa concentración de capital industrial
que caracteriza a nuestro país. La au-
sencia de empresas o grupos industria-
les con dimensión suficiente hace que el
sector público sea, de hecho, el único
operador capaz de ejercer el liderazgo
de la empresa pública española hacién-
dola presente en el mercado europeo e
internacional.

Con el adecuado régimen jurídico, la
titularidad de la empresa, se dice, es in-
diferente: la pública puede ser tan efi-
ciente como la privada. De lo que se tra-
ta es de quebrar la inercia que hasta
este momento trae la empresa pública.
Las palabras mágicas para ello son des-
politización, autonomía de gestión y es-
píritu empresarial. A esta filosofía res-
ponde la creación del grupo TENEO,
que reúne a las empresas competitivas
del INI, con aspiraciones de liderazgo
industrial.

Existen, sin embargo, razones de peso
que llevan a desconfiar de este plantea-
miento. Hasta ahora, la experiencia ha
evidenciado de manera constante los
malos resultados de la empresa pública,
en España y en el extranjero. Por otra
parte —dice ARIÑO—, no parece fácil la
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superación de los vicios permanentes de
la empresa pública, como son la falta de
objetivos claros, la movilidad o insufi-
ciente profesionalidad de sus dirigentes,
la fuerte presión sindical, la inflación de
plantillas, etc. La completa asepsia de la
gestión empresarial frente a las presio-
nes políticas no parece posible: en mo-
mentos difíciles cualquier gobierno uti-
lizará el poderoso arsenal de empresas
públicas en favor de sus intereses. Tam-
poco resulta creíble que el Estado deje
de utilizar su poder político (regular, re-
caudar y gastar) en favor de sus empre-
sas. En suma, la concentración de poder
político y poder económico entraña cla-
ros riesgos para la libertad.

A ello hay que añadir también proble-
mas de legitimidad de la intervención
pública —gubernamental—, que con
este planteamiento queda más despro-
vista aún de los tradicionales controles
que proporciona el Derecho administra-
tivo, que son garantía de rectitud en la
gestión pública.

Por cierto, debe salirse al paso de la
idea extendida en ciertos sectores en los
últimos años de que la empresa pública
no debe perseguir fines públicos. La em-
presa pública es una forma más de in-
tervención administrativa y, como tal,
su única razón de ser es la satisfacción
de los intereses generales. Lá autonomía
de la voluntad, que proporciona libertad
de actuación, está pensada para el De-
recho privado, no para el Derecho pú-
blico.

La desconfianza hacia el sector públi-
co, traducida en la privatización de em-
presas, ha caracterizado la política eco-
nómica de los países europeos en los
años ochenta. El caso español es pecu-
liar. No responde a un plan definido de
privatizaciones, sino a motivos de opor-
tunidad, coyunturales. En otros países
(Reino Unido, Francia, Italia) se han
aprobado leyes para conducir y ordenar
un proceso de la trascendencia política
de éste; en España, en cambio, ha falta-
do todo debate público sobre estas ope-
raciones. En general, unas veces se ha
procedido a la privatización de aquellas
empresas que, por razones tecnológicas
y comerciales, no podían sostenerse en
mano pública; otras, se ha llevado a
cabo la venta de porcentajes de acciones

de empresas públicas —sin perder el
control— como un medio para generar
ingresos para el Estado. En realidad, el
proceso privatizador en España no pre-
tende reducir el sector público estatal,
sino controlarlo en mejores condiciones
o incluso ampliarlo, con la publificación
de nuevas empresas.

IV. La reducción del papel del Esta-
do productor y financiador debe com-
pensarse con un aumento, nuevo senti-
do y mayor eficacia de la función regu-
ladora del Poder público en la vida
económica. Entramos con ello en la ter-
cera parte de la obra, que analiza el pa-
pel del Estado como sujeto regulador.

La intervención pública debe respetar
los principios de proporcionalidad y pro
libértate, de manera que el Poder públi-
co, siempre que sea posible, se limite a
la ordenación de la actividad, sin asu-
mir su titularidad y gestión. Esto no
siempre es posible, por lo que el Poder
público a veces ha de reservarse la acti-
vidad —no necesariamente también su
gestión—, mediante su declaración
como servicio público (art. 128.2 CE).

El servicio público todavía hoy sigue
siendo una noción polémica y, sin em-
bargo, tiene una significación extraordi-
naria. Como dice el propio autor, por
mucho que pueda sorprender, hasta fe-
chas recientes la noción de servicio pú-
blico no ha sido objeto de una elabora-
ción adecuada desde los propios presu-
puestos del ordenamiento jurídico
español. En este sentido, me parece de
la mayor relevancia el intento de defini-
ción del servicio público y de construc-
ción de su régimen jurídico que hace el
profesor ARIÑO en los capítulos IX y X
de esta obra.

Con todo, el servicio público se perfila
cada vez más como un remedio excep-
cional y ello no sólo por exigencias del
Derecho interno. El ordenamiento co-
munitario, que en.los últimos años im-
pulsa decisivamente la creación del
mercado interior, representa un condi-
cionamiento efectivo para los Estados
miembros, que cada vez tienen menos
margen para reservarse actividades. Así,
actividades como la energía, los trans-
portes y las telecomunicaciones —hasta
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ahora típicos servicios públicos— están
llamadas a someterse efectivamente a la
competencia y al mercado. La clave en
estos casos es la regulación de la activi-
dad. La bandera de la «desregulación»
que en los últimos años se ha enarbola-
do en el mundo occidental, en realidad,
lo que reclama es un nuevo sentido de la
regulación, que sea conforme al merca-
do y favorezca la introducción o el in-
cremento de la competencia en los sec-
tores privatizados.

Admitido que el Estado no tiene susti-
tuto, hay que plantearse su necesaria re-
forma institucional, que le permita ejer-
cer sus funciones —especialmente las de
regulación económica— de manera ade-
cuada. En concreto, la ordenación de
los grandes servicios públicos requiere
una «autoridad reguladora dotada al
mismo tiempo de preparación técnica,
independencia política y legitimación
democrática» (pág. 365).

En este sentido, la respuesta organi-
zativa a las funciones de ordenación
económica del Poder público pueden ser
en muchos casos las Comisiones Regu-
ladoras Independientes. Con todos sus
defectos, «no se ha encontrado nada me-
jor para asegurar en la medida de lo po-
sible una dirección coherente, racional,
no falsificada» de los servicios públicos
y de otros sectores de intervención eco-
nómica del Estado (pág. 388). Esto no
significa hurtar al Gobierno la dirección
política de estas actividades, que habrá
de ejercerse mediante la aprobación de
la regulación general en la que se con-
tengan los criterios y principios de ac-
tuación. Lo que se trata de evitar es que
la autoridad reguladora sea permeable a
influencias políticas que permitan utili-
zar los sectores regulados para el logro
de fines ajenos a éstos. La independen-
cia de la autoridad reguladora también
debe garantizarse respecto de la influen-
cia de las propias empresas que operan
en el sector, como la experiencia norte-
americana ha venido a demostrar.

V. En resumen, como advertíamos
al principio, estamos ante un libro de
calidad, hecho con buenas mimbres, es-
crito con un estilo directo y vivo, que
tiene la contagiosa vitalidad de su au-
tor. Es además un libro innovador, con

ideas abundantes. Todo el análisis se
asienta sobre una visión personalista del
Derecho y de las instituciones políticas.
La libertad, la igualdad de oportunida-
des, el trabajo, la organización y la res-
ponsabilidad se reconocen como las ba-
ses —y no hay otras— sobre las que se
asienta la prosperidad de los pueblos.
Sobre todo, es, pues, un libro cargado
de criterio y de buenos principios.

José Carlos LAGUNA DE PAZ
Profesor Titular de

Derecho Administrativo
Universidad de Valladolid

CARRILLO, Marc: La cláusula de la con-
ciencia y el secreto profesional de los
periodistas, Ed. Cuadernos Cívitas,
1993.

El profesor Marc CARRILLO no necesita
ser presentado a través de esta obra.
Primero, porque la monografía a que
nos vamos a referir ya había sido publi-
cada inicialmente en lengua catalana
por el Centro de Investigación de la Co-
municación. Y segundo, porque el análi-
sis de la tensión entre prensa y liberta-
des individuales, había sido objeto con
anterioridad de otra monografía que el
autor escribió con el título Los límites de
la libertad de prensa en la Constitución
española de 1978 en 1987.

Marc CARRILLO, en la actualidad Cate-
drático de Derecho Constitucional en la
Universidad Pompeu Fabra, emprende
de forma diestra el análisis, en esta oca-
sión, de la cláusula de conciencia y el
secreto profesional como derechos espe-
cíficos de los periodistas. Para ello, par-
te del estudio de la Jurisprudencia del
Tribunal Constitucional sobre la liber-
tad de expresión y el derecho a la infor-
mación, marco en el que se desarrolla,
como referencia, la actividad del perio-
dismo y la profesión del periodista, y sin
duda premisa necesaria para establecer
sus límites. Estos límites se fijan en los
derechos de la personalidad, pero tam-
bién en la existencia de secretos oficia-
les que en un Estado democrático han
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de compatibiliz'arse con el derecho a la
información, y el derecho de rectifica-
ción.

El capítulo segundo de la obra se cen-
tra en el estudio del Estatuto jurídico de
los periodistas, que situado en la ten-
sión norma-autorregulación, choca con
la convicción previa de que la «mejor
ley de prensa es la que no existe». El re-
conocimiento constitucional de la cláu-
sula de conciencia y el secreto profesio-
nal de los periodistas evita lo que el au-
tor denomina la «mercantilización de la
información»; sin embargo, es insufi-
ciente para proteger a los profesionales
en el ejercicio de su libertad de expre-
sión. Los Estatutos de redacción son es-
tudiados por el autor, desde un plano
metodológico, a través de su naturaleza
jurídica, ámbito de aplicación, conteni-
do de los principios editoriales y defini-
ción de los derechos y deberes específi-
cos de los periodistas.

Los capítulos tercero y cuarto entran
de lleno en el estudio de los dos dere-
chos específicos, poniendo de relieve
cómo la constitucionalización de la
cláusula de conciencia significó una no-
vedad en relación con los países de
nuestra área cultural, pues la cláusula
de conciencia es salvaguarda ideológica
de la libertad, el derecho de opinión y la
ética profesional del periodista. Se estu-
dia en primer lugar desde la perspectiva
del derecho comparado; la Ley francesa
de 29 de marzo de 1935 y la alemana; la
austríaca, pionera de todas las europeas
ya que databa de 1910, aun cuando la
regulación que se toma de referencia en
la obra es la de 12 de junio de 1981,
que, por cierto, ya ha sido modificada
en 14 de enero de 1993 (difícil tarea la
del investigador, frente a la fugacidad
del derecho público). Posteriormente se
analiza la vinculación de la cláusula con
los preceptos legales del ordenamiento
laboral que, aunque insuficientemente,
pretenden asegurar el derecho. El secre-
to profesional, siguiendo la misma me-
todología, es también estudiado desde
sus antecedentes y desde el derecho
comparado, para llegar al objeto, suje-
tos y límites del mismo.

Por encima de la claridad y sistemáti-
ca con que el autor maneja temas tan
controvertidos, por afectar a la libertad,

pero también a la ética, lo más sugeren-
te de la obra son las propuestas que, en
ocasiones abiertamente y en ocasiones
entre líneas, lanza su autor para ser te-
nidas en cuenta llegado el caso de aco-
meterse una futura regulación, ya que
es el legislador quien habrá de tener que
determinar el contenido y los límites de
los derechos que afectan a la profesión
periodística. Tarea no fácil si se tiene en
cuenta que los derechos fundamentales,
al encerrar protecciones positivas o ne-
gativas de conductas, han de proteger a
los profesionales del periodismo de po-
der callar o hablar, informar u opinar,
en momentos concretos.

En fin, es de agradecer la publicación
de la obra también en lengua castellana,
porque de llegarse a elaborar el estatuto
del informador mediante la Ley de Pren-
sa o mediante autorregulación, el análi-
sis de Marc CARRILLO ofrece temas de re-
flexión que deben ser tenidos sin duda
muy en cuenta.

María Jesús MONTORO CHINER
Catedrática de

Derecho Administrativo

DELGADO BARRIO, Javier: El control de la
discrecionalidad del planeamiento ur-
banístico, Ed. Cívitas, Madrid, 1993.

El estilo sencillo y de fácil lectura con
que nos presenta el Magistrado D. Javier
DELGADO BARRIO SU monografía sobre El
control de la discrecionalidad en el pla-
neamiento urbanístico, resalta, si pudie-
ra ser posible, la claridad, rigurosidad y
profundidad de análisis jurídico con que
aborda el autor la situación actual del
control judicial de la discrecionalidad
administrativa y, en particular, en mate-
ria de planeamiento urbanístico.

La calidad del estudio hace que des-
borde, en buena medida, los límites es-
trictos de su título para contribuir desde
la Judicatura y a partir de los problemas
reales que se plantean en torno a una
materia concreta, el planeamiento urba-
nístico, al debate amplio, abierto y de
manifiesta actualidad, suscitado en
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nuestra doctrina científica en torno a la
discrecionalidad administrativa y la ex-
tensión y límites del control judicial. De
ahí que otra de las cualidades del estu-
dio sea su «oportunidad» dado el mo-
mento actual de debate sobre la materia
en nuestra doctrina científica (1).

Metodológicamente, a lo largo del es-
tudio se va exponiendo de forma com-
pleta y sistemática la última jurispru-
dencia del Tribunal Supremo sobre la
materia, siguiendo, en cada uno de los
capítulos, una línea argumental de razo-
namiento jurídico que nos transporta de
forma constante de nuestro más inme-
diato derecho urbanístico histórico, al
vigente Texto Refundido de 26 de junio
de 1992, con la sencillez, rigurosidad y
precisión de la mejor literatura jurídica.
Para ello, una vez expuesto el status
quaestionis legal y jurisprudencial resul-

(1) La materia en los últimos tiempos
ha recibido un nuevo impulso con los estu-
dios del Profesor Tomás Ramón FER-
NANDEZ, en sus trabajos Arbitrariedad y dis-
crecionalidad, Cívitas, Madrid, 1991, y Juz-
gar a la Administración contribuye a
administrar mejor, «REDA», núm. 76, 1992;
del Profesor M. SÁNCHEZ MORÓN, El control
de las Administracioties Públicas y sus pro-
blemas, Instituto de España-Espasa Calpe,
Madrid, 1991; del Profesor Luciano PAREJO
ALFONSO, Crisis y renovación del Derecho
Público, CEC, Madrid, 1991, y la más re-
ciente obra del mismo autor: Administrar y
Juzgar: dos funciones constitucionales dis-
tintas y complementarias, Tecnos, Madrid,
1993. Sin que puedan olvidarse trabajos
doctrinales ya clásicos como los del Profe-
sor Eduardo GARCÍA DE ENTERRIA, La lucha
contra las inmunidades del poder, «Cuader-
nos Cívitas», Madrid, 1974, que también
puede consultarse en el núm. 38, 1962 de
esta REVISTA; F. SAINZ MORENO, Conceptos
jurídicos indeterminados y discrecionalidad
administrativa, Cívitas, Madrid, 1976; A.
Mozo SEOANE, La discrecionalidad de la Ad-
ministración Pública en España, Editorial
Montecorvo, Madrid, 1985; o artículos
como los del Profesor Alejandro NIETO, La
vocación del Derecho Administrativo de
nuestro tiempo, núm. 76 de esta REVISTA,
1975, págs. 9 y ss.; el Profesor Lorenzo
MARTÍN RETORTILLO, Del control de la discre-
cionalidad administrativa al control de la
discrecionalidad judicial, núm. 100/102 de
esta REVISTA, 1983, págs. 1083 y ss., etc.

tante de nuestro derecho urbanístico
histórico y a la luz del articulado del
Texto Refundido de 1992, se concreta en
qué medida el nuevo cuadro normativo
se ratifica o aparta de las previsiones
normativas y de la doctrina jurispruden-
cial resultante, aportando un completo y
sistemático balance, a la luz del nuevo
Texto Refundido de 1992, de los aspec-
tos que el autor considera de plena apli-
cación y de los que, en menor medida,
precisan ser matizados o, en su caso,
modificados.

Entre los primeros, afirma el carácter
reglado del suelo urbano, a partir de la
sustancial identidad entre los art. 10 y
13 del nuevo Texto con respecto a la re-
dacción de los arts. 78 y 81 del Texto de
1976; al carácter reglado de la licencia
urbanística conforme a los artícu-
los 242,3 y 243,3 del Texto de.1992; el
que los derechos de los propietarios,
bien deriven de una ordenación urbanís-
tica anterior, bien de un convenio con la
Administración, no son límite para la
potestad de planeamiento, artículos 125
y ss. y 237 y ss. del Texto Refundido
1992; el carácter preceptivo de la moti-
vación del planeamiento; el asegura-
miento de la participación ciudadana,
artículo 4,4 del Texto 1992; el manteni-
miento de la tradicional acción pública
en el ámbito urbanístico, artículo 304
del Texto Refundido de 26 de Junio de
1992; la confirmación de la doctrina ju-
risprudencial que establece como mo-
tivos de control del planeamiento por
las CC.AA.: «la legalidad procedimental,
aspectos sustantivos o salvaguarda de
intereses supralocales...» en base a la re-
dacción del actual artículo 114 del Texto
Refundido, etc.

Entre los segundos, precisados de ma-
tización o adaptación, a juicio del autor
se apuntan:

las licencias, que una vez otorgadas,
en cuanto acto declarativo de dere-
chos, no se veían afectadas por la
modificación del Plan y que hoy,
conforme al artículo 238,1 del Texto
de 1992, cuando no se haya iniciado
la edificación «se entenderá extingui-
da la eficacia de la licencia en cuan-
to sea disconforme con la nueva or-
denación»; precepto que igualmente
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parece aplicable a la determinación
del ordenamiento aplicable, en caso
de variación, para las resoluciones
en materia de licencias, siendo de
aplicación siempre la ordenación vi-
gente al tiempo de la resolución, sin
perjuicio de eventuales responsabi-
lidades administrativas por demo-
ra, etc.

En lo que a estructura se refiere, la
obra se divide en siete breves capítulos,
perfectamente ensamblados entre sí
para crear una cadena argumenta! lógi-
ca que unifica todo el estudio, en los
que en todo momento se hace alusión a
los criterios y principios de aplicación e
interpretación de nuestro sistema jurídi-
co y una constante referencia a la doc-
trina jurisprudencial establecida.

No obstante, bien pudieran diferen-
ciarse tres partes: capítulos I, II y III,
sobre los límites a la potestad de planea-
miento; capítulos IV, V y VI, en relación
con los sujetos y poderes de control, y
una reflexión final, capítulo VII, sobre
los posibles supuestos de sustitución de
las decisiones administrativas que se
anulan por otras pronunciadas por el
Tribunal.

La primera parte, partiendo de que
los cometidos del plan evidencian una
profunda discrecionalidad y circunscri-
biendo la posibilidad de control de las
decisiones discrecionales a los elemen-
tos o criterios jurídicos que la misma
encierre (diferenciándoles de otros as-
pectos técnicos jurídicamente indiferen-
tes, sociológicos, económicos, arquitec-
tónicos, etc.) se ocupa principalmente
de las técnicas de control de la actua-
ción de las potestades discrecionales.

Siguiendo el transcendental estudio
en nuestro derecho público del profesor
GARCÍA DE EKTERRÍA, La lucha contra las
inmunidades del poder (2), hace remi-
sión, en primer lugar, a las técnicas ge-
nerales de control de las potestades dis-
crecionales, ocupándose de los elemen-

(2) E. GARCIA DE ENTERRIA, La lucha
contra las inmunidades del poder en el Dere-
cho Administrativo, estudio que fue publi-
cado en primer lugar en el núm. 38 de esta
REVISTA, y editado como libro en Cuader-
nos Cívitas, Madrid, 1974.

tos reglados de todo acto, de la delimi-
tación del ámbito de la discrecionalidad
frente a los conceptos jurídicos indeter-
minados, del control de los hechos de-
terminantes, y del control a través de los
principios generales del Derecho; para,
en segundo lugar, centrarse en los lími-
tes específicos de la potestad discrecio-
nal en materia de planeamiento, entre
los que destaca los límites definidos a
partir de los estándares urbanísticos, los
límites que derivan de normas de direc-
ta aplicación que operan, con o sin pla-
neamiento, los límites que derivan de la
definición con rango legal del suelo ur-
bano que hace que el suelo urbano sea
un concepto reglado, y el carácter regla-
do de la licencia que impone un cierto
nivel de concreción en la redacción del
plan; para concluir, esta parte de limita-
ciones a la discrecionalidad, haciendo
referencia a la «motivación» como legi-
timadora de la potestad discrecional al
explicitar las razones que determinan la
decisión con criterios de racionalidad.

Mención y análisis especial en rela-
ción con la motivación merece el trata-
miento dado a la «Memoria de planea-
miento», como motivación del mismo,
haciéndose referencia a numerosos pro-
nunciamientos anulatorios cuando falta
tal Memoria o motivación.

En la segunda parte del estudio, con-
tinuando la concreción y rigurosidad
que mantiene en todo momento, se ocu-
pa de los sujetos, entidades y poderes
que ejercen un control sobre el planea-
miento urbanístico y, en particular, de
la doctrina jurisprudencial sobre el con-
trol del planeamiento por parte de ciu-
dadanos, Comunidades Autónomas y
Tribunales.

Se destaca que la participación ciuda-
dana en la fase de elaboración del pla-
neamiento, a través de) trámite de infor-
mación pública, además de fiscalizar el
planeamiento, contribuye, igualmente, a
la legitimación democrática de un plan
que, como reiteradamente se destaca en
la obra, tiene carácter normativo. Por
otra parte, igualmente los ciudadanos
podrán provocar el control jurisdiccio-
nal del plan en virtud de la acción públi-
ca tradicional que se mantiene en el ar-
tículo 304 del Texto Refundido de 1992.

Partiendo de la base de que en general
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los planes municipales son aprobados
definitivamente por las Comunidades
Autónomas —art. 118 T.R. 1992— se
plantea igualmente el problema de de-
terminar el alcance de este control habi-
da cuenta del principio constitucional
de autonomía local. En relación con
este punto se destaca cómo la jurispru-
dencia viene entendiendo que la diversi-
dad de intereses en el campo urbanísti-
co hace del planeamiento una potestad
de titularidad compartida que hace que
el «objeto» sobre el que recae el control
ha de ser del plan «en todos sus aspec-
tos» y que en relación con los criterios
de control, admitido «el de legalidad»,
el «control de oportunidad» ha de limi-
tarse a los supuestos que afecten a inte-
reses supralocales que el Tribunal Cons-
titucional, Sentencia 170/1989, ha desta-
cado que prevalecen sobre los
meramente locales.

En cuanto al control jurisdiccional,
desde un principio se precisa que es un
control jurídico, un control de legalidad
en el que el Juez sólo puede revisar la
actuación administrativa desde este
punto de vista.

Se destaca igualmente en la doctrina
jurisprudencial creada a partir del deno-
minado «abuso de discrecionalidad»,
que sostiene que el principio de inter-
dicción de la arbitrariedad de los pode-
res públicos «aspira a evitar que se tras-
pasen los límites racionales de la discre-
cionalidad y se convierta éste en fuente
de decisiones que no resulte justifi-
cada».

Exigencia, por tanto, de racionalidad
del planeamiento que opera no sólo
para evitar la lesión del ciudadano, sino
también para impedir un «entorpeci-
miento a la buena y recta administra-
ción» (3). En conclusión, «juicio no de
oportunidad, sino de racionalidad, am-

(3) La Sentencia del Tribunal Supremo
de 11 de Junio de 1991, de la que fue po-
nente igualmente el Magistrado Javier DEL-
GADO BARRIO construye la interdicción de la
arbitrariedad como una exigencia de los
principios de buena administración y me-
reció una acogida muy favorable por la
doctrina y en particular por el profesor To-
más Ramón FERNANDEZ en Juzgar a la Ad-
ministración, ob. cit., pág. 529.

parado por el principio de interdicción
de la arbitrariedad de los poderes pú-
blicos».

El estudio concluye con una reflexión
final sobre las posibilidades de sustitu-
ción de la determinación que se anula
por otra pronunciada por el Tribunal,
en la que partiendo de la posibilidad ge-
nérica de esta sustitución, matiza que si
bien en relación con actuaciones regla-
das tal sustitución aparece plenamente
viable (Sentencia T.S. de 22 de octubre
de 1990), en cambio, en el ámbito de la
actuación de potestades discrecionales,
la sustitución de la decisión administra-
tiva no es siempre posible, debiéndose
atender a las circustancias del caso con-
creto (S.T.S. 2 de abril de 1991).

Podemos concluir afirmando que no
cabe duda de que nos encontramos ante
una obra predominantemente jurispru-
dencial de gran interés y rigor científi-
co, que agotando los contenidos de su
título los desborda para participar de
lleno en las reflexiones doctrinales que
en torno a la situación actual del Dere-
cho público en general y del administra-
tivo en particular ocupa a nuestra doc-
trina científica particularmente en la
delimitación de las funciones de admi-
nistrar y juzgar.

Un trabajo que pone una vez más de
manifiesto la fecundidad del diálogo en-
tre doctrina y jurisprudencia en el pro-
ceso de construcción del Derecho públi-
co; diálogo al que ya nos tiene familiari-
zados el autor, desde los considerandos
de sus sentencias y desde su ya abun-
dante y profunda obra doctrinal.

Alberto GÓMEZ BARAHONA

DELPÉRÉE, F., y otros: La Constitution fe-
dérale du 5 mai 1993, Ed. Bruylant,
Bruxelles, 1993, 292 págs.

La evolución institucional belga en es-
tos últimos tiempos no ha pasado desa-
percibida (en unos aspectos u otros)
para nadie. Y menos para los españoles
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que han visto cómo, en un margen de
pocas décadas, un Estado regional (y no
lo olvidemos, con todos sus matices y
sus diferencias, España lo es) se ha con-
vertido en Estado federal.

Efectivamente, desde un punto de vis-
ta estrictamente constitucional, con la
reforma de 5 de mayo último, culmina
el proceso federalizante en Bélgica, que
ha dejado de ser, así, un Estado unitario
descentralizado. Como dice el nuevo ar-
tículo 1.° de la Constitución, «Bélgica es
un Estado federal formado por Comuni-
dades y por Regiones».

El estudio —desde una perspectiva
iuspublicista— de este «nuevo Estado»
belga es el objeto de esta obra colectiva,
la cual tiene su origen en las Jornadas
organizadas en el mismo mes de mayo
por el Centro de Estudios Constitucio-
nales y Administrativos de la Universi-
dad de Lovaina, sobre este mismo tema.
En ellas intervinieron profesores de las
diversas universidades belgas, cuyas
aportaciones a las Jornadas, en lo esen-
cial, debidamente adaptadas y sistema-
tizadas, constituyen el núcleo doctrinal
del libro.

Desde otro punto de vista, y a pesar
de la lógica heterogeneidad de los tra-
bajos que la componen, la obra mantie-
ne un planteamiento sistemático claro
(no muy habitual en obras de esta índo-
le). Cabría distinguir tres partes, por ra-
zón de la materia: la primera, referida,
desde una perspectiva más general, a las
instituciones político-administrativas
—federales, por una parte, y regionales
o comunitarias por otra—; la segunda,
al régimen competencial, y la tercera, a
los problemas económico-financieros,
todas ellas teniendo en cuenta la situa-
ción jurídico-política anterior y el posi-
ble desenvolvimiento futuro del nuevo
juego de poderes en el escenario belga.

II

Esta profunda revisión de 5 de mayo
último no ha afectado, ni al estatuto del
rey (parcialmente modificado en 1991),
ni al poder judicial único, ni a la Cour
d'arbitrage, que permanecen inalterados.
Tampoco resultan directamente afecta-
das las Entidades locales, en cuanto a

sus competencias o a su organización;
en este sentido, sin embargo, hay que
reseñar una modificación importante,
que afecta a los principios básicos de la
configuración jurídico-pública del Esta-
do: hasta este momento, la provincia
constituía una división territorial del
Estado belga; desde ahora, las provin-
cias pasan a ser una circunscripción te-
rritorial de las Regiones.

El Profesor DELPÉRÉE hace una es-
pléndida síntesis de las principales re-
formas —y consecuentes problemas—
que se plantean respecto a las institucio-
nes federales del nuevo Estado belga:
con relación al Poder ejecutivo, la prin-
cipal innovación (art. 65) es la introduc-
ción del llamado voto de censura cons-
tructivo. En lo que respecta al legislati-
vo, el Senado ha sido el gran perdedor
de la reforma, la autoridad «desgracia-
da» (lo que resulta sorprendente, en un
Estado llamado «Federal»): sus compe-
tencias en el ámbito de la función legis-
lativa y del control político han dismi-
nuido y su composición ha sido modifi-
cada, manteniendo un sistema
proporcional. Se ha desaprovechado la
oportunidad de crear un auténtico siste-
ma bicameral, con un Senado fuerte,
que fuese foro de los representantes re-
gionales o comunitarios en pie de igual-
dad, como ocurre en otros Estados de
tradición federal. De ahí que se defina la
nueva situación como un bicameralismo
desigual o, incluso, como un auténtico
monocameralismo (pág. 21). Da toda la
impresión de que el nuevo diseño cons-
titucional de la Cámara alta obedece a
un intento de compensar las potestades
perdidas por las autoridades federales.

No se alude directamente en la obra
—a pesar de que se trata de una caracte-
rística típica del federalismo— a la com-
petencia para la reforma constitucional,
quizá porque no ha sido modificado este
extremo en la reciente reforma. Pues
bien, la mencionada competencia co-
rresponde al Poder legislativo federal,
mediante quorums cualificados de cons-
titución y de votación en ambas cáma-
ras (art. 131), incluso teniendo en cuen-
ta los grupos lingüísticos de diputados y
senadores (art. 1.1 in fine). Pero los
Consejos regionales o comunitarios no
han sido asociados al proceso constitu-
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yente de forma directa (sólo indirecta-
mente a través de la exigua representa-
ción en el Senado). Lo cual es manifes-
tación, otra vez, de la unidad del Estado
belga.

III

La segunda parte tiene como objeto
las instituciones, ya no «centrales», sino
federadas, esto es. Regiones y Comuni-
dades, nacidas constitucionalmente con
la reforma de 1970. Aquéllas, entidades
territoriales, ejercen competencias de
carácter económico-social; éstas, por el
contrario, disponen de competencias
lingüístico-culturales, que ejercen en
función del status lingüístico de la po-
blación. Se distinguen, así, tres regiones
(flamenca, valona y Bruselas-capital),
que se combinan con tres Comunidades:
neerlandófona, que ejerce sus compe-
tencias sobre las regiones flamenca y
bruseleuse; francesa, que ejerce sus
competencias sobre la región valona y
Bruselas, y germanófona, que ejerce sus
atribuciones sobre un pequeño núcleo
de población de habla alemana, al este
del país.

Con el preámbulo anterior, se puede
pasar ya a lo que constituye el meollo de
la reforma de esta complicada organiza-
ción político-territorial belga, según el
estudio que se comenta. Los nuevos pre-
ceptos constitucionales referidos al pro-
blema —principalmente, los artículos 59
quater y 59 quinquies— expresan los
principios generales aplicables a Comu-
nidades y Regiones, completando lo pre-
visto por los demás apartados del mis-
mo artículo:

Respecto del régimen organizativo y
como novedad, la Constitución exige
que, en cada Región, haya un Consejo
representativo y un Gobierno, elegido
por aquél: la organización regional se
asimila, así, a la de las Comunidades
(tal y como se prevé en los arts. 59 bis y
59 ter). A estas Comunidades y Regiones
se les reconoce una reducida potestad
de autoorganización. No obstante lo an-
terior, los Consejos regionales o comu-
nitarios gozan de una amplia potestad
normativa: dictan «Decretos», con fuer-
za de Ley, que carecen de relación jerár-

quica con las Leyes estatales, porque re-
gulan materias verdaderamente exclusi-
vas. Queda de manifiesto, así, la profun-
da diferencia con la potestad normativa
autonómica en España, formalmente le-
gislativa, pero sometida, en todo caso, a
la normativa básica estatal en virtud del
artículo 149.1.° CE (propia de un Estado
unitario).

En lo que se refiere al régimen com-
petencia!, se reconoce ahora la posibili-
dad de que las competencias de la Co-
munidad francesa se ejerzan por la Re-
gión valona (art. 59 quinquies). Cabe
recordar que el artículo 59 ¿¿5, no modi-
ficado, preveía la posibilidad de que las
Comunidades francesa y flamenca ejer-
ciesen las competencias de las respecti-
vas regiones, valona y flamenca; esta so-
lución fue aprovechada por los flamen-
cos, que carecen, así, de instituciones
regionales, pues todas las competencias
de la Región son ejercidas por la Comu-
nidad. Sin embargo, los francófonos no
quisieron aprovechar esa vía abierta por
la Constitución y mantuvieron, hasta el
día de hoy, sus dos instituciones, si bien
—y ése es el motivo de la reforma— el
predominio de la Región sobre la Comu-
nidad, y la debilidad financiera de ésta,
es ostensible en el sur. De esta manera,
se afirma —en términos de Henri SIMO-
NART— la «prédominance régionale» del
sur, trece años después de la opción co-
munitaria en el norte.

Frente a la regulación bipolar caracte-
rística belga (norte-flamenco, sur-va-
lón), se alza la específica regulación de
la región de Bruselas-capital, regulada
por la Ley especial de 12 de enero de
1989, como un enclave estrechamente
vinculado a las instituciones europeas,
de abultada mayoría francófona en te-
rritorio flamenco. Lo más característico
de la Región es que las funciones comu-
nitarias son ejercidas, en su territorio,
por las Comunidades flamenca o france-
sa, y por tres Comisiones autónomas
(francesa, flamenca y común), según el
tipo de competencias a ejercer. Siguien-
do los dictados de los Acuerdos de
«Saint Michel», patrono de la ciudad,
que marcan las bases de la reforma, la
provincia de Brabante, donde se asenta-
ba Bruselas, ha quedado dividida en una
provincia valona y otra flamenca (art. 1
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CB), y en Bruselas, que asume algunas
competencias provinciales; otra innova-
ción de estos Acuerdos (art. 59 quin-
quies) es que las competencias de la Co-
munidad francesa en la Región de Bru-
selas pueden ser transferidas a órganos
de la región bruseleuse. Si, cómo se es-
pera, se transfieren las competencias de
la Comunidad francesa a la región valo-
na y de Bruselas, desaparecería aquélla,
de fado, porque quedaría sin competen-
cias. Aunque, de iure, es imposible la de-
saparición de la Comunidad francesa,
porque su existencia está especialmente
prevista por el artículo 59 bis de la
Constitución. En todo caso, este artículo
59 bis no puede interpretarse como una
garantía institucional de la región, habi-
da cuenta de que otro precepto constitu-
cional (el art. 59 quinquies) permite el
vaciado de competencias.

IV

En lo que atañe a las competencias, la
distribución concreta se ha delegado en
la Ley; en este sentido, existe una Pro-
posición de Ley de Reforma institucio-
nal que ampliará el listado de las com-
petencias regionales previstas en la Ley
especial de 8 de agosto de 1980: no se
trata de una reforma llamativa; es lo
que ANDERSEN llama «cambio en la con-
tinuidad» (pág. 126). Una excepción: las
federalizantes modificaciones compe-
tenciales sobre la legislación penal, que
permitirían a las regiones y comunida-
des derogar incluso el Título I del Códi-
go Penal belga (principios generales),
justificadas —desde una perspectiva
constitucionalista— en la posibilidad de
utilizar la potestad como instrumento
de una política global: así, M. VERDUS-
SEN(págs. 187-191).

La Constitución recoge sólo los gran-
des principios generales del régimen
competencial, cuyas novedades se se-
ñalan:

Se admite, por una parte, la posibili-
dad de que las autoridades regionales y
comunitarias establezcan relaciones in-
ternacionales y concluyan tratados in-
ternacionales, en el ámbito de las pro-
pias competencias (art. 68). El Estado
tiene, de acuerdo con este precepto, ve-

dado el acceso a la conclusión de trata-
dos internacionales fuera de su ámbito
competencial, produciéndose la parado-
ja, como señala Y. LEJEUNE, de un Esta-
do independiente al que su Constitución
sólo le reconoce una capacidad interna-
cional reducida ratione materiae. Aun-
que el nuevo artículo 81 de la Ley espe-
cial permite al ejecutivo federal, excep-
cionalmente y por motivos tasados,
oponerse a la conclusión de un Tratado
o suspender un Tratado ya concluido.
Como cláusula de garantía, frente al
fuerte incremento de competencias re-
gionales, incluidas las recientemente
mencionadas, la nueva Constitución re-
conoce en su artículo 68.7 un poder de
sustitución de los órganos regionales o
comunitarios por los federales, para ga-
rantizar el cumplimiento de las obliga-
ciones internacionales o supranaciona-
les, pues es el Estado el único responsa-
ble internacionalmente. Se trata de un
poder provisional y —no cabe duda—
pensado para evitar los incumplimien-
tos reiterados de la normativa comuni-
taria cuya ejecución o desarrollo recae,
cada vez más, sobre las instituciones in-
fraestatales.

La otra gran novedad es la inversión
del juego de las competencias residua-
les, que ya no van a parar al Estado,
sino a las entidades federadas: el artícu-
lo 25 ter modifica lo que había sido una
regla tradicional del regionalismo bel-
ga, y complica enormemente la situa-
ción: exige, así, la aprobación de una
Ley que incluya no sólo un listado de
competencias estatales lo suficiente-
mente exhaustivo como para no desna-
turalizar sus atribuciones, sino también
un criterio de asignación de las llama-
das competencias residuales a las regio-
nes o a las comunidades... Se trata, en
definitiva, de una formulación de ínfi-
ma técnica jurídica, que va a producir
serios quebraderos de cabeza al legisla-
dor estatal, cuyo trabajo debería haber
quedado plasmado en el texto constitu-
cional y no en leyes especiales. En este
sentido, es tan importante la decisión
que se adopte que, como dice ANDER-
SEN, «de la suerte que se le reserve y del
contenido que se le dé, dependerá, en
gran parte, el destino de Bélgica» (pág.
164).
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V

Finalmente, la reforma institucional
—especialmente, la asunción de mayo-
res competencias por las Comunidades
y Regiones— exige la transferencia de
los medios financieros necesarios para
hacer frente a las nuevas responsabili-
dades. Ahora bien, el régimen financiero
belga no se ha visto directamente afec-
tado por la reforma, puesto que ya una
Ley especial de 16 de enero de 1989 ha-
bía terminado de diseñar el nuevo siste-
ma, típicamente federal, pero muy com-
plejo, cuyos principios se basan, por un
lado, en la autonomía y responsabilidad
financiera de las Entidades federadas y,
por otro, en el equilibrio entre éstas de
acuerdo con una dimensión solidaria.
Por ello, hay que cuestionarse hasta qué
punto era necesario incluir estos aspec-
tos (de carácter excesivamente expositi-
vo y pormenorizado, como puede apre-
ciarse en los diversos trabajos que com-
ponen esta última parte) en la obra que
ahora se presenta. Además, la Ley de
1989 —no está de más decirlo— tiene
un período transitorio excepcionalmen-
te largo, pues termina en el año 2000.

VI

En definitiva, hay que alabar la inten-
ción del libro —que en su conjunto es
de una calidad notable— de procurar
hacer comprensible el complicado siste-
ma de organización político-administra-
tiva belga y su reforma: buena muestra
de esta complicación es la campaña que
está llevando a cabo el Gobierno federal
para informar a la población de las re-
cientes reformas: las encuestas mues-
tran un profundo desconocimiento de
esta problemática.

La impresión que queda, al final, es la
de que el llamado «federalismo» belga
es un federalismo atípico, específico:

Por una parte, la nueva reforma ha in-
troducido instituciones específicamente
federales: la cláusula de competencias
residuales a favor de Regiones y Comu-
nidades, así como las competencias in-
ternacionales de éstas, etc., aunque sub-
sisten manifestaciones típicas de un Es-
tado unitario, como es la inexistencia de

Tribunales constitucionales regionales o
comunitarios (dato al que, curiosamen-
te, no se alude en el libro), o la fuerte
unidad del Poder judicial, o la ausencia
de intervención de las instituciones fe-
deradas en los procedimientos de refor-
ma constitucional o, en fin, la reducida
capacidad de autoorganización de las
Regiones y Comunidades. También, des-
de una perspectiva ajena a lo jurídico,
cabe añadir el dato de la práctica inexis-
tencia de partidos de carácter federal.

Pero la peculiaridad del régimen bel-
ga destaca por el carácter asimétrico y
heterogéneo de la organización territo-
rial: las instituciones «federadas» son de
naturaleza diversa (Regiones y Comuni-
dades); y, según la previsible evolución
institucional tras las reformas, la asime-
tría Comunidad-norte, Región-sur se
convertirá prácticamente en definitiva,
de forma que, como señala con agudeza
UYTTENDAELE (págs. 122-123), «a la lógi-
ca de la superposición» [Comunidad
más Región] «le ha sustituido la lógica
de la yuxtaposición» [o Comunidad, o
Región], lo cual, paradójicamente, sim-
plificará el sistema, por cuanto se apro-
xima, cada vez más, a un federalismo te-
rritorial.

En resumen, una obra completa, opor-
tuna y crítica, aunque en ocasiones algo
desigual, según las perspectivas adopta-
das. Desde un punto de vista formal, se
echa en falta un índice más detallado;
por otra parte, el afán sistemático ha
llevado a incluir diversas materias no
directamente afectadas por las recientes
reformas constitucionales, a las cuales
se podía haber aludido con una simple
referencia. En todo caso, el futuro dirá
si las modificaciones sufridas por la
Constitución y las leyes especiales han
sido las adecuadas o si, simplemente,
constituyen un paso más hacia la temi-
da desintegración. Desde una perspecti-
va estrictamente técnica, jurídico-públi-
ca, la fuerte dosis crítica de la obra
pone de manifiesto los pros y los con-
tras de la reforma, pero serán, en defini-
tiva, los propios belgas los que decidi-
rán el éxito o fracaso de la misma.

Iñigo SANZ RUBIALES

Dpto. Derecho Administrativo
Universidad de Valladolid
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FAVOREÜ, Louis, y RENOUX, Thierry S.:
Le contentieux constitutionnel des ac-
tes administratifs, Ed. Sirey, París,
1992, 206 págs.

I

«La Constitución ha dejado de ser en
nuestro sistema, por ventura, un puro
concepto ideal, y es hoy un documento
jurídico de un contenido preciso y con
unos efectos determinados sobre los
ciudadanos y sobre los jueces.» «(...)
Toda la Constitución tiene valor norma-
tivo inmediato y directo. La vinculación
normativa de la Constitución afecta a
todos los ciudadanos y a todos los pode-
res públicos sin excepción, y no sólo al
Poder legislativo.» Estas palabras, escri-
tas por GARCÍA DE ENTERRÍA hace más de
diez años, cobran renovada actualidad
al referirlas a la aplicación de la Consti-
tución en el contencioso-administrativo
francés.

Esta obra —en cuanto a los datos ju-
risprudenciales, exhaustiva; en cuanto a
la argumentación, sin fisuras— no pre-
tende ser, simplemente, la exposición de
un problema, sino que plantea una fuer-
te toma de posición frente a la conducta
habitual del Consejo de Estado francés
—producto de técnicas hermenéuticas
ya obsoletas— de ignorar los preceptos
constitucionales como punto de referen-
cia de la validez de los actos administra-
tivos. «Los juristas franceses, formados
en la tradición de la Constitución-texto
simbólico sin valor jurídico, no pueden
hacerse a la idea de una Constitución-
regla de derecho. Y no tiene nada de
sorprendente cuando el juez administra-
tivo, especialmente, el Consejo de Esta-
do, no razona de otra forma» (pág. 11).
Se trata, en definitiva, de conseguir ha-
cer de la Constitución una norma que se
aplica en la práctica, no sólo en las rela-
ciones entre poderes, sino también en
las relaciones entre particulares.

¡Cuántas veces se ha escrito, entre la
doctrina del Derecho Público, también
francesa, sobre la estrecha vinculación
entre esta rama del Derecho Público y la
Constitución! Ya VEDEL (entre muchos
otros) afirmaba que en la norma consti-
tucional se contienen las bases del Dere-
cho Administrativo. Pero estos funda-

mentos constitucionales pueden conver-
tirse en meros flatus vocis cuando los
aplicadores del derecho ignoran la vin-
culación de la actuación administrativa
a la Constitución, en primer lugar, y
después al resto de las leyes.

Al «resto de las leyes» porque la Cons-
titución participa de esa naturaleza jurí-
dica. Es un error contraponer, respecto
de la actuación administrativa, princi-
pio de legalidad-principio de constitu-
cionalidad, como si la Constitución no
fuera Ley, como si la legalidad aludiese
a la primacía de la ley «ordinaria», igno-
rando la Constitución. Error extendido,
contra el que luchan los autores de esta
obra que, sin embargo, incurren en el
uso de esta terminología confusa: «no se
quiere ver que hoy, la noción de "princi-
pio de legalidad" es insuficiente para
constatar la realidad, puesto que se im-
pone el principio de constitucionalidad»
(pág. 10): efectivamente, además de las
normas legales, existen las constitucio-
nales y las internacionales. En este sen-
tido, la obra se dirige a demostrar cómo
el control de constitucionalidad es, sim-
plemente, «especie» del «género» con-
trol de legalidad: al Consejo de Estado
corresponde esta última función, que
exige valorar la «legalidad» de los actos
administrativos confrontándolos con la
totalidad del ordenamiento jurídico (la
Constitución y las demás normas, legis-
lativas o administrativas, sometidas je-
rárquicamente a aquélla).

El término «contencioso constitucio-
nal» que da al título de la obra hace, así,
referencia a «ios litigios surgidos de la
actividad de las Administraciones públi-
cas y resueltos por el juez administrativo
mediante la aplicación de normas cons-
titucionales». Equiparable, en los tér-
minos de esta obra, al llamado «control
de constitucionalidad de los actos admi-
nistrativos», entendiendo el concepto
«acto» en sentido amplio, como lo hace
la doctrina francesa: ahí se incluirían
todo tipo de actos emanados de autori-
dades públicas, tanto los actos sensu
stricto como los reglamentos, ya autóno-
mos, ya ejecutivos (pues el control de la
jurisdicción contenciosa alcanza a todos
ellos). Este «control de constitucionali-
dad» de los actos administrativos, que
en España comparten pacíficamente
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Tribunal Constitucional (recursos de
amparo, conflictos de competencias) y
Jurisdicción ordinaria, con algún punto
de fricción (art. 161.2 CE), corresponde
exclusivamente en Francia, en la prácti-
ca, a los jueces administrativos y de la
jurisdicción ordinaria.

II

A continuación se presenta un breve
recorrido por los contenidos de la obra.
En primer lugar, los títulos I y II vie-
nen a ser introductorios de los proble-
mas que constituyen el motivo del libro,
con un carácter expositivo, pero fuerte-
mente crítico: de una parte, la inaplica-
ción, por el Consejo de Estado, de las
normas constitucionales, que sustituye
por la aplicación de principios genera-
les del Derecho. ¿Por qué esta mutación,
cuando muchos de los principios gene-
rales invocados coinciden, en cuanto
al contenido, con normas constituciona-
les? Un posible motivo, en el orden de
la «lucha de poderes», queda esbozado:
la obligación de someterse a la interpre-
tación del Constitucional sobre el pre-
cepto invocado, que no se produce
cuando se aplican los citados «princi-
pios».

No obstante, Si bien es verdad que fal-
ta absolutamente a la lógica la existen-
cia de dos órdenes jurídicos —el de las
normas constitucionales y el de los prin-
cipios generales del Derecho—, la apli-
cación obligada de aquéllas, en vez de
éstos, no conlleva —no puede conlle-
var— la disminución del número o im-
portancia de los principios generales del
Derecho: todo lo contrario; sencillamen-
te, manifestará que están recogidos, ex-
plícita o implícitamente, por la norma
constitucional (y dotados, por ello, de
fuerza constitucional). Hay que resaltar
que en ningún momento se considera,
en esta obra, el papel informador que
deberían tener los principios generales
del derecho respecto de la totalidad del
ordenamiento jurídico (como recoge el
art. 1.4 de nuestro Ce), aunque es ver-
dad que la obra pretende poner de ma-
nifiesto la aplicabilídad directa de la
Constitución y no analizar la naturaleza

jurídica —en abstracto— de tales princi-
pios. Únicamente se hace referencia a la
posición respectiva de una u otra norma
en el sistema de fuentes, para reforzar,
si cabe, la posición privilegiada de la
Constitución.

El otro «gran problema» que se anali-
za críticamente en esta primera parte
del libro es la creencia generalizada, en-
tre la doctrina y la práctica iuspublicista
francesa, en la viabilidad general de la
llamada «teoría de la Ley pantalla», teo-
ría que justificaría la inviabilidad del
control de constitucionalidad de deter-
minados actos administrativos (p. ej.,
los reglamentos ejecutivos), en cuanto
que la ley se interpone entre éstos y la
Constitución. En efecto, en el país veci-
no se viene admitiendo que tal doctrina
es de aplicación general, cuando real-
mente es excepcional: no puede deducir-
se, de su aplicación esporádica, la pre-
sunción de la no-aplicabilidad de las
normas constitucionales como punto de
referencia de la viabilidad jurídica de
los actos administrativos. Por lo demás,
los autores sugieren algunas técnicas
—ya tradicionales— que pueden instru-
mentarse para evitar la aplicación de
esta peligrosa teoría. Todo ello ratifica
la eficacia de una institución como la
«cuestión de inconstitucionalidad» del
artículo 163 CE (a la que quizá, entre
nuestra doctrina, no se ha valorado en
su justa medida), y que viene a evitar
este tipo de problemas; se echa en falta
una institución similar en el Derecho
constitucional francés.

III

El título III, por su parte, es una expo-
sición exhaustiva, pero a la vez sintéti-
ca, de las principales decisiones del
Conseil Constitutionnel que han aplica-
do preceptos constitucionales (esto es,
incluidos en el bloque de constitucionali-
dad, que con un sentido netamente dis-
tinto al del Derecho español —art. 28
LOTC—, incluye la Declaración de los
derechos del hombre y del ciudadano de
1789, el Preámbulo de la Constitución
de 1946, la Constitución de 1958 y, fi-
nalmente, las llamadas «leyes de la Re-
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pública» en cuanto que contienen «prin-
cipios fundamentales», cuya aplicación
por el Conseil Constitutionnel es —y
debe ser, por su vaguedad— cada vez
más restrictiva). Para ello, se distinguen
los contenidos de la llamada parte orgá-
nica —instituciones, fuentes— y de la
dogmática —derechos—, y se justifica la
aplicabilidad directa de todos los pre-
ceptos constitucionales como punto de
referencia para verificar la adecuación
de la actividad administrativa al ordena-
miento jurídico.

Resulta sorprendente cómo —a pesar
de algunas coincidencias en la doctrina
aplicada— el Consejo de Estado ha lo-
grado vivir tanto tiempo al margen de la
Constitución, buscando aplicar «prin-
cipios generales del Derecho» cuando
existen textos constitucionales de una
claridad meridiana (no obstante, los au-
tores reconocen, en ocasiones, la coinci-
dencia en la doctrina de ambas institu-
ciones). La causa de que no se haya ge-
neralizado más la doctrina establecida
por el Conseil Constitutionnel es, simple-
mente, la escasez de los supuestos en los
que los administrados invocan normas
constitucionales para pedir la reforma
de un acto administrativo, la inercia de
los aplicadores del derecho (de todos,
y no sólo de los jueces). También es
verdad que prácticamente todas las
citas del Constitutionnel corresponden a
pronunciamientos del último decenio,
como consecuencia del giro copernica-
no que, después de una temporada de
dudas y vacilaciones, dio este Tribunal a
partir de la renovación parcial de febre-
ro de 1980. Únicamente, al margen de la
seria sistemática seguida en la obra, y a
mero título de ejemplo (sería imposible
intentar aludir a todos los problemas
apuntados por los autores), quiero seña-
lar dos problemas que manifiestan estas
divergencias:

a) Respecto de los «derechos de
prestación», reconocidos en el Preám-
bulo de la Constitución de 1946, subsis-
te la creencia entre los publicistas fran-
ceses (como en su día entre los españo-
les) que son principios programáticos,
sin aplicabilidad directa. El Conseil
Constitutionnel ha venido aplicándolos,
de forma directa, apelando a la llamada

reserve de dénaturation: corresponde al
legislador la ejecución de la norma pro-
gramática, pero sin desnaturalizar su al-
cance y efectos. Sin embargo, los jueces
administrativos han venido ignorando
sistemáticamente la aplicabilidad direc-
ta de estos derechos (con algunas excep-
ciones); se demuestra, no obstante, có-
mo la práctica totalidad de los «princi-
pios generales del derecho» descubier-
tos por el Consejo de Estado pueden de-
ducirse directamente del mencionado
Preámbulo.

b) Sobre ios llamados «derechos de
la defensa», vinculados a la posibilidad
de acceso a la tutela judicial: no es éste
el lugar de pormenorizar el extraordina-
rio desarrollo del derecho a la tutela ju-
dicial efectiva reconocido por el artículo
24 de nuestra Constitución (en la prácti-
ca constituye el primer motivo de im-
pugnación en vía de amparo). Pues
bien, estos derechos —reconocido su va-
lor constitucional por el Consejo Consti-
tucional— se consagraron como princi-
pios generales del Derecho por el Conse-
jo de Estado y dieron lugar, en su
momento (1945), a la corriente jurispru-
dencial de los mencionados principios,
que hoy se combate. Manifestaciones de
este derecho son, entre otras, el derecho
a una vía de recurso adecuada que per-
mita solicitar la suspensión de la ejecu-
ción del acto controvertido: la interesan-
te decisión n. 86-224 DC, de 23 de enero
de 1987, declara contraria a la Constitu-
ción una Ley que, en materia de dere-
cho de la competencia, no abría a los
administrados que hubiesen sufrido una
sanción el derecho a pedir al juez la sus-
pensión de ésta: merece la pena leer los
comentarios de Blanca LOZANO a esta
decisión (Nuevas perspectivas del Dere-
cho administrativo. Tres estudios, Cívi-
tas, Madrid, 1991, págs. 61 y ss., espe-
cialmente págs. 96-98). Otra manifesta-
ción de aquel derecho se encuentra en el
principio de contradicción, el cual, cu-
riosamente, no encuentra aplicación en
materia de sanciones fiscales, según el
Consejo de Estado, a cuya doctrina se
opone una clarísima jurisprudencia del
Constitucional que por ahora no se ha
visto aplicada por los jueces administra-
tivos.
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IV

Finalmente, el título IV contiene un
estudio sobre el valor de las decisiones
del Conseil Constitutionnel, que justifica
el carácter vinculante de las mismas so-
bre la jurisprudencia del Conseil d'Etat.
Viene a ser la cláusula de cierre —desde
un punto de vista dogmático— de las
aseveraciones contenidas a lo largo de
la exposición. Esta labor (que en Espa-
ña realizó ya varios años R. BOCANEGRA)
se mostraba imprescindible para hacer
desaparecer numerosas dudas sobre las
relaciones entre ambos órdenes jurisdic-
cionales: constitucional y contencioso-
administrativo, y para poder justificar la
prevalencia de las decisiones de aquél
sobre las de éste, sin que se trate, como
algunos temen, de una «tercera instan-
cia».

No hay ninguna duda sobre la fuerza
de cosa juzgada de las decisiones del
Constitutionnel anulando los preceptos
de una Ley contrarios a la Constitución,
y sobre su autoridad absoluta, erga om-
nes. Pero se plantean serios problemas
en referencia a su función interpretati-
va, respecto de una norma o precepto
legales; similares problemas se plantea-
ron tiempo ha en nuestro país, y cabe
recordar cómo puede fundamentarse
esta función interpretativa en una pre-
sunción de adecuación de las normas
jurídicas a la Constitución. Aunque sub-
siste el peligro de que, en la práctica, el
Tribunal ejerza una auténtica función
legislativa, en clara extralimitación
competencial. De ahí, la solución «auto-
limitativa» del Tribunal Constitucional
alemán. No obstante, en la obra se alude
a un buen número de decisiones del
Consejo de Estado que siguen, explícita-
mente, las interpretaciones del Constitu-
cional.

En concreto, este título, cuyo epígrafe
alude, de forma un poco irreal, a los po-
deres del juez administrativo (incide,
sobre todo, en los poderes del juez cons-
titucional), hace referencia, además de a
la autoridad de la «cosa juzgada» de las
decisiones (cuya efectividad se limita a
los supuestos de identidad de causa y
«similitud» —ya no identidad— de obje-
to de la decisión, y que tiene eficacia
cuando los Tribunales administrativos

—especialmente, el Consejo de Estado—
tienen que aplicar la misma norma que
ha sido objeto de control constitucio-
nal), a la autoridad de la jurisprudencia
del Conseil, que ya no es, efectivamente,
vinculante, sino que se impone «por la
fuerza de la persuasión», haciéndose no-
tar que en este aspecto subsisten algu-
nas divergencias entre la jurisprudencia
de ambos Consejos, pero son diferencias
escasas, derivadas de la aplicación de la
teoría de la Ley-pantalla; puede hablar-
se, en rigor, de una auténtica armoniza-
ción entre jurisprudencias.

La fuerte carga crítica de los dos pri-
meros títulos de la obra se va suavizan-
do progresivamente en el tercero, para
desaparecer prácticamente en el cuarto,
que constituye un intento de minimizar
los defectos de la jurisprudencia del
Consejo de Estado, a través de una ex-
posición donde se muestran las conco-
mitancias o coincidencias entre ambos
Consejos superiores, cuantitativamente
superiores a las divergencias.

Se trata, en resumen, de una obra ne-
cesaria y esperada. Necesaria en cuanto
que se dirige —movida por una preocu-
pación de pura técnica jurídica— a la
remoción de los obstáculos que los
«aplicadores del derecho», por inercia,
ponen a la aplicación efectiva de la
Constitución en el contencioso-adminis-
trativo. Y esperada, porque la Constitu-
ción francesa tiene ya treinta y cinco
años y es necesario verla aplicada, con
naturalidad, en el ámbito de lo conten-
cioso-administrativo, habida cuenta de
la estrecha vinculación Derecho admi-
nistrativo-Constitución, que debe plas-
marse no sólo a nivel de principios, sino
en la práctica del foro. En este sentido,
pone el dedo en la llaga: en la solución
de los problemas jurídico-constituciona-
les no intervienen únicamente los que
hacen las normas (ordinarias o constitu-
cionales), sino que juegan un papel cada
vez más importante los jueces (constitu-
cional y ordinario) que las interpretan y
aplican.

Un dato claro, del que parten en todo
momento los autores, es el Derecho
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constitucional comparado, cuyo conoci-
miento justifican sobradamente: no en
vano, numerosas sugerencias interpreta-
tivas que surgen al hilo de la exposición
vienen justificadas —explícita o implíci-
tamente— por la doctrina de los Tribu-
nales Constitucionales español, alemán
y, especialmente, italiano. Ni que decir
tiene que algunas de las conclusiones
que se obtienen en este estudio son ya
doctrina indudable en nuestro país, con
una tradición democrática y constitu-
cional notablemente más corta que la
francesa.

No hace mucho, GARCÍA DE ENTERRÍA
advertía sobre el peligro de anquilo-
samiento de la actuación del Consejo
de Estado francés, señalando cómo el
Consejo Constitucional había desplaza-
do a esta venerable institución «en la
vanguardia creadora de un Derecho Pú-
blico propio de este tiempo». Bien es
verdad que se aprecian algunos sínto-
mas de cambio... pero el Consejo de Es-
tado, si no asume la fuerza normativa
de la Constitución, corre el riesgo de
quedarse al margen del proceso renova-
dor del ordenamiento jurídico-público
en Francia.

Iñigo SANZ RUBIALES

Dpto. Derecho Administrativo
Universidad de Valladolid

GÓMEZ BARAHONA, Alberto: La planifica-
ción económica regional: análisis jurí-
dico (Prólogo de José Luis MARTÍNEZ
LÓPEZ-MÜÑIZ), Ed. Instituto de Estu-
dios Fiscales, Madrid, 1991, 589 págs.

1. La planificación económica regio-
nal es una realidad relativamente nove-
dosa que se está desarrollando al mar-
gen de una regulación normativa gene-
ral. Desde los estudios jurídicos de la
planificación, en los que tan pródiga fue
la década de 1960, hasta la aparición del
libro de Alberto GÓMEZ BARAHONA (Pro-
fesor Titular de Derecho Administrativo
de la Facultad de Derecho de Burgos)
las perspectivas habían sido coherentes
con un modelo centralizado. Puede de-

cirse que desde 1973, paradójicamente
desde la creación del Ministerio de la
Planificación, y más tarde con la entra-
da en vigor de la Constitución Española
(CE), la planificación dejó de interesar a
la doctrina. Fueron años en los que se
debatía prioritariamente el modelo de
Estado y, aún bajo la sombra de los paí-
ses del Este, el alcance —en abstracto—
del artículo 131.2 CE (considerado, por
algunos, como una grave claudicación
del constituyente). Sin embargo, temas
y técnicas son recurrentes. Por distintas
razones, la planificación vuelve a estar
de actualidad.

Asistimos a la proliferación y genera-
lización de planes de desarrollo (Plan
Regional de España, Plan de Reconver-
sión Regional y Social de España, Plan
de Desarrollo de Zonas Rurales, Planes
de Desarrollo Regional de las CC.AA.) de
gran importancia económica pero que
además encierran, para los juristas, una
sugerente problemática. En primer lu-
gar, porque la lectura de estos planes,
como, en general, de cualquier medida
de política regional, se ha de polarizar
desde tres ordenamientos (estatal, co-
munitario y autonómico), teniendo en
cuenta que, por esta dispersión, la pla-
nificación es (o puede ser) un marco
adecuado para lograr —en el respeto al
sistema de reparto de competencias y
división horizontal del poder (legislati-
vo, ejecutivo)— la coordinación de las
políticas regionales nacionales y comu-
nitarias con las de las CC.AA.; y, en se-
gundo lugar, porque entran en juego
otros fundamentos constitucionales (de-
rechos y libertades) con los que puede
colisionar. En efecto, a pesar de las sus-
picacias que despierta la mera alusión a
la planificación —o precisamente por
eso—, bajo ella se esconden cuestiones
de envergadura. Si bien, como advier-
te en el Prólogo el Profesor MARTÍNEZ
LÓPEZ-MUÑIZ, hay que desmitificar la
planificación que en definitiva no es
más que un instrumento de intervención
en la vida económica.

Tal vez sea oportuno resaltar, desde
estas primeras líneas, que la virtud más
notable de esta monografía, que tiene su
origen en una tesis doctoral, es una
espléndida sistemática que sitúa a la
planificación económica regional en su
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contexto jurídico actual: modelo de Es-
tado constitucional y adhesión a la Co-
munidad Europea (CEE); conflicto deri-
vado del sistema de economía de merca-
do y del imperativo constitucional de
corregir desequilibrios interterritoriales
principalmente mediante técnicas plani-
ficadoras y de política regional.

Hay una constante que encuentra su
reflejo en este esquema general de la
obra: es la convicción del autor sobre la
profunda interrelación entre el derecho
y la economía. En consecuencia, su
punto de partida es la realidad socioeco-
nómica (maneja con soltura artículos de
revistas económicas con los que nutre
extensas citas a pie de página) y el resul-
tado es un estudio jurídico pragmático y
empírico. Ser consciente de la interrela-
ción entre estas dos ciencias le permite
reconocer sin pudor que lo «jurídico» no
es más que un aspecto de la planifica-
ción. Pero un aspecto importante, por-
que para él «la eficacia, relevancia u obli-
gatoriedad de los planes dependen de las
exigencias jurídicas del proceso plartifica-
dor» (pág. 30). Por ello, BARAHONA apues-
ta por la planificación formalizada, ins-
titucional y con relevancia jurídica.

2. Abre la primera parte realizando
pertinentes precisiones semánticas: dis-
tingue entre plan, planificación, progra-
mación, planificación regional y políti-
ca regional. Todos estos términos tienen
en común que son conceptos jurídicos.
Todos evocan una misma realidad de
mayor o menor intensidad, duración y
extensión territorial: un mecanismo de
intervención o sistemas de articulación
de técnicas jurídicas de intervención
pública.

En cuanto a la naturaleza de la plani-
ficación, estima que es más que una
cuestión meramente administrativa: su
naturaleza es política. Por las distintas
modalidades que encierra, escasa defini-
ción de la normativa vigente y vastísi-
mas posibilidades de regulación del pro-
cedimiento de elaboración y porque, en
todo caso, los planes reflejan aspectos
de política económica, la planificación
encaja entre los actos de gobierno (pue-
de ser realizada entre el ejecutivo y el le-
gislativo). ¿Qué efectos tiene esta afir-
mación? Sencillamente, y en principio,

que está al margen de los controles que
el derecho prevé para los actos adminis-
trativos y está sometida únicamente a
las responsabilidades que se deriven del
orden político (ello dicho sin perjuicio,
como es lógico, de que cada uno de los
planes se desgaje en actos administrati-
vos aisladamente controlables). Sin em-
bargo, entre el maremagnum de planes
de difusos contornos jurídicos, el au-
tor destaca la planificación económica
general del artículo 131.2 CE, que se
muestra como instrumento jurídico ca-
paz de salvar los defectos de otras pla-
nificaciones de menor rigor técnico y,
sobre todo, como el mecanismo que dis-
pone la Constitución para corregir
desequilibrios interterritoriales, desde el
respeto al Estado autonómico. Más ade-
lante volverá sobre ello.

3. La segunda parte lleva el rótulo
de «Marco jurídico fundamental». Divi-
de su estudio en dos títulos: en uno de
ellos, trata las implicaciones derivadas
del modelo económico constitucional,
que posteriormente interpreta en clave
autonómica; en el otro, desciende al
análisis concreto de la política regional
de la CEE y al menos conocido, entre
nosotros, de la política regional nacio-
nal.

Apoyándose en distintas SSTC (en
particular, STC 37/81, STC 1/82 y STC
96/84) y en un sector doctrinal, rechaza
que nuestro modelo económico sea neu-
tral: la Constitución se pronuncia abier-
tamente a favor de la economía de mer-
cado. Esta declaración no implica la
proscripción de la intervención de los
poderes públicos, los que —a partir del
tenor legal del art. 128.2 CE— compar-
ten con los agentes sociales la «iniciati-
va» en la vida económica. Sin embargo,
esta «coiniciativa» que se desprende del
citado artículo 128.2 CE ha de matizar-
se, y especialmente en una monografía
cuyo objeto es un mecanismo de inter-
vención: las posibilidades públicas de
promoción económica no deben, en nin-
gún caso, traspasar la frontera del «con-
tenido esencial» de la libertad de empre-
sa (arts. 38 y 53.1 CE). Y más aún, las
medidas de fomento del desarrollo re-
gional que emprendan los poderes pú-
blicos han de ser respetuosas no sólo
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con las libertades económicas, sino tam-
bién con otros derechos fundamentales
de nuestro ordenamiento jurídico como
es la igualdad de derechos y cargas en
todo el territorio español. En cualquier
caso, el límite más importante que hoy
encuentran los poderes públicos en el
respeto al derecho subjetivo básico ga-
rantizado en el artículo 38 CE (como
uno de los fundamentos de las liberta-
des económicas, junto al derecho al tra-
bajo y a la propiedad privada) se con-
vierte en una pétrea fortaleza, la cual
provoca —y así lo expone el autor— que
una parte cada vez mayor de nuestra
doctrina (ARI.ÑÍO, LAGUNA, entre otros
muchos) vuelva, una vez superados vie-
jos prejuicios, al principio de subsidia-
riedad.

¿Cómo interpreta, en un sistema de li-
bre mercado, las referencias a la planifi-
cación recogidas por vez primera en una
Constitución española? La Constitución
se refiere específicamente a la planifica-
ción en cuanto técnica de promoción es-
tatal y competencia central (no es un lí-
mite a las libertades económicas) en los
artículos 131.2 y 149.1. El TC, tras cier-
tas vacilaciones (corregidas, desde el
«resbalón» de la STC 76/83 de la LOA-
PA, por la STC 29/86), ha restringido el
alcance del artículo 131.2 CE a la plani-
ficación general de la actividad econó-
mica y el del artículo 149.1.13.a a la ela-
boración de las bases de cualquier pla-
nificación sectorial o espacialmente
limitada. Los efectos de la distinción no
son despreciables porque si bien la pla-
nificación general del artículo 131 CE es
una opción estatal, está supeditada a las
previsiones —no vinculantes pero obli-
gatorias— de las CC.AA. (regionalismo
económico participativo). Lo que man-
tiene GÓMEZ BARAHONA es que si el ar-

tículo 131.2 CE impone, en la elabora-
ción de la planificación económica, la
presencia de las CC.AA., el Estado no
puede eludir esta exigencia constitucio-
nal mediante otras planificaciones de
menor alcance. En la práctica, el artícu-
lo 149.1.13.a está demostrando su poten-
cialidad expansiva a partir de las bases
de la planificación sectorial (concepto
material de bases del TC) e indudable-
mente la preferencia por estas planifica-
ciones sectoriales resta protagonismo a

las CC.AA., pese a que las bases supon-
gan la ejecución autonómica o, en otras
ocasiones, actuaciones autonómicas que
coordinar, y pese a que algunos planes
se aprueben en el Parlamento (caso sig-
nificativo del Plan Hidrológico Nacio-
nal, según el art. 44 Ley 29/1985, de
Aguas). De acuerdo con el autor, esta
actuación estatal generalizada y sin vi-
sos de corrección (no es previsible la
utilización de la vía del art. 131.2 CE, a
pesar de la difícil, pero ya lograda, com-
posición del CES), unida a la deficiente
política regional, que analiza más tarde,
es contraria al espíritu de la norma
constitucional.

4. Algunos iuspublicistas se quedan
en las formas. No se atreven a entrar en
el contenido, reservado —dicen— a de-
cisiones metajurídicas. Para muchos, en
aquellas cuestiones bajo las que subya-
cen opciones políticas (como es signifi-
cativamente el caso de la planificación)
la labor del Derecho se restringe a dar
una forma respetuosa con principios
constitucionales como el principio de le-
galidad (vinculación positiva de la Ad-
ministración, reserva de ley para dere-
chos fundamentales, etc.), o la partici-
pación, en su caso, de ciudadanos y
otros entes públicos. En definitiva, un
procedimiento formalizado. Para GÓMEZ
BARAHONA el derecho rebasa este nivel y,
además de procurar un procedimiento,
una forma adecuada, condiciona las op-
ciones políticas. Estas opciones políti-
cas, en materia de planificación, toman
el punto de partida de la Constitución
económica y las exigencias teleológicas
que impone (es decir, planificar para co-
rregir desequilibrios territoriales). Por
eso, afronta además del cómo planificar
el cuándo y para qué planificar. Las es-
tadísticas pueden dar buena cuenta, de
la coyuntura económica y abren intere-
santes posibilidades para evitar arbitra-
riedades políticas y determinar en qué
circunstancias se hace necesaria la pla-
nificación. Con esta finalidad interpreta
principios como la solidaridad y esboza
un tratamiento jurídico de los desequili-
brios territoriales, estudios preferidos,
en genera], por los autores.

En la planificación económica general
distingue, en un esquema nítido, entre
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la planificación como proceso y el plan
como resultado; distinción que le lleva a
postular la necesidad de una Ley del
procedimiento de planificación. Esta re-
gulación es la única vía que permitiría
dar entrada a las distintas instancias pú-
blicas y privadas que intervienen en la
actividad planificadora y garantizar for-
malmente, al menos, su carácter partici-
pativo y concertado (reclama un prota-
gonismo de las CC.AA. en el Senado y en
el CES). Asimismo serviría para poner
término al recurso abusivo y descontro-
lado a mecanismos cuya finalidad decla-
rada es igualmente el desarrollo regio-
nal. Es ésta una de sus propuestas más
osadas: una ley general de planificación.
Puesto que la planificación es necesaria,
hay que dotarla de un marco jurídico
fundamental y básico que permita tanto
a ciudadanos como a poderes públicos
conocer los objetivos y medios de la pla-
nificación.

Es cierto que no cuestiona la operati-
vidad de las técnicas de política regional
o planificadoras, pero la realidad de la
integración comunitaria y la obligación
impuesta de realizar planes de desarro-
llo regional sirven de contrapeso a este
comentario. Además, ahí se encuentra la
razón de mayor actualidad del trabajo.

5. Entiende GÓMEZ BARAHONA que se
ha demostrado suficientemente que la
planificación está al margen de los fenó-
menos de descentralización política:
afirmación que apoya en el estudio de
derecho comparado que hace en la pri-
mera parte. En Francia, la planificación
regional —pese al proceso paulatino de
transformación jurídica de las regiones
(región funcional sin personalidad jurí-
dica, región établissement public (1972)
y, por último, región collectivité territo-
rial, en 1982) y su ejecución mediante
los contratos de plan— no está descen-
tralizada. Como tampoco lo está en Ita-
lia, de cuya experiencia destaca la pro-
gresiva recuperación del protagonismo
del Estado gracias a las medidas de pla-
nificación sectorial. Sin embargo, nues-
tra Constitución, al proclamar la auto-
nomía (art. 2), exige una planificación
descentralizada aunque no incompatible
con unos criterios uniformadores, que
se determinan desde los principios de

orden económico (principalmente para
garantizar que los derechos de los ciu-
dadanos sean básicamente los mismos
en cualquier parte del territorio nacio-
nal, la unidad de mercado y la unidad
de política económica). Desde estos pre-
supuestos y desde el campo libre que
deja el contenido de los artículos 131.2
y 149.1.13.a CE, estudia la Cláusula de
Estado Autonómico, las competencias de
desarrollo económico de las CC.AA. y
las relaciones entre éstas y el Estado.

El carácter abierto del Título VIII de
la Constitución y, por tanto, las posi-
bilidades de diseñar un Estado de las
Autonomías «a la carta», teóricamente
permitía que no todas las CC.AA. asu-
mieran competencias de desarrollo
económico regional. Como ya se ha
puesto sobradamente de manifiesto,
esta libertad de configuración autonó-
mica se quedó en agua de borrajas, en
primer término, por los restos de la
LOAPA y, después, por los últimos Pac-
tos Autonómicos. Hay autonomías de
primera y de segunda, pero desgraciada-
mente la raíz de esta distinción no se
halla ni en la Constitución ni en el con-
tenido de cada uno de los diecisiete Es-
tatutos de Autonomía. Y en lo que se re-
fiere a la planificación económica regio-
nal, independientemente de la falta de
referencia en la Constitución y de los tí-
tulos estatutarios, todas las CC.AA. tie-
nen competencia, por tratarse de una
competencia implícita en la autonomía
política o en el autogobierno, o en el fo-
mento del desarrollo económico de la
Comunidad Autónoma (art. 148.1.13.a

CE).
Tras el estudio de la dimensión estáti-

ca de las relaciones entre el Estado y las
CC.AA. entra en la tensión dinámica de
esas relaciones que son por esencia con-
flictivas. Explícitamente entiende que
nos acercamos —y es opinión mayorita-
ria entre políticos de toda tendencia—
a los modelos de «federalismo coopera-
tivo», concepción equivocada porque
—como señaló LÓPEZ GUERRA— nos fal-
tan los presupuestos de partida: un mode-
lo organizativo verdaderamente descen-
tralizado, distinto del existente donde
impera la desconexión entre duplicadas
estructuras organizativas autonómicas y
estatales y las competencias efectiva-
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mente asumidas. No obstante, puesto
que Estado y CC.AA. están dispuestos a
ejercer sus competencias, se impone —
utilizando una de las palabras favoritas
del autor— el examen de la «ineludible»
colaboración. Se aparta de las tesis más
sencillas que distinguen entre la coordi-
nación y la cooperación en función de
que sean o no relaciones entre iguales y
se detiene en la colaboración, en la co-
ordinación y en la cooperación: «el con-
cepto coordinación hace referencia a la
potestad o competencia exclusiva estatal
para ordenar e integrar el proceso planifi-
cador y la colaboración se muestra como
un "deber general" de los poderes públi-
cos; la cooperación afecta al modo de
ejercicio de las competencias planificado-
ras teniendo en cuenta los objetivos co-
munes a alcanzar por los poderes públi-
cos independientemente de que cada uno
conserve sus potestades propias de deci-
sión» (pág. 262).

La utilidad de estas páginas, a pesar
de la ostensible reducción de la conflic-
tividad competencial, es manifiesta, so-
bre todo cuando el autor defiende una
planificación económica regional y glo-
bal que pueda poner freno a los excesos
de las planificaciones de cada uno de los
Departamentos Ministeriales. Es una so-
lución distinta que hace que el autor
nade contra la corriente centralista ac-
tual a la que ha llevado la irracionalidad
del sistema autonómico.

6. Antes del cierre de esta segunda
parte, estudia los condicionamientos co-
munitarios y estatales de los planes re-
gionales: la compleja Política regional
comunitaria y la relevancia jurfdico-ad-
ministrativa de la adhesión a la CEE
para las CC.AA. y la Política regional na-
cional. Destaca cómo la consecución del
mercado interior pasa por restringir la
actuación de los poderes públicos a que
sean garantes del orden público econó-
mico, del ejercicio pleno de las liberta-
des económicas y del más absoluto de
los respetos a la libre competencia. En
definitiva, por la aplicación de la dimen-
sión no sólo territorial del principio de
subsidiariedad (que sean competentes
los organismos más cercanos al ciu-
dadano) sino también económica. Por
todo ello, la CEE fuerza a una «pérdida

progresiva de protagonismo» estatal que
exige la revisión de muchas de las cons-
trucciones teóricas del sistema derivado
de la economía social de mercado.

Demuestra que la programación, la
planificación, ha sido una constante de
la política regional comunitaria y el eje
en torno al cual giran sus instrumentos
de intervención. Tendencia que se acen-
túa desde la reforma de los fondos es-
tructurales de 1988 (Reglamento del
Consejo 2052/88). Esta reforma persigue
cómo hacer reales los principios de
complementariedad de la actuación co-
munitaria con la interna, de coopera-
ción y de coordinación. De todo ello tra-
ta GÓMEZ BARAHONÁ, encontrando, en un
rasgo característico de su estilo, el equi-
librio entre los aspectos descriptivos y
dogmáticos. La reforma de 1988 —y el
acceso al fondo de cohesión mantiene
estos criterios—, en primer término,
hace de la programación el instrumen-
to básico y, en segundo lugar, otorga
mayor derecho de participación a las
CC.AA. (no exige que el Estado elabore
los planes; sólo debe presentarlos). Pue-
de afirmarse, sin duda, quería CEE fo-
menta y refuerza el ejercicio de las com-
petencias planificadoras por parte de las
regiones, y aún más si se considera
cómo aspectos de otras políticas comu-
nes tienden a regionalizarse (el caso de
la Política agrícola o de la Política me-
dioambiental).

7. Una vez realizado este análisis ya
se encuentra en condiciones de sentar
las premisas básicas de la Política regio-
nal estatal, sus fundamentos e instru-
mentos, entre los que se encuentra la
planificación económica regional. En
efecto, una cosa es ia política regional y
otra la planificación económica regio-
nal. Ambas son necesarias para cumplir
los dictados de la Constitución Española
y facilitar la convergencia europea; ar-
gumentos que apoya con el resumen, en
unas páginas, de la literatura económica
sobre desequilibrios estructurales. Has-
ta aquí lo que denomina el presupuesto
fáctico. A partir de ese momento, el au-
tor salta del plano descriptivo (de las
montañas de datos de los Boletines Ofi-
ciales y prensa económica) a la determi-
nación de los principios jurídicos de la
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política regional estatal. Puede que se
conozca el alcance en aislado de cada
uno de los elementos o fragmentos de la
política regional nacional, pero el estu-
dio sistemático de cada uno de ellos
resulta esclarecedor y justifica que
concluya que, «desde una vertiente nor-
mativa, es una realidad escasamente
desarrollada, carente de coordinación,
con amplias lagunas» (pág. 385). Intere-
sa ahora destacar sus críticas más agu-
das.

Comienza por la Ley Orgánica de Fi-
nanciación de las CC.AA. Ley, que, a pe-
sar de sus ampulosas declaraciones refe-
ridas al principio de solidaridad, no está
diseñada para la corrección de los dese-
quilibrios, y menos aún si se considera
que la financiación depende de las com-
petencias efectivamente asumidas por
cada Comunidad Autónoma. Por cierto
que, desde esta perspectiva, la cesión
del 15 por 100 del IRPF, que ahora se
plantea, supone incidir en la misma lí-
nea. Tampoco la Ley 29/1990, regulado-
ra del Fondo de Compensación Interte-
rrítorial (art. 158.2 CE), hace de éste un
instrumento de solidaridad. Aparente-
mente, su destino es financiar las políti-
cas regionales autonómicas y, en con-
creto, actuaciones de desarrollo regional
en CC.AA. clasificadas como «regiones
objetivo 1» según el Reglamento (CEE)
2052/88. Este bienintencionado propósi-
to puede ceder ante la coyuntura econó-
mica de cada año, puesto que las leyes
de presupuestos están habilitadas para
aplicar el FCI a otros objetivos. Critica
que la adscripción de fondos a cada Co-
munidad Autónoma se condicione a los
acuerdos a los que pueda llegar la Admi-
nistración central y la Administración
de las CC.AA. en el Comité de Inversio-
nes Públicas, acuerdos desvinculados de
los pdr o de las políticas inversoras de
las CC.AA. En la práctica, la necesidad
del acuerdo implica una tutela del Esta-
do respecto de las inversiones autonó-
micas cofinanciadas por el FCI.

Es especialmente duro con la política
de reconversión y reindustrialización y
con la Ley 50/1985, de Incentivos Regio-
nales. La única virtud que reconoce a
esta última es la de servir para ensam-
blar las políticas ministeriales de inver-
siones espacialmente localizadas. Su

gran defecto es su estrecho ámbito de
aplicación: sólo sirve para las inversio-
nes estatales y no para las de cualquier
otra instancia pública. Deslegaliza as-
pectos como zonas promocionales o sec-
tores prioritarios y si, para GÓMEZ BARA-
HONA, esta deslegalización es excesiva es
por dejar en manos del Gobierno cues-
tiones que si hubieran sido reguladas
conforme al procedimiento del artículo
131.2 CE, no habría sido burlada la par-
ticipación de las CC.AA. Sobre este tema
ha vuelto el autor en un reciente artícu-
lo (La legislación sobre incentivos econó-
micos regionales, «REALA», núms. 255-
256 [1992], págs. 777-811).

8. La tercera y última parte es la
«Conformación jurídica de la planifica-
ción económica regional», distinta de la
política territorial estatal, pero también
coordinada por el Estado. Puesto que se
trata de realidades distintas, las políti-
cas de planificación llevadas a término
por las CC.AA. podrían suavizar algunas
de las deficiencias, ya apuntadas, de la
política regional estatal (en España no
cabe hablar de planificación regional
sino sólo de cierta política regional en
los planes). Para que ello fuera posible,
y con base en el principio comunitario
de complementariedad financiera, el Es-
tado —entiende el autor— debería asu-
mir su papel de «coordinador». Esta co-
ordinación debe manifestarse tanto en la
estructura organizativa como en la defi-
nición de una verdadera metodología co-
mún, que hasta ahora no ha sido más
que un «escuálido método de trabajo».

El remate es la visión de la planifica-
ción económica regional en los ordena-
mientos autonómicos. Aquí no se trata
tanto de un estudio de lo que hay, como
de lo que debería ser. Como a lo largo
de toda la obra, llama la atención el rea-
lismo con que el autor destaca la diso-
ciación del modelo teórico constitucio-
nal y el modelo real. No se pronuncia
por unos procedimientos con preferen-
cia sobre otros. Lo que tienen en común
estas políticas practicadas por las regio-
nes es que carecen de fuerza de obligar
para las administraciones de las CC.AA.
La comunitarización de las políticas re-
gionales complica los procedimientos
sin que se mejoren los resultados.
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Por último —y para un de lege fe-
renda— vuelve a recalar en el fondo de
su tesis: la defensa del procedimiento de
planificación económica general. Ahora
se detiene en la aprobación, ejecución,
seguimiento y control. El afán del autor
por desmigar todas las posibilidades de
la planificación económica regional le
lleva, en ocasiones, a reiterar algunas
de sus ideas principales. Lejos de qui-
tar méritos a esta voluminosa obra, re-
dunda en el análisis exhaustivo, pero
sobre todo rotundo, de un tema que
agota.

Isabel CARO-PATÓN CARMONA

Dpto. Derecho Administrativo
Universidad de Valladolid

GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús, y GONZÁLEZ NA-

VARRO, Francisco: Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y Proce-
dimiento Administrativo Común (Ley
30/1992, de 26 de noviembre), Ed. Cí-
vitas, Madrid, 1993, 1.639 págs.

I

No resulta nada fácil, desde luego,
realizar una recensión a una obra como
la recientemente escrita por los profeso-
res Jesús GONZÁLEZ PÉREZ y Francisco
GONZÁLEZ NAVARRO. La tarea no es senci-
lla, no ya por el volumen de la obra (son
1.401 páginas de texto, además de los
interesantes y completos apéndices le-
gislativos) ni tan siquiera por su natura-
leza o carácter, ya que se trata de unos
completos comentarios, si no artículo
por artículo, sí de cada uno de los títu-
los, capítulos y secciones en que se halla
estructurada la Ley, de un análisis por-
menorizado y detallado de cuantas cues-
tiones se hallan reguladas en la Ley de
Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y Procedimiento Adminis-
trativo Común (en adelante, LRJPA, co-
mo abreviadamente la designan los
autores), sino por la multiplicidad de te-
mas y asuntos que se estudian y sobre
los que reflexionan, que van desde el
concepto mismo de Administración pú-

blica o el de la personalidad jurídica del
Estado o de la Administración hasta la
responsabilidad de la misma y de sus
servidores, pasando por los problemas
de la organización administrativa y sus
técnicas, los siempre sugerentes y capi-
tales temas del acto administrativo, del
procedimiento administrativo o, los me-
nos tratados por la doctrina, de las len-
guas en el procedimiento, el uso de la
informática en este campo, etc. De, casi,
un compendio de temas de la parte ge-
neral de Derecho administrativo podría
calificarse, sin exageración, la obra ob-
jeto de la presente recensión. La mera
lectura de su extenso índice demuestra
cuanto decimos.

Por lo expuesto, no cabe extenderse
aquí más allá de apuntar y destacar al-
gunas de las cuestiones más sobre-
salientes, a juicio de quien esto escribe,
de las muchas que son tratadas con
profundidad y rigor en la presente obra.
Y a dar una impresión general de su to-
talidad. A ofrecer al lector una redu-
cida síntesis de lo que contienen sus pá-
ginas.

Los autores de este Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y Proce-
dimiento Administrativo Común (Ley
30/1992, de 26 de noviembre) no preci-
san a estas alturas de ninguna presenta-
ción. Su obra, su quehacer docente e in-
vestigador es perfectamente conocido
no ya por los que hemos hecho del Dere-
cho administrativo nuestra profesión,
sino por todos aquellos que de una u
otra manera se han relacionado activa-
mente con el mundo de la Administra-
ción pública y del Derecho. No es nece-
sario que recordemos los siempre útiles
Comentarios a la Ley de Procedimiento
Administrativo o a la Ley de la Jurisdic-
ción Contencioso-Administrativa del
profesor GONZÁLEZ PÉREZ O los relevan-
tes trabajos sobre el procedimiento ad-
ministrativo o el manual del profesor
GONZÁLEZ NAVARRO, por sólo citar unos
ejemplos que rápidamente acuden a
nuestra memoria. Seguramente estos
dos catedráticos de Derecho administra-
tivo no sólo han coordinado sus esfuer-
zos para producir este trabajo por la
amistad que los une, sino porque se han
conjuntado dos expertos en las materias
trabajadas en este magnífico tomo.
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II

Como acabamos de manifestar en lí-
neas precedentes, son muy numerosos y
muy diferentes los temas expuestos en
esta obra. Se trata —ya lo hemos di-
cho— de unos extensos comentarios de
la LRJPA. Y más que unos comentarios,
nos vamos a encontrar con un estudio
minucioso de muchas, importantes e in-
teresantes cuestiones, todas ellas de ple-
na actualidad con el dictado de esta Ley.

La Introducción que precede al traba-
jo de los profesores GONZÁLEZ PÉREZ y
GONZÁLEZ NAVARRO es ilustrativa de lo
que el lector va a encontrar a lo largo
de esas más de mil cuatrocientas pá-
ginas. En ella se encuentran tratadas,
quizás, las más relevantes aportaciones
de la nueva Ley. Y, también, la crítica
más importante que se puede hacer a la
LRJPA, es decir, que no representa nin-
gún avance con respecto a la situación
anterior; es más, que las garantías y de-
fensas de los ciudadanos se ven debilita-
das, por utilizar un término empleado
por los autores.

Partiendo de la exposición y recorda-
torio, en algunos casos, de una serie de
nociones generales: vía administrativa,
procedimiento administrativo, procedi-
miento administrativo común, grupo
normativo regulador del procedimiento
administrativo antes y después de la
promulgación de esta Ley, etc., los auto-
res pasan después a estudiar y explicar
cada uno de los títulos que componen la
Ley, con oportunísimas referencias al
régimen jurídico que se abandona.

Así, el difícil tema de la naturaleza de
la Ley, sobre el que se resalta que lo
único claro es su carácter de Ley básica,
aunque no se hagan constar —y, por
ello, lo critican— los preceptos que ten-
gan tal carácter, lo que indudablemente
producirá conflictos con las Administra-
ciones autonómicas. O su ámbito de
aplicación tanto subjetivo —tratando su
incidencia en las distintas Administra-
ciones públicas y resaltando los proble-
mas que se presentarán— como tempo-
ral, analizando —destaquémoslo— las
nada fáciles de entender disposiciones
derogatoria, final y, sobre todo, transi-
toria segunda, relativa, como es de to-
dos conocido, al régimen transitorio de

los procedimientos, y que, desde el pri-
mer momento, han motivado interpreta-
ciones y soluciones diversas por parte
de las distintas Administraciones públi-
cas. Los principios de la actuación ad-
ministrativa, con especial referencia al
nunca bien comprendido principio de
coordinación y el tema de la personali-
dad jurídica de las Administraciones pú-
blicas, son también cuestiones que se
analizan con inteligencia y claridad en
la presente obra.

Merece que destaquemos, asimismo,
el tratamiento dado a los preceptos de la
Ley dedicados al tema de las relaciones
entre las Administraciones públicas,
donde se analiza —fundamentalmente,
aunque no de modo exclusivo— las rela-
ciones Administración del Estado-Admi-
nistraciones autonómicas, resaltando el
llamado por la doctrina «Federalismo
de ejecución» y analizándose la reciente
propuesta de reforma administrativa
que, abreviadamente, se designa con la
expresión Administración única, mani-
festándose partidarios de la misma y de-
clarando su coherencia con el sistema
constitucional español.

El régimen jurídico de los órganos ad-
ministrativos con escasas novedades; los
principios y las técnicas de organización
administrativa, entre las que destaca-
mos por lo que de novedosa pueda tener
en una Ley de este tipo la encomienda
de gestión; el título dedicado a los inte-
resados en el procedimiento administra-
tivo; la actividad de las Administracio-
nes públicas regulada en el Título IV de
la Ley, al que acertadamente califican
de desordenado cajón de sastre legislati-
vo; toda la rica y abundante problemáti-
ca del acto administrativo; los procedi-
mientos administrativos; la revisión de
los actos con especial hincapié en el
tema de los recursos administrativos; la
potestad sancionadora y el problema de
la ausencia de procedimiento adminis-
trativo sancionador y la responsabilidad
de las Administraciones públicas son,
por sólo citarlas por sus epígrafes gene-
rales, otras tantas grandes cuestiones
abordadas con profundidad por la plu-
ma y la reflexión de estos autores.

En definitiva, son tantos los temas
con que el lector se va a encontrar, tan
amplia y profundamente expuestos, que
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un tratamiento de cada uno de ellos, por
muy sucinto que fuera, desbordaría los
límites razonables de una recensión que
lo único que pretende es dar cuenta al
lector de la REVISTA de la publicación de
la obra y aconsejarle vivamente su lectu-
ra y su consulta.

III

Ya desde las páginas introductorias
de su trabajo, los autores manifiestan
con rotundidad y claridad cuál es su
pensamiento y opinión, su posición so-
bre una de las Leyes que, pienso, nadie
puede dudar en calificar de más tras-
cendentales para los ciudadanos desde
la promulgación de la vigente Constitu-
ción de 1978. En esta Ley 30/1992, de 26
de noviembre, aprobada casi de «tapadi-
llo» y sin discusión y debate, no ya pú-
blico, sino ni siquiera entre los profesio-
nales del Derecho, y casi también sin
debate parlamentario (recuérdese que
fue aprobada por la Comisión corres-
pondiente con competencia legislativa
plena como si se tratara de una norma
meramente técnica poco interesante
para los representantes del pueblo), se
encuentran en gran medida las garan-
tías de los administrados frente al actuar
de la Administración pública o de las
Administraciones públicas como gusta
de decir la Ley y, desde luego, resulta
mucho más correcto hablar después del
texto constitucional y de la organización
territorial del Estado en él establecida.

Pues bien, esas garantías y derechos
de los ciudadanos en esta nueva regula-
ción, como bien pronto afirman los au-
tores y a lo largo de las páginas de esta
obra prueban con contundencia, más
que reforzadas y ampliadas, resultan de-
bilitadas y reducidas. En efecto, simple-
mente desde las cuatro perspectivas que
se analizan en la Introducción (acceso
al procedimiento administrativo, garan-
tías en el procedimiento, terminación
del procedimiento administrativo y el
procedimiento como obstáculo a la tute-
la judicial efectiva) queda plenamente
acreditada para el lector Ja afirmación
que los dos catedráticos han realizado
en las primeras páginas de este trabajo
y desarrollan con toda coherencia. Pero,

a través de las múltiples restantes pági-
nas y casi en cada técnica y fase concre-
ta, los autores van comprobando que
apenas nada se ha avanzado en la defen-
sa y protección de las garantías y dere-
chos de los administrados; en definitiva,
en la consolidación y reforzamiento del
Estado de Derecho proclamado, como
de todos es sabido, en e] artículo 1.1 de
nuestra Carta Magna. Como se dice en
mi tierra: «para este viaje no se necesi-
taban estas alforjas». Desde luego, ésta
es una de las características más acusa-
das de esta Ley y que los autores van de-
nunciando a cada momento en esta
obra.

No es de extrañar, por ello, que el tex-
to del trabajo de los profesores
GONZÁLEZ PÉREZ y GONZÁLEZ NAVARRO,
pese al talante explicativo y constructivo
que parece haberlos animado a la hora
de escribir sobre esta Ley, para extraer
cuanto de bueno pueda haber en ella,
esté plagado de calificativos negativos (y
algunos muy duros) para este producto
del Poder Legislativo, hasta el punto de
manifestar antes de la página 100 de la
obra que «lo único que hay que desear
—y pedir, y exigir, y luchar por ello— es
su pronta modificación parcial, a fin de
suprimir lo que hay en ella de erróneo o
de pernicioso, añadiendo además aque-
llas reformas que venía demandando la
doctrina»; uniéndose de este modo a las
voces alzadas por otros maestros del De-
recho administrativo como el mismo
profesor GARCIA DE ENTERRÍA, quien es
citado a pie de página en este sentido.

Resulta evidente, en mi opinión, des-
pués de haberse leído y estudiado con
detenimiento la LRJPA, y más después
de haber leído y reflexionado sobre el
trabajo llevado a cabo por estos ilustres
administrativistas, que sólo razones po-
líticas han podido impulsar al Legisla-
dor a derogar, casi en su totalidad, la
vieja Ley de Procedimiento Administra-
tivo de 1958 y sustituirla por esta —im-
perfecta por muchas razones brillante-
mente expuestas en la obra— Ley
30/1992, que, como denuncian los profe-
sores GONZÁLEZ PÉREZ y GONZÁLEZ NAVA
RJRO, no va a hacer sino introducir con-
fusionismo (y hasta situaciones caóti-
cas, si se me permite utilizar este
término tan fuerte) tanto en las propias
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Administraciones públicas como entre
sus servidores y entre los ciudadanos, al
servicio de los cuales, se supone, ha sido
dictada esta importante Ley (el \ector, a
buen seguro, ya tendrá conocimiento de
ellas). Las disposiciones transitorias, so-
bre todo la referente a la entrada en vi-
gor de los procedimientos administrati-
vos, es un ejemplo claro del confusionis-
mo introducido, confusionismo que,
como se destaca en la obra, está en los
mismos redactores de esta Ley.

De otro lado, resulta también meridia-
namente claro, como van señalando de
modo reiterado los autores, que las no-
vedades introducidas en la Ley no son
ni mucho menos tales o, mejor dicho,
no se las puede otorgar tal carácter. La
mayoría de ellas no son sino plasmación
en un texto normativo de criterios juris-
prudenciales absolutamente consolida-
dos y que constituían el normal actuar
administrativo. El tema de la suspen-
sión de los actos administrativos, por
sólo citar un ejemplo, es claro exponen-
te de lo que manifiestan los autores. En
efecto, en la nueva regulación que se
hace de la suspensión no se hace sino
incluir los parámetros, los criterios con
que los tribunales de lo contencioso-ad-
ministrativo venían otorgando esta me-
dida cautelar. Que esto es un avance na-
die lo pone en duda, pero frente a lo que
viene demandando insistentemente la
doctrina no constituye sino llevar a un
texto legislativo algo que ya está por to-
dos, prácticamente, superado.

Expuesto esto, no queda sino que, al
igual que hacen los autores, confronte-
mos estas críticas, que no son todas las
que los profesores realizan, con alguna
de las regulaciones que se hacen en la
nueva Ley y que han sido tratadas con
extensión en esta obra. Me referiré tan
sólo a una cuestión que, probablemente,
no sea ni mucho menos la más impor-
tante, pero sí paradigmática porque de
ella se ha pretendido hacer bandera por
los redactores de la Ley de su bondad y
del nuevo concepto de relaciones Admi-
nistración-ciudadano que decía sentar
esta Ley. Me refiero, claro es, al tema
del silencio administrativo. Muchas
otras cuestiones, y quizás con más en-
jundia, pudieran ser tratadas aquí para
dar cuenta del trabajo llevado a cabo

por los profesores GONZÁLEZ PÉREZ y

GONZÁLEZ NAVARRO. Pero me parece que
con el tratamiento de esta cuestión el
lector podrá darse cuenta de la rigurosi-
dad y exactitud de la obra objeto de esta
recensión.

rv
Uno de los aspectos más llamativos de

la Ley, como dicen los profesores
GONZÁLEZ PÉREZ y GONZÁLEZ NAVARRO,

es, sin duda alguna, la nueva regulación
del silencio administrativo. En efecto,
como acabamos de indicar, los redacto-
res de la Ley han hecho bandera de esta
cuestión hasta el punto de que la hemos
podido ver anunciada como titular en
los periódicos de difusión nacional
cuando se ha dado a conocer al gran pú-
blico la aprobación de la Ley. Pero no es
esto lo que nos interesa, sino resaltar
que la propia Exposición de Motivos la
considera una de las más importantes y
principales novedades de la Ley al mani-
festar lo siguiente: «La Ley introduce un
nuevo concepto sobre la relación de la
Administración con el ciudadano, supe-
rando la doctrina del silencio adminis-
trativo. Se podría decir que esta Ley es-
tablece el silencio administrativo positi-
vo cambiando nuestra norma tradi-
cional. No sería exacto...»

Pues bien, como escriben los autores,
nadie puede dudar que la Ley aporta
novedades en este tema; que el fun-
cionamiento de la institución se verá
afectado; que el problema que motiva
esta reforma es real (la doctrina ad-
ministrativista lleva largo tiempo de-
nunciándolo) y que, por tanto, es nece-
sario encontrar una solución. Ahora
bien, como continúan diciendo, que la
solución seguida por el legislador sea la
acertada eso ya es harina de otro costal.

Así es, no está nada claro qué quiere
decir el Legislador con eso de «superar
la doctrina del silencio administrativo».
Hacen muy bien, en mi criterio, los pro-
fesores GONZÁLEZ PÉREZ y GONZÁLEZ NA-

VARRO, en recordarnos a todos la natura-
leza del silencio, esto es, que se trata de
una ficción jurídica y no de una presun-
ción legal. Lo que sí resulta claro de la
regulación que de esta figura se hace es
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que al desprecio hacia el interesado que
suponía el no resolverle se añade ahora
la burla de decirle que no se le responde
y que esta reforma va a originar una
balcanización de nuestro Derecho admi-
nistrativo. Así las cosas, tienen toda la
razón los autores cuando dicen sobre
esta cuestión que la reforma empieza a
parecemos una broma pesada, califica-
ción que a mí se me antoja ciertamente
generosa.

La deslegalización que hace la Dispo-
sición adicional tercera de toda la regu-
lación sobre el procedimiento adminis-
trativo y, en lo que ahora interesa, del
silencio administrativo, nos lleva, como
de manera muy certera dicen los auto-
res, a la situación anterior a la vieja Ley
de Procedimiento Administrativo de
1958. Prácticamente todo lo conseguido
desde ese tiempo en esta materia parece
ahora desvanecerse, porque va a ser
cada Administración pública la que se-
ñale los efectos del silencio administra-
tivo en cada procedimiento, con las sal-
vedades establecidas en ef apartado 2.°
del artículo 43 de la Ley. No resulta ne-
cesario ser profeta o adivino, como
quieran, para asegurar que la inmensa
mayoría tendrán efectos negativos.
¿Dónde está, por tanto, ese nuevo con-
cepto sobre la relación de la Administra-
ción con el ciudadano?

Los calificativos que otorgan los auto-
res a esta nueva regulación del silencio
administrativo pudieran parecer, a pri-
mera vista, muy duros. Como hemos
visto, hablan de «broma pesada», de
«despotismo de la Administración», de
«balcanización del Derecho administra-
tivo», etc. Pero, después de leer las inte-
resantes páginas que los autores dedi-
can a esta cuestión, nos parecen más
que apropiados y correctamente justifi-
cados, en modo alguno gratuitos; si aca-
so, como hemos indicado, generosos
para con los redactores de la Ley.

Con esta regulación no se resuelve, ni
mucho menos, el problema. Antes bien,
ahora se añade la burla al administrado
de certificarle, por quien además tenía
la obligación de resolver, que no se le ha
contestado, ni se le piensa contestar, fal-
taría decir.

¿Dónde está el avance? ¿Dónde ese
nuevo concepto de relación? ¿Dónde la

defensa del administrado? Quien esto
escribe no lo ha encontrado. Pero, lo
que resulta más importante, estos dos
prestigiosos administrativistas no sólo
no lo han hallado, sino que nos demues-
tran, con su impecable argumentación,
justamente lo contrario. Quizás ese pro-
greso esté solamente en el consciente
del redactor de la Ley.

Pues bien, muchos otros ejemplos ex-
traídos de lo escrito por los dos catedrá-
ticos pudieran traerse a colación aquí
para justificar las críticas generales y
concretas que ambos realizan a los dis-
tintos preceptos de la nueva Ley; críti-
cas, por cierto, que son lugar común en
la doctrina. Pero considero que estos
apuntes son suficientemente demostra-
tivos de lo que el lector se va a encon-
trar en las páginas de esta obra.

Por último, no me resta sino dar
cuenta de la abundancia de citas doctri-
nales y jurisprudenciales en las que los
autores basan muchos de los argumen-
tos expuestos, expresión de la rigurosi-
dad científica con que la obra ha sido
escrita; así como del estilo directo y
templado utilizado. No es esta obra, ni
mucho menos, un comentario apresura-
do de una reciente Ley, sino, por el con-
trario, el fruto del saber y de la expe-
riencia acumulados de los autores en
sus años de dedicación al estudio del
Derecho administrativo. Sus anteriores
trabajos lo avalan.

En resumen, nos encontramos ante
una obra bien hecha, ejemplo del bien
hacer de los profesores GONZÁLEZ PÉREZ
y GONZÁLEZ NAVARRO. SU lectura es obli-
gada para tratar de entender muchas
de las regulaciones contenidas en la
LRJPA. Del mismo modo, resulta igual-
mente obligada su permanente consulta
por parte de todos aquellos que, por una
u otra razón, nos enfrentamos con las
cuestiones del Derecho administrativo.
Desde las páginas que me brinda esta
REVISTA lo aconsejo vivamente.

Antonio CALONGE VELÁZOUEZ

Profesor Titular
de Derecho Administrativo
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JIMÉNEZ ASENSIO, Rafael, y MESA DEL
OLMO, Adela: La libre designación en la
Función Pública Vasca, Ed. Instituto
Manu Robles-Arangiz, Bilbao-Donos-
tia, 1993, 102 págs.

Resulta consolador poder dar noticia
de un nuevo libro sobre funcionarios y
que, además, es excelente no obstante
su brevedad o quizás precisamente por
ella. Los autores son profesores de la
Universidad del País Vasco a quienes
han atraído desde siempre las cuestio-
nes de la Función Pública, con publica-
ciones muy acreditadas en este terreno
(aunque no sólo en él), y que ahora se
han juntado para estudiar la figura de la
libre designación desde una perspectiva
inédita: el análisis empírico.

1. El sistema de libre designación se
ha practicado siempre en España pe-
ro de una manera vergonzante. Quiere
esto decir que se practicaba en efecto,
y de manera consciente y muy extendi-
da, pero que, al tiempo, se consideraba
por quienes así obraban como algo ver-
gonzoso que en ningún caso convenía
airear. La libre designación venía a ser
tratada, pues, como un «pecado necesa-
rio», como un abuso inevitable, que la
opinión pública y los propios funciona-
rios han denunciado siempre con indig-
nación. Tan es así que la generalización
del sistema ha sido utilizada como ban-
dera permanente de crítica y en ocasio-
nes los Poderes públicos han declarado
oficialmente un propósito de enmienda,
de ordinario nunca cumplido, pero que
manifestaba muy a las claras la mala
conciencia de quienes lo practicaban.

Esto es cosa sabida; pero lo que no se
ha sabido nunca, en cambio, es el alcan-
ce exacto de la indicada práctica: igno-
rancia que provoca necesariamente una
cierta (aunque libre de culpa) frivolidad
en las discusiones. Porque hasta ahora
nunca se ha sabido de cierto si es real la
denunciada gravedad de la situación.

Los autores del libro recensionado
han venido a aclarar esta duda, aunque
sea en el reducido ámbito de la Función
Pública Vasca y, más concretamente, de
la Administración de la Comunidad Au-
tónoma, de las tres Diputaciones Fora-
les y del Ayuntamiento de Bilbao. La

muestra es, por desgracia, harto reduci-
da y de arriesgada traspolación; pero,
con todas sus limitaciones, asombrosa-
mente iluminadora: muchas afirmacio-
nes convencionales se han venido abajo
mientras otras se han confirmado plena-
mente. Pero ahora ya lo sabemos con
datos seguros en la mano; lo que no es
corriente ni en los estudios jurídicos ni
en los de polémica política. Para com-
probar lo que se está diciendo basta lan-
zar una ojeada sobre la Tabla primera
de resumen de los resultados del análi-
sis empírico: Administración Vasca: 234
puestos de libre designación, que repre-
sentan el 5,1 por 100 del total de funcio-
narios; Diputación de Álava: 71, 7,8 por
100; Diputación de Vizcaya: 111, 4,5 por
100; Diputación de Guipúzcoa: 82, 5 por
100; Ayuntamiento de Bilbao: 199, 7,7
por 100.

A la vista de tales datos habrá que re-
plantearse la manida discusión de si la
libre designación es un abuso intolera-
ble, como unos afirman, o si, por el con-
trario, es una manifestación marginal y
legítima del ejercicio del poder. Sin olvi-
dar, no obstante, que, en un plantea-
miento global, estos datos deberían ser
complementados con los correspondien-
tes a los cargos políticos, y que son: 303
para la Administración Autonómica
Vasca, 25 para la Diputación de Álava,
31 para la de Guipúzcoa y 39 para la de
Vizcaya. Y también habría que tener en
cuenta, en fin, los puestos ocupados for-
malmente por concurso y realmente
provistos por libre designación gracias a
un concurso debidamente manipulado.
Lo que desgraciadamente es muy fre-
cuente pero que no puede objetivarse de
manera sencilla. La zona de incertidum-
bre sigue existiendo, por tanto, si bien
ahora haya sido reducida muy sensible-
mente gracias al trabajo que se está co-
mentando.

La utilidad de los datos no se detiene,
con todo, en lo ya dicho, puesto que las
desagregaciones estadísticas nos pro-
porcionan unas conclusiones r>o menos
interesantes. Por ejemplo: si se tienen
en cuenta los grupos, resulta que en la
Administración autonómica, al Grupo A
corresponden apenas la cuarta parte de
los puestos de libre designación en su
conjunto; mientras que en las Diputa-
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ciones y Ayuntamiento de Bilbao, la pi-
rámide se invierte y errel Grupo A se lle-
ga a cotas que superan el 75 por 100.
Los datos de la Administración Autonó-
mica cuestionan entonces todo lo que
siempre se está diciendo (empezando
por el Legislador) a propósito de estos
cargos, puesto que nos encontramos con
que son los de los grupos inferiores
quienes, sorprendentemente, ocupan
esos cargos de «mayor responsabilidad»
que, según la ley, son los que justifican
la libre designación.

La lectura de este libro es, en definiti-
va, enormemente útil, pero ahonda to-
davía más la curiosidad por saber qué es
lo que realmente está sucediendo en las
demás Administraciones Públicas, em-
pezando por la General del Estado. Lo
único seguro, en cualquier caso, es que
unas tablas estadísticas pueden echar
por tierra miles de páginas literarias, de
la misma manera que unos simples nú-
meros pueden derribar sin apelación a
los campeones que defienden o atacan
el sistema sin otras armas que su imagi-
nación, sus experiencias personales y su
devoción o animadversión aJ Poder.

2. JIMÉNEZ ASENSIO y MESA DEL OLMO
no se han limitado al trabajo empírico a
que acaba de aludirse, sino que lo pre-
sentan precedido de unas consideracio-
nes legales a las que se refiere sin duda
el subtítulo del libro: Un estudio de la
provisión de puestos de trabajo en las Ad-
ministraciones Públicas. Se trata de
unas páginas tan reducidas como preci-
sas que ponen a punto el «estado de la
cuestión». En una primera parte se lan-
za una ojeada histórica, que JIMÉNEZ
ASENSIO había demostrado ya en su tesis
doctoral conocer muy bien; aunque en
un punto me permito no estar de acuer-
do: por mi experiencia personal —que
no puedo objetivar—, creo que la libre
designación dejó de ser frecuente a par-
tir de la Ley de 1964, aunque sólo fuera
por el riguroso autocontrol de muchos
cuerpos de funcionarios, que tendían a
premiar la antigüedad.

En la segunda parte se describe y ana-
liza lo que llaman marco jurídico de la
libre designación, donde, por cierto, se
echa de menos la situación establecida
para los funcionarios locales con habili-

tación de carácter nacional en este mis-
mo año de 1993: cuantitativamente poco
importante pero de gran significación
dentro de la política funcionarial general.

En este contexto me gustaría detener-
me un momento en un punto —la super-
posición de puestos de libre designación
y de designación política—, aunque sólo
sea por la circunstancia de que ha sido
tratado de forma paralela, pero con ri-
gurosa coincidencia temporal y geográ-
fica, por D. LÓPEZ GARRIDO (en el núm.
35, 1993, de la «Revista Vasca de Admi-
nistración Pública», págs. 159-163). La
diferenciación de ambas figuras es evi-
dente: en un supuesto se trata de «con-"
fianza administrativa» y en el otro de
«confianza política» (en la terminología
de LÓPEZ GARRIDO) O, si se quiere, de
«sistema de mérito» frente a «sistema
de confianza»; de la misma manera que
en un supuesto se selecciona entre fun-
cionarios y en el otro la legitimación
para el puesto es abierta.

El problema, sin embargo, es el si-
guiente: LÓPEZ GARRIDO entiende que en
los puestos de libre designación, junto a
la dimensión psicológica expresa en la
confianza (política) existe una «dimen-
sión administrativa, objetivada, del mé-
rito y la capacidad que es perfectamente
medible y controlable». Afirmación que
le lleva a concluir que «una supuesta
pérdida de confianza, basada simple-
mente en razones psicológicas no acre-
ditadas y, por definición incontrolables,
no permite hacer cesar esa relación... que
significaría entrar en la pura arbitrarie-
dad».

A mí no me convence este argumento,
cuyo expositor basa en el alcance preci-
so de la discrecionalidad, opuesta a la
arbitrariedad, y que, en definitiva, pare-
ce ofrecer una mayor garantía a los
afectados. Mi opinión es radicalmente
opuesta ya que con esta tesis se llegaría
a una estupenda contradicción (que sí
puede calificarse de «arbitraria»): el
funcionario para ser nombrado libre-
mente no tiene que acreditar especial
mérito o capacidad, ya que no son éstas
las reglas del juego (y que, por el contra-
rio, forman parte del sistema de concur-
so, que expresamente se excluye). Ahora
bien, una vez dentro, una vez que ha pa-
sado por delante de otros funcionarios
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que tienen mayor mérito y capacidad,
entonces se apalanca el funcionario en
su puesto y, olvidándose de que no llegó
a él por mérito y capacidad sino por
confianza, pretende cerrar el paso a
otros competidores. Esto es absurdo y
va contra todas las reglas del juego. Con
ello se ata las manos al Poder político
que, una vez que ha hecho uso de su op-
ción, no puede cesar al beneficiado (lo
que en román paladino significa que el
elegido ya tiene el puesto seguro aunque
sus patronos hayan desaparecido en
unas elecciones).

Volviendo, para acabar, al libro recen-
sionado: de desear es que otros autores
se animen a continuar esta tarea empíri-
ca, puesto que gracias a la roca firme de
los datos que nos proporcionan podrá
reanudarse con sentido el análisis técni-
co y la polémica política del sistema de
libre designación.

Alejandro NIETO

LÓPEZ-FONT MAROUEZ, José Francisco:
Aspectos procesales de la tutela juris-
diccional contencioso-administrativa
de los derechos fundamentales. Estu-
dio de la Jurisprudencia del Tribunal
Supremo surgida de) proceso especial
regulado en la Ley 62/1978. Años 1978
a 1991 (Prólogo de Antonio JIMÉNEZ-
BLANCO CARRILLO DE ALBORNOZ), Ed.

Comares, Biblioteca Comares de Cien-
cia Jurídica, Colección Derecho Admi-
nistrativo, 1993, 137 págs.

Son muchos los libros y obras que so-
bre todo desde los comienzos de actua-
ción de nuestro Tribunal Constitucional
se han ido publicando, número que ha
ido aumentando como es natural a me-
dida que han pasado los años, al irse
contando con mayor número de pro-
nunciamientos de tan alto Tribunal so-
bre las diversas materias competencia-
Íes del mismo y que, en algunos casos,
se ha traducido por gruesos volúmenes
de pronto empacho y no fácil manejo
aunque útiles en su misma presentación

unitaria, lo que siempre agradece el lec-
tor que concreta sus posibilidades en un
solo texto.

La obra que recensionamos ofrece ya
de salida la extraordinaria ventaja de
ser como un breviario que, de modo re-
sumido, busca la exhaustividad de la
problemática examinada desde la pers-
pectiva enumerativa del material juris-
prudencial recogido más que en el co-
mentario pormenorizado de carácter
casuístico de cada sentencia o pro-
nunciamiento habido en cada punto.
Un libro por esto agradable tanto en su
aspecto material, como en el formal, por
lo demás, este último tan cuidado en la
editorial que le patrocina.

Hay que subrayar que la parte de la
temática jurisprudencial que se analiza
por su misma importancia es una de
aquellas más selectiva y cuantitativa-
mente entrevistas y estudiadas por la
doctrina más reconocida y prestigiosa,
por lo que en esta parcela, el autor ha
sabido enfrentarse con tan gran aparato
crítico y científico, para aportar su gra-
nito de arena en lo que nunca estará de-
finitivamente consolidado, por defini-
ción (1).

A lo anterior hay que añadir, como
precisa en su magnífico Prólogo el pro-
fesor JIMÉNEZ-BLANCO, que la regulación
legal que se estudia, de las singulari-
dades contencioso-administrativas res-
pecto al proceso común, pusieron el
dedo en la llaga de las carencias que en
este campo revelaban la reglamentación
«... y práctica de los instrumentos judi-

(1) Es evidente que en la materia de de-
rechos fundamentales, siempre hay en vivo
o en situación larvada, una controversia so-
bre su alcance, sistemas de protección, etc.,
que mantienen permanentemente vigente
la cuestión de su estudio, puesto que sólo
en un supuesto país idílico podría darse la
situación opuesta de quietud y silencio. Si
alguien tan ajeno a la ciencia jurídica como
Mark Twain pedía para uno de sus perso-
najes, como ser humano, la misma libertad
de que gozan los pájaros y mariposas, no
siempre tal obviedad, que es lógica y natu-
ral, ha sido y es reconocida, incluso en
aquellos países que tienen un texto consti-
tucional, como lo demuestra la misma va-
riación de este último, en el espacio y en el
tiempo.
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ciales de control del poder político...» en
España.

El pesimismo que el referido profesor
extrae de esta larga práctica y experien-
cia jurisprudencial, tal como se recoge
en las páginas posteriores, es digno de
tenerse en cuenta y que seguramente ha
pasado y seguirá por muchas cabezas de
nuestros mejores y más destacados estu-
diosos, que comprueban el marasmo,
por no decir la parálisis en que muchos
de los caminos abiertos por la Ley obje-
to de estudio, no han tenido la oportuna
ampliación a los terrenos del proceso
común contencioso-administrativo, así
como también en la nadería en que tales
caminos se han convertido en manos de
Jueces y Tribunales que siguen sin de-
clararse o exigir la ejecución de anterio-
res pronunciamientos. En nuestro país
todos estos defectos e impotencias habi-
tualmente se achacan e imputan, en este
específico campo como en cualquier
otro de conflictividad social, a la mala
organización de la justicia, mal general,
que como todos los formulados en pare-
cidos términos, no parece metodológica
ni correctamente, de recibo, pero que
sirven, para el momento, de excusa a
sus manipuladores (palabra que en esta
ocasión empleamos únicamente en su
alcance etimológico).

Otra singular característica de esta
obra, que motiva la misma brevedad ya
subrayada, es que los comentarios que
de cabecera y en su parte principal, lo-
gísticamente superior, extraen lo mejor
y más conveniente del materia} exami-
nado, dejando para la parte inferior, en
forma de notas a pie de página, toda la
cita de las múltiples sentencias produci-
das en las distintas cuestiones enjuicia-
das, de cuya lectura y contemplación se
deduce la observación de la exhaustivi-
dad que el lector tiene la impresión de
haberse conseguido (2).

(2) Punto éste en el que conviene an-
darse con cuidado pues no siempre es posi-
ble su aseguramiento, siendo más bien una
presunción iuris tantum que de iure, recor-
dando aquella anécdota real de aquel fa-
moso escritor local que en una de sus cola-
boraciones diarias, habló un año, finaliza-
do el verano, de la última mosca de la
estación, viéndose al día siguiente inunda-

Dividida la obra en seis (VI) grandes
rúbricas y subdivididas algunas de ellas,
alfabéticamente, por diversas cuestiones
relacionadas con aquéllas, el profesor
LÓPEZ-FONT va pasando revista entre
otras al estudio del «ámbito de la com-
petencia jurisdiccional del recurso con-
tencioso-administrativo de protección
de derechos fundamentales que se ini-
cia, como es evidente, con los primeros
pronunciamientos jurisprudenciales,
tanto por las mismas necesidades que el
Tribunal tenía de definirse como por las
propias exigencias lógicas y dialécticas
del proceso en cuestión, «basándose en
la posibilidad razonable y no arbitraria
de que un derecho constitucionalmente
protegido pueda haber sido vulnerado,
sin perjuicio de que la resolución defini-
tiva sea favorable o adversa...»; la legiti-
mación de los actos administrativos im-
pugnables, los efectos de la sentencia; la
suspensión (3) de la ejecutividad del
acto administrativo impugnado y, por
último, la suspensión improcedente de
dicha ejecutividad. Bastaría en estos dos
últimos capítulos, enumerar los supues-
tos analizados, para que nos diéramos
cuenta del rico abanico de opciones y
alternativas que la materia principal y
básica de los derechos fundamentales
encierra y que es una de las razones del
porqué de su constante actualidad (4).

do por múltiples cartas de lectores, avisán-
dole de que la suya no había sido la última.

(3) El autor limita a algunos supuestos
este punto de la suspensión y que son los
de más notable alcance, aunque algunos de
ellos se circunscriben, como en el caso de
la Hacienda municipal, al área local (pare-
cería conveniente su extensión a la central,
dadas las continuas advertencias que se
lanzan desde ella sobre los administrados a
los que se parece imputar, con ellas, una
especie de presunción de culpabilidad de-
fraudatoria) (ver, en general, sobre este
punto, PONT MESTRES, MAGIN y otros, El
contribuyente ante las anomalías en la acti-
vidad de ¡a Administración Tributaria, Pam-
plona, Aranzadi, 1992, 209 págs.).

(4) La misma vida social de cada día va
poniendo de relieve que estos derechos fun-
damentales pueden incluso colisionar entre
sí, al menos potencialmente, si no se hace o
se ha hecho, una labor previa de jerarqui-
zación entre ellos. Un día es el derecho a la
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Algunas de estas cuestiones han sido
ya desbrozadas entre otros por el gran
maestro, primus Ínter pares, de nuestro
Derecho Administrativo como es el pro-
fesor GARCÍA DE ENTERRIA, de cuyo ma-
gisterio me vanaglorio, que tanto ha di-
cho sobre los abusos administrativos en
materia de ejecución de sentencias (5) y

salud frente al derecho de la vida —caso de
las prácticas abortivas— otro el de la paz
social frente a posibles situaciones de alte-
ración de aquélla, con ejercicio del derecho
de huelga de modo ilimitado o con una
amplitud que aparentemente choca con el
derecho de los ciudadanos al disfrute de
los servicios públicos o el mismo derecho
de libertad con retenciones procesales
—diríamos carcelarias— por reiterados
aplazamientos procedimentales, etc., etc.
Cualquiera puede ampliar el curriculum.

(5) Para los que trabajan inlra muros
de la Administración Pública, habrán podi-
do observar y comprobar la sorpresa que
algunos pronunciamientos jurisprudencia-
les han tenido en los propios órganos ad-
ministrativos, al condenar a costas a los
mismos, por considerar los Tribunales y
jueces que tales órganos eran contumaces
en las defensas de posturas contrarias a
otros repetidos pronunciamientos judicia-
les (en algunos casos, como el de los tribu-
tos locales, y sobre todo, respecto a algu-
nos de ellos), sólo ha sido hace dos o tres
años, cuando tales Tribunales se han atre-
vido a condenar a costas a unos entes pú-
blicos que se venían revelando sumamente
contrarios a reconocer derechos a sus ciu-
dadanos (si el poeta Dylan Thomas se rebe-
ló contra la privación de la luz, los admi-
nistrados se rebelaron contra las corres-
pondientes decisiones ejecutivas de los
centros administrativos locales mediante
sus reclamaciones impugnatorias). Es la-
mentable cómo en este campo se han pro-
ducido y se siguen produciendo disparates
como duplicidad en la aplicación de por-
centajes, sólo motivado en base a unos im-
pulsos recaudatorios que pretenden com-
pensar y dar gusto a todos los entes públi-
cos territoriales, como si del festín
tributario se quisiese que participasen el
mayor número de comensales en claro de-
trimento de los siempre tan alabados prin-
cipios de justicia tributario y sobre los que
tanta tinta han caído desde la misma exis-
tencia inicial de la ciencia jurídico-tributa-
ria; ver como muestra el libro de las XIX
Jomadas de Derecho Tributario, organiza-

que el autor en este caso ha tenido a
bien destacar con primacía, por el gran
número de páginas a ello dedicado, en
función además de la misma variedad
temática que abarca y comprende.

Probablemente sea en este campo, el
de la suspensión, donde mayor eficacia
deben demostrar las normas procesales
reguladoras del proceso tutelar de los
derechos fundamentales, porque, a la
postre, con ellas se evitarán los posibles
perjuicios derivados de la misma mecá-
nica aplicativa de las respectivas leyes
que con tanta prontitud y a veces urgen-
cia inciden en la misma vida ciudadana,
teniendo como un cierto carácter inter-
dictal con la que se pretenden evitar
como decimos los potenciales perjui-
cios, con las notas que tal medida posee
desde el mismo montaje del proceso co-
mún contencioso-administrativo y a la
que los mismos particulares denuncian-
tes acuden con preferencia.

Extraordinario el esfuerzo del autor al
sintetizar en la mayoría de las ocasiones
los pronunciamientos de las sentencias
estudiadas, lo cual, junto con la misma
diversidad de supuestos y casos entre-
vistos, ayuda y contribuye a que el futu-
ro consultor del presente texto, encuen-
tre en él el adecuado resumen que le
permita con rapidez hacerse cargo de la
situación actual y que el profesor LÓPEZ-
FONT completa al final, al agregar las
sentencias emitidas casi en las vísperas
de publicación de su trabajo, como ha
sido el año 1992. Esmerado propósito
de colaborar al máximo de sus fuerzas,
con el adquirente del libro, en un impul-
so de actualización que colma todas las
esperanzas de conocimiento que cual-
quier profesional de nuestro Derecho
Administrativo tenga en la materia.

Hay que señalar que, como en todas

das por la entonces llamada Mutualidad
Benéfica de Inspectores de Hacienda —los
hoy llamados Inspectores de Finanzas—,
en la ya lejana fecha de 1974 y en la que
nos honramos participar con una colabora-
ción sobre la equidad como fuente del De-
recho Tributario. Libro profundo y emble-
mático, de enorme actualidad, en una épo-
ca como la presente que tanto exige el
retomo a las fuentes, a lo que tanto se refe-
ría otro maestro como es COLMEIRO.

606



RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

las cuestiones públicas en donde el inte-
rés público parece muy relevante, la ac-
ción pública o popular es una de las vías
de la legitimación activa en que resulta
más justificada, aunque cierta postura
maximalista apostaría por su exclusivi-
dad en función del citado interés en
cualquier iniciativa tutelante de algún
derecho fundamental y que hay que
pensar que una de las razones para su
no postulación positiva reside en su
misma complejidad. Sobre la concu-
rrencia legitimadora para recurrir, no es
de extrañar cierta actitud rigorista del
Tribunal Supremo por la misma razón
de ser de la particularidad procesal que
se arbitra, para llevar «... al convenci-
miento del Tribunal de que los recurren-
tes, actuando de una forma lícita, han
sido tratados de forma discriminada...»
(sentencia de 11-3-83). El autor, quizás
en este apartado más que en ninguno
otro, matiza con celo las palabras refe-
renciales a los textos jurisprudenciales,
reflejo de la misma postura del Alto Tri-
bunal, que con igual celo ha ido emi-
tiendo su parecer en este extremo en
cuestión, subrayando así la gran fuerza
que la palabra tiene en el mundo jurídi-
co y que al exteriorizarse normalmente
a través de la formalidad escrita, rever-
dece de una manera permanente la tesi-
tura del viejo brocardo canónico que
identificaba la existencia del Derecho
con su constancia escrita.

Al socaire de las distintas cuestiones
debatidas se van replanteando las mis-
mas que con carácter más general son
las propias de la estructura científica
del Derecho administrativo y que ya for-
man parte de modo indeleble de su
esencia, en sentido zubiriniano, por lo
que con su transparencia se van confir-
mando o ratificando las soluciones que
éstas han tenido en la doctrina más
prestigiosa, confíguradora de un corpus
ya autónomo en los estudios jurídicos y
que con cierta antelación a la realidad
que hoy encubre la ley objeto de este es-
tudio, logró conseguir elevadas cotas de
protección de los derechos de los admi-
nistrados (que alguna sentencia ordina-
ria califica de todo rigor como «ciuda-
danos» superando aquel viejo cliché
identificador de la condición del admi-
nistrado con la del subordinado). Así

hemos tenido la oportunidad de leer la
sentencia 34/1993 del Tribunal Constitu-
cional, de 8 de febrero (publicada en el
«BOE» del 11 de marzo del mismo año,
núm. 60, suplemento), en cuyos antece-
dentes se trae a colación uno de los Au-
tos impugnados, en donde la terminolo-
gía del órgano judicial ad quem es de
ilustrativo interés, como se puede verifi-
car con la transcripción literal de los si-
guientes textos; siendo la cuestión liti-
giosa un arrendamiento:

«... es un dato de especial importan-
cia social (en el local arrendado de-
sarrollaban su trabajo varias perso-
nas) y no puede pensarse que el ór-
gano jurisdiccional esté al margen de
la sociedad, sino que "la justicia
emana del pueblo", como dice el ar-
tículo 117.1 de la Constitución».

Y más adelante se añade:

«... La naturaleza del contrato no va-
ría las normas de la Ley de Arrenda-
mientos Urbanos, pero el hecho de
que se trate de un lugar donde tiene
la vivienda un ciudadano, es impor-
tante» (6).

Con su obra, el autor ha abierto a to-
dos el camino para ir completando su
estudio con una jurisprudencia poste-
rior que con toda seguridad se irá pro-
nunciando sobre similares o parecidas
cuestiones, así como sobre otras nuevas,
en un mundo tan cambiante como el
que nos ha tocado vivir y en donde nada
permanece incólumne con el mero

(6) Parece evidente que la lectura de
estas en aparente sencillas pero solemnes
palabras, tal como están escritas, nos pue-
den retrotraer a un planteamiento de nues-
tro sistema jurídico en principio bastante
distinto del que creemos está vigente, por
la misma rotundidad expresiva, pero más
allá de esta objeción —obiter dicta—, nos
encontramos con un lenguaje jurídico que
ha superado cualquier traumatismo ideoló-
gico y se ancla más en el mundo o esfera
de las vivencias personales que en el puro
de la misma realidad jurídica, aunque, sin
embargo, en un plano muy diferente al de
las tendencias personalistas y humanistas,
según el estilo mouneriano, más el uso.
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transcurso del tiempo, con una sistemá-
tica que ha eliminado la parafernalia
para buscar —y conseguir— la sustancia
y del que se pueden extraer algunas con-
clusiones que en definitiva nos remiten
a la provisionalidad que tiene toda nor-
ma jurídica, cualquiera que sea su for-
ma (y no excluyéndose por tanto cuando
revista la forma legal) (7), y cuya bon-
dad o imperfección va confirmando la
misma práctica y la misma Jurispruden-
cia que con sus pronunciamientos va
destacando los lados necesitados de la
consiguiente reforma. Casi como un li-
bro de bolsillo, podría predicarse de su
libro aquello que publicitariamente se
afirma de una conocida editorial jurídi-
ca: pocas veces hemos visto que texto
tan corto, contenga tantas cosas, elogio
grande, en nuestra modesta manera de
pensar, para quien la riqueza, en el len-
guaje como en el tratamiento de toda
cuestión científica, está más en la cali-
dad, que en la cantidad, nueva formula-
ción del viejo principio de Gracián.

V. R. RODRÍGUEZ VÁZQUEZ DE PRADA

OSBORNE, David, y GAEBLER, Ted: Rein-
venting government. How the entrepre-
neurial spirit is transforming the pu-
blic sector, Ed. Addison-Wesley Pub.,
1992,405 págs.

Reinventing government —que tradu-
ciremos por «Reinventar la Administra-
ción» (1)— es, sin duda, el libro más im-

(7) Como ya hemos destacado en otro
lugar y ocasión, nunca como ahora, las
nuevas leyes son puestas en tela de juicio,
hasta el punto que apenas publicadas en el
Diario Oficial, se demanda su revisión, ten-
dencia de la que apenas se libra ningún
texto legal y que pone en solfa las mismas
técnicas legislativas.

(1) La traducción de términos técnico-
jurídicos extranjeros es siempre problemá-
tica. No obstante, en este caso, hay que evi-
tar la trampa, tan frecuente en la literatura
española, de traducir la palabra Govern-
ment por la parecida castellana «gobier-
no». En primer lugar, los Estados Unidos

portante que se ha escrito en los Esta-
dos Unidos de Norteamérica, al menos
en los últimos meses en el campo de la
gestión y administración públicas. Sus
propuestas han sido asumidas por la
Administración Clinton y discutidas am-
pliamente en las revistas especializadas.

Sus autores —que se han integrado en
los más cualificados grupos de trabajo
para asesoramiento y apoyo del nuevo
Presidente— cuentan con trayectorias
profesionales dilatadas en el sector pú-
blico. David OSBORNE es un colaborador
habitual del diario «The Washington
Post» y consultor de numerosos Ayun-
tamientos y Estados de la Unión. Ted
GAEBLER, por su parte, ha sido manager
(gerente) de los Municipios de Visalia
(California) y Vandalia (Ohio) y es
Presidente de una empresa de consulto-
ría especializada en el sector público.

Reinventing Government es un libro
sobre la reforma administrativa. El pun-
to de partida de los autores es una firme
fe en el significado y funciones de la Ad-
ministración Pública. Basten estas dos
frases: «no vemos la Administración
como un mal necesario» (pág. XVIII);
«los que abogan por la privatización so-
bre bases ideológicas, porque creen que
el sector privado es siempre superior a
la Administración, están vendiendo ve-
neno al pueblo americano» (pág. 45). La
Administración es necesaria pues no es
otra cosa que la estructura que permite
articular decisiones colectivas para la
satisfacción de necesidades comunes.

El libro es una reflexión sobre la pro-
ductividad y eficacia de la Administra-
ción, sobre cómo ésta trabaja «por den-
tro», y sobre el aprovechamiento racio-
nal de recursos públicos escasos. No es
una pura receta neoliberal en tiempos
de crisis (un epígrafe del libro se llama
«privatizar es una respuesta, no la res-
puesta») (2). Precisamente los autores

no tienen Gobierno en su sentido objetivo,
es decir, entendido como el órgano colegia-
do que tiene el régimen español. Por otro
lado, Governance es el «gobierno» en senti-
do dinámico, es decir, como la acción de
gobernar. Govemmenl, pues, debe traducir-
se como todo el aparato de poder público
o, en sentido técnico más restringido, como
la «Administración Pública».

(2) Los autores no creen, por ejemplo,
que sea una solución a la crisis la reduc-
ción sin más de la Administración aplican-
do reglas o criterios cuantitativos. Reco-
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resaltan la existencia de importantes di-
ferencias entre la empresa privada y la
Administración, centradas en los fines y
el entorno de ambas organizaciones.
Concluyen que «la Administración no se
puede gestionar como una empresa pri-
vada» y desautorizan la traslación auto-
mática a la Administración de técnicas
de gestión acuñadas para el mundo de
los negocios, como la Total quality ma-
nagement (dirección basada en la cali-
dad total).de W. EDWARDS DEMING (3).

OSBORNE y GAEBLER, sin embargo,'cer-
tifican en cualquier caso el fracaso de la
Administración tradicional —forjada
sobre el modelo jerárquico/centraliza-
do/weberiano— para hacer frente a la
sociedad y economía actuales. Estas se
hallan sujetas a un ritmo vertiginoso de
cambio, están basadas en el conoci-
miento y la información y compiten en
un macroescenario global (4). El entor-
no demanda organizaciones flexibles,
adaptables, capaces de suministrar bie-
nes y servicios de alta calidad, «extra-
yendo más sustancia de cada dólar»;
responsables ante sus clientes; ordena-
doras de la realidad social con nuevas
técnicas, más incentivadoras y cataliza-
doras de esfuerzos comunes que mera-
mente imperativo-coercitivas.

miendan, más bien, mejorar su funciona-
miento para que produzca más con menor
coste. La supresión indiscriminada de pro-
gramas y efectivos es, para los autores,
como si una persona preocupada por su
peso, en vez de comer menos y hacer más
ejercicio, decidiera amputarse varios dedos
con el fin de perder algunos gramos.

(3) Véase, en esta línea, el interesante
artículo de James E. Swiss, Adapting total
quality management (TQM) lo Government,
publicado en «Public Administraron re-
view», July/August 1992, vol. 52, núm. 4.

(4) La competitividad mundial reper-
cute en las responsabilidades de la Admi-
nistración. Para los autores, en una econo-
mía que demanda los recursos humanos
más formados la Administración debe pro-
curar Educación con más intensidad, pues
es un tangible que proporciona una ventaja
competitiva. En 1960, dicen, pocos se preo-
cupaban de que el 20% de la mano de obra
de General Motors o Ford fueran analfabe-
tos funcionales. Cuando los fabricantes ja-
poneses, empleando trabajadores con una
tasa de analfabetismo prácticamente nula,
conquistaron los mercados, aquéllas ya no
podían competir.

Los autores parten de la premisa de
que los recursos humanos de la Admi-
nistración no son burocrático-ineficien-
tes per se. Son, en cambio, las viejas fór-
mulas y procesos operativos los respon-
sables del mal funcionamiento de la
Administración. Es necesario reconside-
rar, «reinventar» la Administración, re-
configurar sus reglas operativas tradi-
cionales para que pueda manifestarse li-
bre, naturalmente, lo que los autores
llaman «espíritu emprendedor» (entre-
preneurial spirit), que es ahogado por es-
tructuras organizativas y funcionales
inadecuadas. Ese espíritu no es equiva-
lente a la mera «asunción de riesgos» y
puede darse tanto en el sector público
como en el privado. Consiste en la bús-
queda permanente de fórmulas que op-
timicen la utilización de los recursos.
Para los autores, la Administración
«emprendedora» es, pues, aquella que
utiliza constantemente sus recursos de
maneras nuevas, para elevar exponen-
cialmente su eficiencia y su efectividad.
El libro contiene una sucesión vertigi-
nosa de ejemplos extraídos de la vida
real —apoyados en datos, cifras y nom-
bres— en los que el gestor o político ha
sido creativo y emprendedor en el desa-
fío a las fórmulas rutinarias y tradicio-
nales para afrontar situaciones difíciles
para sus respectivas entidades públicas.
El libro es el resultado de más de cuatro
años de trabajo de campo, en el que los
autores han recorrido el país detectando
y estudiando esas iniciativas, que se han
ido desarrollando en todos los niveles de
la Administración (local, comarcal, esta-
tal y federal). Merecen destacarse, por
su repercusión, las innovaciones que se
desarrollaron en la ciudad de Sunnyvale
(California). Desde 1973 se pusieron en
marcha proyectos de planificación, me-
dición y evaluación del rendimiento,
que han ganado numerosos premios a la
productividad y han inspirado poste-
riormente recentísima legislación fede-
ral (5).

Del examen y sistematización de esas
experiencias, OSBORNE y GAEBLER extra-
en una serie de principios básicos. Estos
informarían la actuación de esa Admi-
nistración «emprendedora», que:

(5) Nos referimos a la «Government
Performance and Results Act of 1993», fir-
mada por el Presidente Clinton el pasado 3
de agosto.
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1. Conforma la realidad social de
manera más sutilmente directiva que
presencial, principio que los autores
describen gráficamente diciendo que
aquélla maneja el timón en vez de remar
(steering rather than rowing).

2. Atrae, implica a la comunidad en
su actividad, en vez de limitarse simple-
mente a prestar servicios en una diná-
mica unívoca.

3. Alienta la competitividad en vez
del monopolio.

4. Está guiada por su misión, más
que por sus normas.

5. Se interesa más por resultados
(¿se ha solucionado realmente el proble-
ma?, ¿se ha prestado adecuadamente el
servicio?) que por inputs (volumen del
presupuesto que se maneja, número de
subordinados, etc.).

6. Satisfece las necesidades del
cliente (nuestro administrado), no las de
la Administración.

7. Se concentra en captar recursos,
más que en gastarlos.

8. Invierte en prevenir, no sólo en
curar.

9. Descentraliza la autoridad y el
poder de decisión en unidades inferio-
res.

10. Resuelve problemas influencian-
do el mercado, más que a través de la
mera creación de programas públicos.

El libro dedica un capítulo a cada uno
de estos principios, acompañados de los
correspondientes ejemplos reales que
acreditan su manifestación práctica.
Dada la extensión y naturaleza de una
recensión, no es posible dar cuenta de
todos esos ejemplos, de difícil homoge-
neización dada la disparidad de situa-
ciones y lugares en los que se materiali-
zaron. No obstante, nos extenderemos
brevemente en uno de los principios in-
formadores de esa Administración rein-
ventada, el que la hace «llevar el timón
en vez de remar».

Este principio articula una nueva es-
trategia sobre el papel de la Administra-
ción en la sociedad. Los autores deter-
minan que una Administración que gas-
ta demasiados recursos en producir o
proveer directamente bienes y servicios
(es decir, rema) se halla inhabilitada
para dirigir, gobernar realmente la so-
ciedad (es decir, manejar el timón). El
resultado es que la planificación y direc-
ción estratégica públicas se realizan a la
carrera (on the fly).

Los autores recopilan fórmulas alter-
nativas de prestación —o garantía, que
tamo valdría— de servicios públicos, o,
mejor dicho, de satisfaccion.de necesi-
dades comunitarias, articuladas fuera
de la ecuación tradicional «prestación-
directa-financiada-con-impuestos». To-
das ellas tienen un denominador co-
mún: se vieron forzadas por recortes
presupuestarios severos en los respecti-
vos presupuestos públicos.

Todas son, además, la consecuencia
de un nuevo papel de la Administración.
Esta, en vez de implicarse en la presta-
ción directa del bien o servicio, se dedi-
ca a catalizar y coordinar aquellos es-
fuerzos comunitarios que resultan ser
complementarios en la satisfacción de
necesidades colectivas. De ese modo, la
Administración gasta menos recursos en
«remar» y más en manejar el timón, li-
mita la actividad «motriz» y la sustituye
por la «directriz», estando, al final y
como consecuencia de ese proceso, en
mejor situación para conformar la reali-
dad social. El resultado es menos Admi-
nistración en términos cuantitativos,
pero más gobierno. El Estado así no se
retrae respecto de la sociedad, sino que
se transforma cualitativamente. Citando
a DRUCKER, se trata «no de una Adminis-
tración que hace, no de una Administra-
ción que administra, sino de una Admi-
nistración que gobierna».

Muchos de los ejemplos que se reco-
gen en el libro, obviamente, sólo pueden
explicarse (y aplicarse) en el contexto
socio-cultural y jurídico-público nortea-
mericano.

Por ejemplo, varias propuestas y expe-
riencias recogidas en Reinventing go-
vemment descansan en la colaboración
de voluntarios y organizaciones sin áni-
mo de lucro (non-profit organizations).
En los Estados Unidos, es éste un sector
de la economía que ya en 1982 emplea-
ba el 8% de la población activa. Una en-
cuesta Gallup realizada en 1989 reveló
que casi la mitad de los norteamerica-
nos mayores de catorce años dedicaba
alguna parte de su tiempo a actividades
voluntarias. El valor de ese tiempo se
estimó en 170.000 millones de dólares.
En España, la realidad parece ser muy
diferente.

Otras, en cambio, parecen suscepti-
bles de traslación a otros contextos ad-
ministrativos, sencillamente porque es-
tán dotadas de un sentido común que
desafía la irracionalidad de prácticas
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administrativas inveteradas, que son co-
munes a las Administraciones de mu-
chos países. Buen ejemplo son varios
principios de gestión presupuestaria,
como el que impide con carácter gene-
ral las transferencias de crédito entre di-
versas partidas presupuestarias o el
principio de ejecución presupuestaria
según e) cual los créditos que al final de
año no se hallan comprometidos quedan
anulados.

La situación que produce el segundo
de los mencionados principios es cierta-
mente absurda. Si una unidad adminis-
trativa no ha gastado al final del año
todo el dinero asignado al empezar el
ejercicio (es decir, ha ahorrado) le ocu-
rrirá lo siguiente:

1. Pierde el dinero ahorrado.
2. Se le llama la atención desde la

oficina presupuestaria por haber presu-
puestado por encima «de las necesida-
des reales».

3. Su propuesta de presupuesto para
el año siguiente es revisada a la baja, ya
que en el presente ejercicio «le ha sobra-
do dinero».

Esta situación es descrita por OSBOR-
NE y GAEBLER en la Administración nor-
teamericana, pero es la misma que
acontece en nuestro país. Todos los que
han trabajado en la Administración en
algún centro directivo con responsabili-
dad de gasto conocen perfectamente el
furor consuntivo que se apodera de las
oficinas públicas al aproximarse el final
del ejercicio, pues hay que gastar o com-
prometer el crédito disponible a toda
costa antes del día I de diciembre, ya
que de lo contrario «se perderá» (6).

Precisamente tras cuestionarse la ra-
cionalidad de este principio presupues-
tario, los autores dan cuenta de una ini-
ciativa llevada a cabo en Vesalia (siendo
manager precisamente Ted GAEBLER),
donde se permitió a las distintas unida-
des administrativas conservar el dinero
ahorrado para ulteriores ejercicios. El
resultado fue el de una mayor racionali-
dad-en el gasto público.

Como en casi todas las obras de este
estilo, las propuestas de Reinventing gó-

vernment adolecen de simplicidad y a
veces de abierta ingenuidad, pues mi-
nusvaloran elementos clave en toda re-
forma administrativa como la cultura
organizativa imperante o las presiones
de los intereses organizados. Así se ha
indicado en los medios especializados.
Thomas VOCINO, por ejemplo, afirmaba
en el momento de mayor popularidad
del libro que lo que éste abogaba

«... parece carente de realismo. Pen-
sar que la sociedad americana va a
ser capaz de afrontar eficazmente
una gran variedad de problemas pú-
blicos simplemente mediante arre-
glos organizativos que permitan a los
administradores públicos convertirse
en emprendedores es una ingenuidad
política de primer orden» (7).

Es cierto que el libro traza a veces con
demasiada alegría una línea, directa en-
tre modestos éxitos municipales y la fac-
tible reforma de una Administración
mastodóntica. Sea como fuere —y por
encima de las diferencias de contexto ya
señaladas— Reinventing government es
cuanto menos una deliciosa recopila-
ción de ideas frescas encaminadas a re-
novar la operatividad de la Administra-
ción Pública y a mejorar su rendimien-
to, algo que, especialmente en estos
tiempos, es —como siempre— de urgen-
te necesidad.

Ángel MANUEL MORENO
Ayudante de Universidad,

Universidad Carlos III de Madrid
Master ofLaws

por la Harvard Law School

(6) En España este principio se halla
recogido en el artículo 62, con las excep-
ciones del artículo 73, del Texto Refundido
de la Ley General Presupuestaria (RD Le-
gislativo 1091/1988).

PAREJO ALFONSO, Luciano: Administrar y
juzgar: dos funciones constitucionales
distintas y complementarias, Ed. Tec-
nos, Madrid, 1993.

El profesor PAREJO ALFONSO, Catedrá-
tico de Derecho administrativo de la

(7) Thomas VOCINO, Is reinventing go-
vernment the answer?, «PA TIMES», may
1993, vol. 16, núm. 5.
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Universidad Carlos III de Madrid, nos
ofrece con el libro objeto de esta recen-
sión una nueva contribución al intere-
sante debate que se ha abierto reciente-
mente en nuestra doctrina científica
acerca del alcance y los límites del con-
trol judicial de la actividad de las Admi-
nistraciones públicas. Hay que empe-
zar destacando que estamos ante una
obra breve (131 págs.), lo que se explica
por tratarse de un estudio parcial, que,
a pesar de que se enmarca en un proyec-
to de investigación más amplio, el autor
ha decidido publicar de forma indepen-
diente, sin duda con la intención de ma-
tizar y clarificar su postura sobre un
tema que ha cobrado gran actualidad.
Así pues, merece la pena que, en benefi-
cio del lector que no haya tenido la
oportunidad de tomar conocimiento de
la polémica citada, dediquemos los pri-
meros párrafos de este comentario a
una somera descripción del status qua-
estionis.

El modelo de Administración pública
que predomina en la Europa continen-
tal, de origen básicamente francés, se
caracteriza, entre otros rasgos, por la
especial posición que aquélla ocupa
ante los Tribunales de Justicia, distinta
a la de los demás sujetos de Derecho.
Hoy día, la explicación técnico-jurídica
que se le suele dar a este hecho en nues-
tro país se fundamenta en el llamado
principio de autotutela administrativa,
como privilegio que el Ordenamiento
concede a las Administraciones públicas
para que puedan desarrollar las funcio-
nes que les asigna la Constitución con la
máxima eficacia. Históricamente, sin
embargo, esas peculiaridades de la posi-
ción procesal de la Administración, que
incluían auténticas inmunidades, se re-
condujeron más bien al principio de se-
paración de poderes, el cual, entendido
según la concepción de los revoluciona-
rios franceses, implicaba que la Admi-
nistración pública cuenta con una legiti-
midad propia, por ser parte del Poder
ejecutivo, cuya titularidad se conectaba
de manera indirecta con el Pueblo sobe-
rano en los regímenes de carácter repUi,
blicano-parlamentario, o de forma di-
recta con el Rey en las monarquías
constitucionales limitadas.

En cualquier caso, sectores muy am-

plios de la actividad de la Administra-
ción, en concreto todos los relacionados
con el ejercicio de potestades discrecio-
nales, quedaron tradicionalmente al
margen del control judicial. En España,
esta situación se mantuvo hasta una
época tan reciente como es el año 1956,
en el que la aprobación de una nueva
Ley reguladora de la Jurisdicción con-

• tencioso-administrativa puso las bases
para una transformación sustancial de
las relaciones entre Administración pú-
blica y Tribunales de Justicia. No obs-
tante, la aplicación de esa Ley por los
órganos judiciales resultó durante mu-
chos años excesivamente tímida, quizás
por las circunstancias políticas impe-
rantes, y fue la doctrina científica la que
luchó por extraer de ella todas sus po-
tencialidades y por recibir en nuestro
país técnicas de control judicial que ca-
bían dentro de la legalidad vigente y. que
ya se habían implantado con éxito en
otros Ordenamientos. En esta línea, se
propusieron métodos cada vez más suti-
les de reducción y de control de la dis-
crecionalidad, se reclamó con insisten-
cia la efectiva ejecución de las senten-
cias por la Administración, se propugnó
una apreciación más amplia de la legiti-
mación para recurrir, una mayor varie-
dad de los fallos pronunciables, etc.

Con la entrada en vigor de la Consti-
tución de 1978, que proclama expresa-
mente, por una parte, el derecho de to-
dos a obtener la tutela efectiva de los
Jueces y Tribunales en el ejercicio de
sus derechos e intereses legítimos y, por
otra, la sujeción a la Ley y al Derecho
de la Administración pública y el con-
trol por los Tribunales de la legalidad de
su actuación, así como del sometimien-
to de esta última a los fines que la justi-
fican, la corriente doctrinal a la que nos
referimos recibió un nuevo y definitivo
impulso. En los últimos años, la «bata-
lla» se ha centrado en la introducción
de las medidas cautelares en el ámbito
del proceso contencioso-administrativo,
en el desarrollo del principio de inter-
dicción de la arbitrariedad para termi-
nar con los últimos reductos de discre-
cionalidad. inmune al control judicial y
en la invitación a los Tribunales de Jus-
ticia a que no se limiten en sus fallos a
anular los actos recurridos, sino que
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también los sustituyan, siempre que en
los autos cuenten con los datos necesa-
rios para hacerlo, aun en el caso de ejer-
cicio por la Administración de potesta-
des discrecionales. Un simple repaso del
conocido Curso de Derecho administrati-
vo de los profesores E. GARCÍA DE EN-
TERRIA y Tomás-Ramón FERNANDEZ ilus-
tra a la perfección el proceso que esta-
mos narrando.

El resultado final ha sido que, desde
mediados de los años ochenta, cuando
comenzaron a acceder al Tribunal Su-
premo magistrados perfectamente inte-
grados en los valores y principios cons-
titucionales, lo que había sido hasta en-
tonces un esfuerzo doctrinal meritorio,
pero acompañado de un éxito bastante
irregular, se convirtió en jurisprudencia,
en el sentido del artículo 1.6 del Código
Civil. Fue seguramente este giro decisi-
vo, ejemplo de colaboración entre doc-
trina y jurisprudencia, el acontecimien-
to que hizo que ciertos autores, que con-
sideraban excesivas algunas de las
«conquistas» logradas, se empezaran a
preocupar seriamente por las conse-
cuencias que conlleva la teoría de la in-
definida progresión del perfecciona-
miento del control de la actividad de las
Administraciones públicas por los Tri-
bunales de Justicia y, en particular, por
el «activismo» judicial surgido al ampa-
ro de la misma, cuestionándose la mis-
ma legitimidad constitucional de estas
tendencias.

Así, en el mismo año 1991 en que el
profesor Tomás Ramón FERNÁNDEZ
RODRÍGUEZ, uno de los autores que más
se ha destacado por su defensa de la
ampliación de las facultades de los Tri-
bunales del orden contencioso-adminis-
trativo, publicaba la obra Arbitrariedad v
discrecionalidad, en la que, entre otras
cosas, analiza la aplicación del principio
de interdicción de la arbitrariedad como
técnica de control de la discrecionalidad
administrativa, aparecían otros dos es-
tudios, El control de las Administracio-
nes públicas y sus problemas, del profe-
sor SÁNCHEZ MORÓN, y Crisis y renova-
ción en el Derecho público, del propio
profesor PAREJO, que planteaban el nue-
vo punto de vista sobre los límites del
control judicial. Otro hito resaltable de
la polémica que estaba naciendo fue el

artículo del profesor Tomás-Ramón
FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, Juzgar a la Admi-
nistración contribuye también a adminis-
trar mejor, publicado en el número 76
de la «Revista Española de Derecho Ad-
ministrativo» y que ya está concebido
como réplica frente a las voces discre-
pantes que hemos mencionado. Final-
mente, la discusión acabó por abando-
nar el terreno académico, adquiriendo
connotaciones políticas, y de ahí que en
el Preámbulo del libro que ahora co-
mentamos el profesor PAREJO ALFONSO
se ocupe de deshacer lo que considera
que han sido tergiversaciones de sus ar-
gumentos por parte de personas ajenas
al mundo universitario.

Con los antecedentes que hemos rela-
tado, se comprende que la intención del
profesor PAREJO en este Administrar y
juzgar sea doble: clarificar su posición,
eliminando equívocos, y desarrollar
ciertas derivaciones de la misma, que
aportan nuevas bases para la continua-
ción de la discusión. Asimismo, resulta-
ba imprescindible para su propósito dar
una breve noticia del status quaestionis,
sil igual que hemos tenido que hacer no-
sotros en la parte inicial de esta recen-
sión. Por ello, dejaremos de lado, dán-
dolo por analizado, todo lo referente a
los precedentes del tema, y nos centra-
remos de manera principal en el comen-
tario del capítulo cuarto del libro, que
es propiamente donde el autor desen-
vuelve sus teorías.

El profesor PAREJO inicia lo que llama
el «reexamen» de la cuestión con un es-
tudio de los fundamentos del control ju-
dicial de la actividad de las Administra-
ciones públicas. Para ello, parte de que
en la actualidad no es suficiente la mera
referencia genérica al principio del Es-
tado de Derecho, del que derivaría como
consecuencia pretendidamente inevita-
ble la necesidad de la progresión indefi-
nida del perfeccionamiento del control
judicial de la actividad administrativa,
porque la Constitución de 1978 ha su-
puesto la desaparición de la situación
jurídico-política que justificaba ese
modo de proceder: en efecto, no se trata
ya, como ocurría en el anterior Régimen
político, de buscar subterfugios técnicos
que introdujesen una cierta sujeción del
Poder al Derecho, sino de organizar el
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control jurídico de aquél con arreglo a
las expresas previsiones constituciona-
les que lo contemplan. Además, en nues-
tra Constitución es evidente que la cláu-
sula del Estado de Derecho resulta inse-
parable de la del Estado social y
democrático, con las consiguientes re-
percusiones sobre el papel que les co-
rresponde jugar dentro del sistema polí-
tico y del Ordenamiento jurídico a las
Administraciones públicas y a los órga-
nos judiciales.

En primer lugar, el autor recupera la
idea de que las Administraciones públi-
cas gozan de una legitimidad democráti-
ca indirecta de la que, por lo demás, ca-
recen los Tribunales de Justicia. La co-
nexión de estos últimos con la voluntad
popular se realiza exclusivamente a tra-
vés del principio de legalidad, entendido
como sometimiento y aplicación del Or-
denamiento jurídico. Así pues, no ca-
brían en el sistema diseñado por la Cons-
titución española los controles judiciales
de oportunidad, sino únicamente los de
legalidad. En esta misma línea, el autor
coloca bajo sospecha la compatibilidad
con la Constitución de la técnica de con-
trol de la discrecionalidad por medio del
principio de interdicción de la arbitra-
riedad, o de criterios de razonabilidad o
similares, propugnando la reducción de
su alcance a unos términos semejantes a
los delimitados por el Tribunal Consti-
tucional cuando se trata de aplicar estos
principios a la actividad legiferante del
Poder legislativo.

En segundo lugar, señala la diferencia
que, a su juicio, la Constitución estable-
ce entre las competencias que asigna a
las Administraciones públicas y las que
reserva para el Poder judicial. En efecto,
de acuerdo con la cláusula del Estado
social y democrático de Derecho, co-
rresponde de manera muy especial a las
Administraciones públicas la responsa-
bilidad de conformar la realidad para
alcanzar un orden económico y social
más justo, donde los derechos y liberta-
des de los ciudadanos se hagan reales y
efectivos, y esto exige que se dote a
aquéllas de los instrumentos jurídicos
apropiados para llevar a cabo esa mi-
sión de integración social, entre los que
se encuentran las potestades discrecio-
nales. Así pues, en el ejercicio de estas

últimas debería quedar claro que, si
bien pueden aparecer, como siempre
ocurre cuando actúa una Administra-
ción pública y esa actuación es revisada
por los Tribunales de Justicia, dos deci-
siones vinculantes sucesivas, producto
de diferentes poderes estatales, la pri-
macía corresponde constitucionalmente
al órgano que ha procedido en primer
lugar, pues las facultades del segundo
son sólo de control a posteriori de lo ac-
tuado, y de control exclusivamente jurí-
dico.

En resumen, el autor sostiene que,
con la Constitución en la mano, no es
posible admitir la existencia de una dis-
crecionalidad judicial que sucedería en
el tiempo a la administrativa y tendría
el mismo alcance que ésta; no cabe, en
fin, ni la anulación de un acto adminis-
trativo por motivos de mera oportuni-
dad, aunque se disfracen bajo la veste
jurídica del principio de interdicción de
la arbitrariedad, ni mucho menos la sus-
titución de la decisión discrecional de la
Administración actuante por la del Tri-
bunal.

Pero el profesor PAREJO no se confor-
ma con hacer este análisis, sino que de-
dica el núcleo central de su libro a estu-
diar más en profundidad la delicada
cuestión del sentido y de las consecuen-
cias del principio de legalidad en el Es-
tado de Derecho de nuestros días. En
efecto, para él no es válida la concep-
ción tradicional, mantenida por una
parte muy influyente de la doctrina ad-
ministrativista española, de los princi-
pios de legalidad y de reserva de ley, e
invoca como alternativa la reelabora-
ción de los mismos que ha efectuado el
Tribunal Federal Constitucional alemán.
Concretamente, rechaza la idea de que
la finalidad de la reserva de ley sea ga-
rantizar la libertad y la propiedad de los
ciudadanos, mediante el expediente téc-
nico-jurídico de hacer obligatorio que
toda injerencia en aquéllas sea decidida
por los mismos que han de sufrirla a
través de sus representantes parlamen-
tarios, puesto que esa función protecto-
ra la cumplen hoy los derechos y liber-
tades fundamentales, convertidos en
verdaderas normas jurídicas directa-
mente aplicables y que vinculan a todos
los Poderes públicos. Además, afirma
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que, si se siguiese manteniendo en el
complejo mundo moderno la regla de
que toda invasión de la esfera de liber-
tad de los particulares exige una ley pre-
via, las Cortes generales y las Asambleas
legislativas autonómicas se verían abso-
lutamente desbordadas y la actividad de
las Administraciones públicas (cuya
trascendencia constitucional ya se ha
expuesto) sufriría graves entorpecimien-
tos, por no hablar de los problemas que
produciría para las cámaras parlamen-
tarias el tener que legislar sobre cues-
tiones cuya regulación requiere conoci-
mientos técnicos de ios que ellas no
disponen. En definitiva, afirma el profe-
sor PAREJO que la reserva de ley en la
actualidad debe entenderse simplemen-
te como la decisión del constituyente
de singularizar determinadas materias
cuya normación precisa de ciertas ga-
rantías de solemnidad y de especial pu-
blicidad, bien por su importancia para
toda la comunidad, bien por otros moti-
vos de conveniencia política.

Llegados a este punto, las demás con-
clusiones del autor no pueden resultar
sorprendentes: niega la doctrina de la
vinculación positiva de las Administra-
ciones públicas a la legalidad, propugna
y justifica amplias deslegalizaciones a
favor de las mismas y, sobre todo, pide
la revisión de la doctrina dominante so-
bre la naturaleza jurídica y el alcance de
las normas reglamentarias emanadas
por las Corporaciones locales. Particu-
lar atención dedica el profesor PAREJO a
este último aspecto, trayendo de nuevo
a colación la función del principio de-
mocrático, unido en este caso al de
autonomía territorial. En este sentido,
aunque reconoce que las Corporaciones
locales son entidades de carácter admi-
nistrativo, mantiene que no se puede ol-
vidar que, por un lado, gozan de una au-
tonomía constitucionalmente garantiza-
da y que, por otro, en ellas la legitimidad
democrática indirecta que poseen las
Administraciones central y autonómica
se convierte en legitimidad directa. De
aquí deduce el profesor PAREJO que la
posición de las Ordenanzas locales fren-
te a las Leyes que desarrollan y regulan
el régimen de la autonomía local no se
debe equiparar sin más a la de los re-
glamentos gubernamentales, que están

constreñidos en esta materia, debido a
la reserva de ley que impera, a funcio-
nes estrictamente ejecutivas.

El que los reglamentos o prescripcio-
nes autonómicas, como son denomina-
das este tipo de normas por algunos au-
tores (el adjetivo «autonómico» no hace
referencia aquí a las Comunidades autó-
nomas, sino a otros entes también dota-
dos de autonomía, sea territorial o fun-
cional), no deban ser siempre la simple
ejecución de una ley, sino que por lo ge-
neral puedan actuar con libertad dentro
del marco autónomo delimitado por el
conjunto normativo que define las com-
petencias del ente de que se trate, es
una cuestión admitida de forma pacífica
por la mayoría de la doctrina científica.
Incluso se han dirigido críticas al Tribu-
nal Constitucional y al legislador en
aquellas ocasiones en que han restringi-
do de una manera que se entiende exce-
siva el ámbito de las normas reglamen-
tarias locales (cita el autor a este respec-
to las reacciones habidas frente a las
sentencias del Tribunal Constitucional
de 19 de diciembre de 1985 y de 17 de
febrero de 1987 y a la Ley 39/1988, de
28 de diciembre, reguladora de las Ha-
ciendas locales). Sin embargo, el profe-
sor PAREJO da un paso más con respecto
a la doctrina apuntada, y no duda en de-
fender, literalmente, «la posibilidad de
una normación interventora de la activi-
dad de los particulares» por parte de las
Corporaciones locales (se entiende que
sin necesidad de que tai reglamentación
sea el desarrollo ejecutivo de una ley
previa) y también la posibilidad de «la
extensión de dicha normación, con toda
normalidad, a los ámbitos constitucio-
nalmente construidos como derechos y
libertades constitucionales, ya que, en
otro caso, aquélla carecería, en la prác-
tica, de espacio practicable» (pág. 95 del
libro).

En el último apartado de este capítu-
lo cuarto que estamos comentando, el
autor retoma de nuevo un par de cues-
tiones que había apuntado con ante-
rioridad. En primer lugar, expone su
concepción del significado jurídico de
la discrecíonalidad administrativa, que
para él implica, como ya se ha dicho,
vinculación negativa y no positiva a la
legalidad, y hace una explícita reivindi-
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cación de esa discrecionalidad, en la
que cree encontrar una posible alterna-
tiva al fenómeno de «huida» del Dere-
cho administrativo, dada la flexibilidad
que puede introducir en la actuación de
las Administraciones públicas si se de-
sarrollan todas sus potencialidades (y se
aceptan las propuestas del libro sobre
los límites de las facultades de los órga-
nos judiciales). Esta idea se debe poner
en relación con la analogía que el profe-
sor PAREJO enuncia en otro lugar de la
obra (la nota a pie de página con la que
pone fin al capítulo tercero) entre la po-
sición de las Administraciones públicas
en el ejercicio de potestades dicreciona-
les y la de los particulares en el uso de
la autonomía de la voluntad que el Or-
denamiento jurídico les reconoce en el
terreno contractual: en ambos casos, se-
gún él, se producirían similares conse-
cuencias jurídicas, al existir una plurali-
dad de soluciones igualmente justas que
puede elegir el sujeto actuante y al estar
vedada a los Tribunales la sustitución
de la voluntad de éste.

El otro punto sobre el que vuelve aho-
ra el autor es el del alcance del principio
de interdicción de la arbitrariedad en el
control judicial de la discrecionalidad
administrativa. Para intentar rebatir los
argumentos con que se defiende la ex-
tensión de su aplicación por los Tribu-
nales, nos muestra la práctica jurispru-
dencial norteamericana al respecto, ya
que con frecuencia es presentada como
ejemplo que deberían seguir los órganos
judiciales españoles, a pesar de las evi-
dentes diferencias entre los sistemas ju-
rídicos implicados. Así, el profesor PA-
REJO pone de manifiesto, con profusión
de citas de normas legales, doctrina
científica y sentencias de los Tribunales
norteamericanos, el profundo respeto
que por lo general estos últimos guar-
dan hacia las decisiones de las Agencias
independientes especializadas que con-
forman buena parte de la Administra-
ción pública de los Estados Unidos. En
efecto, en todo el campo de lo que en
nuestro Ordenamiento se conoce por
«juicios técnicos», que es precisamente
uno de esos reductos de difícil control
de la discrecionalidad administrativa
donde el empleo del criterio de la racio-
nalidad o razonabilidad estaría llamado

a producir mayores frutos, se aplica en
Norteamérica la doctrina de la «deferen-
cia» judicial hacia las Agencias, que su-
pone una especie de presunción de co-
rrección de las decisiones adoptadas por
ellas, basada en la superioridad de sus
datos y conocimientos especializados
sobre las posibilidades revisoras de los
Tribunales, e impide que éstos hagan un
uso tan amplio y habitual del menciona-
do control de razonabilidad como a ve-
ces se cree en España.

Por último, en los dos subapartados
que cierran este capítulo y la obra ente-
ra, el profesor PAREJO expone sus con-
clusiones, que resumen todo lo que he-
mos venido viendo hasta el momento.
Resulta destacable el hecho de que esta
recapitulación, que consiste en una pro-
puesta de reconstrucción del concepto
de discrecionalidad administrativa, se
realice a través de una nueva referencia
al Derecho comparado, en este caso a la
situación alemana. En efecto, en toda la
obra subyace una importante influencia
de la doctrina y del ambiente jurídico
alemán, que el autor justifica en la cer-
canía existente entre ese Ordenamiento
y el nuestro, especialmente palpable en
el campo constitucional, por haber sido
la Ley fundamental de Bonn uno de los
modelos tenidos en cuenta por el consti-
tuyente español de 1978.

Llegamos con esto al final del libro y
de nuestro análisis sobre él. Como con-
clusión podemos decir que nos hallamos
ante una aportación valiosa a un debate
no sólo interesante, sino también de
gran importancia, dada la sensibilidad
que está demostrando la jurisprudencia
contencioso-administrativa española ac-
tual hacia las opiniones y teorías de la
doctrina científica. Ahora bien, este tra-
bajo del profesor PAREJO, según él mis-
mo advierte, debe ser entendido en su
contexto y no malinterpretado. Sería
tergiversar gravemente el pensamiento
del autor tratar de presentarlo como
una especie de paladín de la causa, que
hoy nadie defiende ni puede defender en
términos jurídicos, de la inmunidad del
Poder administrativo frente a los Tribu-
nales de Justicia. Es más, una lectura
cuidadosa y desapasionada del libro nos
enseña que las discrepancias del profe-
sor PAREJO con la doctrina dominante, a
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pesar de que puedan parecer casi de
principio, en lo que se refiere a la prác-
tica judicial se reducen a puntos muy
concretos: principalmente, a la cuestión
de si pueden o no los Tribunales susti-
tuir las decisiones discrecionales de las
Administraciones públicas cuando las
tienen que anular por no ser ajustadas a
Derecho y cuentan al mismo tiempo con
datos suficientes en los autos para deci-
dir por sí mismos. En otros extremos,
en cambio, la coincidencia del autor con
sus contradictores es total; así, en la po-
sibilidad de esa sustitución cuando lo
que se enjuicia es el ejercicio de potesta-
des regladas o en el necesario desarrollo
de las medidas cautelares en el proceso
contencioso-administrativo. De todas
formas, es de suponer que la polémica
va a continuar enriqueciéndose con nue-
vas aportaciones, que podrán traer un
gran beneficio para el Derecho adminis-
trativo español si, como es el caso de
esta obra, contribuyen a aclarar la cues-
tión discutida con rigor científico, y no
se dejan arrastrar por la tentación de
politizar el debate o de convertirlo en
un enfrentamiento de carácter personal.

Luis MIGUEZ MACHO
Universidad de

Santiago de Compostela

QUINTANA LÓPEZ, Tomás: Derecho veteri-
nario: epizootias y sanidad animal, Ed.
Marcial Pons / Universidad de León,
Madrid, 1993, 196 págs.

1. El autor de la monografía que da-
mos a conocer, Catedrático de Derecho
administrativo en la Universidad de
León, es, sin la menor duda, sobrada-
mente conocido por cuantos han mante-
nido un mínimo contacto con estudios
especializados en esta disciplina. El
afán científico o profesional, o la simple
curiosidad acerca de los muchos temas
que componen la presencia y la activi-
dad de las Administraciones públicas,
han generalizado a buen seguro la opor-
tunidad de conocer y valorar sus nume-
rosas aportaciones a esta rama de la

Ciencia jurídica. Creo oponuno, ade-
más, destacar aquí su juventud, una
condición que, unida a lo cuantioso e
intenso de su obra, hace de él un mode-
lo de dedicación universitaria, doble-
mente valioso en estos tiempos en que
tanto escasean.

En esta ocasión, el profesor QUINTANA
LÓPEZ centra su atención en un tema
que no ha recibido tratamiento doctri-
nal por considerarse, a primera vista,
«carente de sustancia jurídica»: se trata
del estudio de las normas zoosanitarias
y de su aplicación. Pese a todo, cada vez
es más evidente, y este trabajo lo de-
muestra de modo definitivo, qué esta-
mos ante una materia relevante para la
Administración y para el Derecho, tanto
por afectar a un sector económico des-
tacado, como porque con frecuencia el
ciclo se cierra en el campo de la alimen-
tación humana. La multiplicidad de as-
pectos ligados, de modo directo o indi-
recto, a la sanidad animal se reducen
deliberadamente en este estudio a la
perspectiva clásica del tratamiento de
las enfermedades infecto-contagiosas de
origen o transmisión animal, aunque se
subrayan también aquellos otros puntos
de interés en el marco de una concep-
ción global de la sanidad animal —de la
que es firme defensor el autor— como
son las condiciones ambientales de de-
senvolvimiento de la ganadería como
medio de garantizar las producciones de
este sector, y la calidad de la cabana ga-
nadera de cara a los intercambios co-
merciales en el mercado nacional e in-
ternacional.

A lo largo de la obra se evidencian las
notas más destacadas de una intensa y
ya tradicional actividad administrativa
de vigilancia, control, prevención y cura
de las enfermedades epizoóticas, así
como de los procesos de producción dis-
tribución y comercialización de los pro-
ductos zoosanitarios a utilizar con
aquellos mismos fines; así, el autor da
fie] reflejo del gran volumen normativo,
integrado por leyes y, sobre todo, por
reglamentos, que ha ordenado las dife-
rentes técnicas de intervención en la
materia; da cuenta también de la com-
pleja traducción orgánica de los cometi-
dos administrativos en materia de sani-
dad animal; analiza la peculiar inciden-
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cía en la esfera de competencias del Es-
tado de los más recientes ámbitos com-
petenciales autonómicos y comunitario;
y, en definitiva, nos ofrece un análisis
detallado y sistemático de un sector del
ordenamiento que ha surgido, al menos
hasta fechas recientes, a golpe de volun-
tarismo administrativo expresado con
total carencia de técnica y con un acen-
tuado carácter fragmentario. De este
modo, queda plenamente satisfecha una
de las principales metas a que puede as-
pirar la obra del jurista: reconducir al
sistema constituido por el ordenamiento
jurídico global la producción normativa
aparentemente desgajada del mismo y
abandonada al casuismo a través de la
interpretación conforme a los principios
rectores de aquél y eliminando los ele-
mentos distorsionadores.

2. El primer capítulo de la obra se
dedica a informar y reflexionar sobre la
evolución histórica de esta parcela del
ordenamiento jurídico-administrativo
desde el punto de vista de las técnicas
de intervención y las opciones organiza-
tivas adoptadas, claves que explican en
gran medida el tratamiento normativo
actual de la materia.

Así, desde las actuaciones del Concejo
de la Mesta, Asociación General de Ga-
naderos desde 1836, hasta bien entrado
el presente siglo, se construye un cuerpo
normativo que, aunque inicialmente
sólo contempla intervenciones públicas
de corte policial, consistentes en la im-
posición de obligaciones de informa-
ción, aislamiento y erradicación de los
focos de enfermedades contagiosas,
pronto incorpora también previsiones
normativas de higiene en los medios de
transporte y albergue de animales, así
como prácticas bacteriológicas, tanto en
sentido preventivo como curativo, gra-
cias a los avances científicos en el cono-
cimiento del sistema inmunológico de
los seres vivos.

En la evolución orgánica de la Admi-
nistración zoosanitaria, destaca la inter-
vención inicial de dos Departamentos
ministeriales. Como acertadamente se-
ñala el profesor QUINTANA LÓPEZ, el hilo
conductor de tal concurrencia viene re-
presentado por la división implícita de
la ordenación normativa He esta materia

en dos campos diferenciados: con carác-.
ter básico o principal, La lucha contra
las epizootias, y en general la mejora de
las condiciones generales de salud en el
sector ganadero, funciones que se atri-
buyen al Departamento ministerial con
competencia sobre ganadería —inicial-
mente el Ministerio de Fomento—; y,
como excepción, el tratamiento de las
zoonosis que, por su incidencia en la
vida humana, pasa a vincularse, desde
el principio e invariablemente, a la Ad-
ministración sanitaria, ubicada en un
principio en el seno del Ministerio de la
Gobernación, que, por otra parte, mo-
nopoliza la gestión zoosanitaria.

Las actuaciones simultáneas de am-
bos Departamentos ministeriales, sin
embargo, no reciben el primer intento
de racionalización conforme a esta ratio
material hasta 1909 y el plano de la ges-
tión no ve modificada su inicial adscrip-
ción en bloque al Ministerio competente
en sanidad hasta la reforma administra-
tiva de 1931, año en que, además, nace
el Ministerio de Agricultura, Industria y
Comercio, que, en adelante, asumirá la
competencia general en esta materia.

La variable y confusa manifestación
inicial de esta doble lectura competen-
cial de la sanidad animal tuvo, por lo
demás, especial reflejo en la Función
Pública y particularmente en la adscrip-
ción orgánica y funcional de los Subde-
legados de Veterinaria, sustituidos por
el Cuerpo Nacional Veterinario a partir
de 1931, y del Cuerpo de Veterinarios
Titulares, denominado después de Ins-
pectores Municipales Veterinarios.

3. El segundo capítulo plantea los
antecedentes organizativos inmediatos y
la actual distribución de competencias
entre los diferentes Entes primarios, así
como la actividad comunitaria y su inci-
dencia en el reparto interno de poderes.

La doble vertiente zoosanitaria ya
mencionada, desde la sanidad y desde la
ordenación de la producción ganadera,
va a ser relevante a la hora de precisar
el reparto de competencias entre el Es-
tado y las Comunidades Autónomas, la-
bor que acomete el autor valorando la
globalidad de los títulos competenciales
favorables a cada uno de estos entes, así
como el conjunto de sentencias del Tri-
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bunal Constitucional en interpretación
de los mismos o relacionadas directa-
mente con la sanidad animal. Con estos
instrifmentos puede conluir el profesor
QUINTANA LÓPEZ que la ordenación nor-

mativa y la propia gestión en el trata-
miento de la zoonosis está sometida a
una distribución de competencias basa-
da en títulos diferentes a los que corres-
ponden al resto de la materia.

Por lo que hace a la sanidad animal
en general, es decisivo, a favor de la to-
talidad de las Comunidades Autónomas,
el título relativo a la ganadería contem-
plado en el artículo 148.1.7.a de la Cons-
titución y en cada uno de los Estatutos
de Autonomía. Sin embargo, ello no su-
pone excluir toda actividad estatal en la
vertiente sanitaria del sector ganadero.
El profesor QUINTANA LÓPEZ procede en
este punto a realizar un completo y de-
tallado estudio de las coordenadas que
legitiman este tipo de actividad por par-
te del Estado. Así, en primer lugar, los
propios Estatutos hacen la salvedad de
la competencia estatal sobre bases y co-
ordinación de la planificación econó-
mica, de la que, como es conocido, el
Tribunal Constitucional ha hecho una
lectura expansiva. Pero también se des-
tacan otros títulos recogidos en el ar-
tículo 149 de la Constitución que pue-
den entenderse afectados y su alcance:
se trata de la preservación de las condi-
ciones de igualdad en el ejercicio de los
derechos y deberes constitucionales
frente a posibles limitaciones económi-
cas derivadas de las medidas autonómi-
cas de saneamiento; el comercio exte-
rior, dada la trascendencia de la sanidad
animal en el intercambio comercial de
este tipo de productos; y, finalmente, la
sanidad exterior.

En relación a la competencia estatal
sobre comercio exterior, sostiene el au-
tor un criterio interpretativo opuesto al
que se puede deducir de la jurispruden-
cia constitucional, fundamentado con
toda corrección y especialmente orien-
tado a dinamizar el contenido de los
conceptos jurídicos de acuerdo con la
evolución de las circunstancias socio-ju-
rídicas, una meta que estimo de gran va-
lor dado el ritmo vertiginoso en que
cambian éstas. Concretamente, se su-
braya en este trabajo la inoportunidad

de situar el comercio intracomunitario
bajo la categoría de comercio exterior,
en la medida en que se desarrolla en un
ámbito caracterizado precisamente por
la ausencia de fronteras interiores. La
propia Comunidad Económica Europea
ha restringido los controles de los pro-
ductos que deben circular en el espacio
comunitario a los puntos de salida y
destino de la mercancía. Desde este
punto de vista, que creo completamente
válido, la competencia estatal nunca se
debería extender a esta materia, sino
sólo al intercambio de productos con
terceros países; e incluso en este último
caso se defiende, por motivos de efica-
cia, encomendar la gestión a las Comu-
nidades Autónomas correspondientes, lo
que estaría en línea con la colaboración
preconizada por el supremo intérprete
de la Constitución para el correcto fun-
cionamiento del Estado autonómico.

El tratamiento de la zoonosis, sin em-
bargo, se ha de considerar parte de la
competencia estatal para establecer las
bases de la sanidad. Además, la compe-
tencia exclusiva del Estado en materia
de sanidad exterior puede justificar
también en algún caso que éste asuma
el desarrollo normativo y la ejecución.

Repara también el autor en las fun-
ciones a realizar por las Corporaciones
locales, y señala que aunque las diver-
sas leyes sobre régimen local no han
prestado atención directa al tema, la le-
gislación sectorial prevé una destacada
intervención de los órganos municipa-
les, particularmente del Alcalde. Pero
también subraya el profesor QUINTANA
LÓPEZ qué carácter preconstitucional de
la legislación sobre epizootias, muchos
de los cometidos atribuidos al Presiden-
te de la Corporación local por la legisla-
ción vigente sobre epizzotias, que fue
aprobada en los años cincuenta, no se
adecúan ya al marco jurídico de funcio-
namiento de estos entes.

Más allá de las fronteras nacionales,
se deja constancia de la amplia inter-
vención de la Comunidad Económica
Europea, de acuerdo con su Tratado
constitutivo, en el acercamiento de los
criterios de actuación de los Estados
miembros en materia de sanidad ani-
mal, dentro del marco de la política
agrícola comunitaria. Asimismo, se. re-
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para en el fenómeno de concentración
en manos del Estado de la trasposición
de las Directivas comunitarias por razo-
nes técnicas derivadas de los propios fi-
nes homogeneizadores de estas normas.

4. Una vez precisados los criterios
definitorios del ámbito competencial co-
rrespondiente a la Comunidad Europea,
el Estado, las Comunidades Autónomas
y las Corporaciones locales, el autor
desgrana el ordenamiento regulador de
la actividad administrativa de lucha
contra las epizootias, y la intervención
en materia de medicamentos, de signo
instrumental respecto a la primera, en

'los capítulos cuarto y tercero, respecti-
vamente.

El estudio del segundo de los temas
requiere un nuevo esfuerzo de retros-
pección histórica y delimitación compe-
tencial, dadas sus características pecu-
liares. Se sitúa la aparición de una re-
glamentación estable en la materia en el
año 1934, con el Reglamento sobre Ela-
boración y Venta de especialidades far-
macéuticas, Desinfectantes, Sueros y
Vacunas para la Ganadería, norma que
sirve de soporte para otras disposiciones
generales y que hasta la década de los
ochenta no comienza a ser modificada.

El autor se detiene en tres previsiones
del citado conjunto reglamentario que
han dado lugar a una aplicación conflic-
tiva, a la luz de la jurisprudencia del
Tribunal Supremo, que es objeto de co-
mentario detallado. La primera de ellas
es la obligatoria inscripción de los me-
dicamentos en un Registro creado en
1944 en el Ministerio de la Goberna-
ción. La conflictividad deriva su inapli-
cación hasta la década de los sesenta, en
que se recurrió a la sistemática repre-
sión de los incumplimientos para recu-
perar la conciencia de obligatoriedad de
la norma. Destaca el autor que la pasivi-
dad de la Administración durante casi
veinte años sirvió al Tribunal Supremo
para mitigar las sanciones impuestas en
estos casos.

La segunda es la determinación de los
puntos de venta de especialidades far-
macéuticas para ganadería, que en las
normas sanitarias comportaba la exclu-
sión de los laboratorios productores, en
beneficio de las farmacias, mientras que

desde la ordenación de la agricultura se
admitió la comercialización en aquéllos.
En menor rango normativo de esta últi-
ma regulación determinó su anulación
por el Tribunal Supremo, aunque del
numeroso conjunto de Sentencias del
mismo órgano judicial que versan sobre
sanciones administrativas impuestas
por dispensación de dichos productos
en los propios laboratorios o almacenes
puede deducir el autor que la práctica
se negó durante mucho tiempo a asumir
aquellas limitaciones.

El tercer punto de atención viene
dado por una variante curiosa de res-
ponsabilidad civil entre particulares ins-
trumentada a través de la Administra-
ción. El Reglamento de 1934 estableció
la posición arbitral de la Administración
entre el productor de fármacos y el suje-
to que ha sufrido daños derivados de los
mismos, encomendándole fijar el quan-
tum de la indemnización, en su caso.
Esta atribución ha dado lugar, inclu-
so, a alguna Sentencia del orden conten-
cioso-administrativo, que el autor refie-
re cumplidamente.

Asimismo se precisa que este conjun-
to normativo sigue siendo de aplicación
tras la reciente aprobación de la Ley del
Medicamento de 20 de diciembre de
1990, si bien sólo en lo relacionado con
el material y utillaje zoosanitario, ya
que el resto de los productos con impli-
caciones en la sanidad animal quedan
incluidos, junto a los productos farma-
cológicos estrictos, en el concepto am-
plio de medicamento introducido por la
nueva norma.

Desde el punto de vista competencial,
la Ley de 1990 descansa en el protago-
nismo normativo absoluto del Estado.
En el plano de la gestión, en cambio, el
Tribunal Constitucional ha considerado
legítima la intervención estatal sólo en
la medida en que pueda encontrar apo-
yo en los títulos de comercio exterior
—título cuyo significado ya había mode-
rado el autor en relación al comercio
intracomunitario— y seguridad pública.

De los diversos aspectos del régimen
jurídico actual del medicamento estu-
diados en profundidad en este trabajo,
es posible resaltar aquí el excelente aná-
lisis de la responsabilidad patrimonial
de la Administración derivada de sus
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funciones de vigilancia en los procesos
de producción, distribución y comercia-
lización de las sustancias medicamento-

5. Como decíamos, el autor analiza
en el capítulo cuarto el Derecho estatal
en materia de epizootias, constituido
por la Ley de Epizootias de 20 de di-
ciembre de 1852 y su Reglamento de
1955, que aún deben considerarse vigen-
tes y de aplicación directa en los territo-
rios autonómicos en la medida en que lo
permitan los títulos competenciales es-
tudiados. Al tiempo, aisla cuidadosa-
mente aquellos preceptos desplazados
por las más actuales exigencias comuni-
tarias, así como aquellos que contem-
plan actuaciones que hoy deben prove-
nir de las Comunidades Autónomas.

Entre las medidas dispuestas por
aquellas normas sobresale la interven-
ción radical a través del sacrificio obli-
gatorio de animales que debe ir acom-
pañada de indemnización, salvo aque-
llos casos en que el propietario no ha
comunicado diligentemente a las autori-
dades la existencia de la propia enfer-
medad. El autor valora las diferentes lí-
neas jurisprudenciales sobre la natura-
leza de esta figura y se decanta por
consideraría «un supuesto evolucionado
de responsabilidad patrimonial de la
Administración», mientras que la exclu-
sión del resarcimiento en algunos casos
se considera una tosca valoración de la
concurrencia de culpas, que ha de ser
perfeccionada de acuerdo con algunos
principios sancionadores, principios
que encuentran apoyo suficiente en «la
amplia jurisprudencia del Tribunal Su-
premo que reconoce naturaleza punitiva
a la liberación de la Administración del
pago indemnizatorio, exoneración que
va ligada a la paralela vulneración de la
normativa de higiene pecuaria por parte
del ganadero».

A subrayar también la inadecuación,
puesta de manifiesto en la obra, del ré-
gimen sancionador propiamente dicho a
los principios constitucionales de legali-
dad y tipicidad, así como la operativi-
dad del principio non bis in idem ante la
posibilidad de represión penal de algu-
nas infracciones previstas en el Regla-
mento.

Finalmente, se dedica un apartado a
la respuesta normativa a la enfermedad
epizoótica padecida en nuestro país en
los últimos tiempos que más preocupa-
ción y expectación ha despertado, en
parte por su relación directa con el nor-
mal desenvolvimiento de algunas prue-
bas de los Juegos Olímpicos de 1992: se
trata, claro está, del azote reiterado de
peste equina. En este punto se refiere
de modo exhaustivo el contenido de las
recientísimas normas comunitarias y es-
pañolas en la materia.

6. Esta excelente monografía, que
aporta una claridad sobresaliente al os-
curo conjunto de normas sobre sanidad
animal, concluye con un capítulo dedi-
cado íntegramente a analizar la extensa
actividad comunitaria sobre sanidad
animal y su recepción en el ordenamien-
to interno español, así como los órganos
técnicos, creados por las Instituciones
comunitarias, con funciones de apoyo
en la armonización de las disposiciones
sobre sanidad de los Estados miembros.

Rufina C. SÁNCHEZ MARÍN
Universidad de Oviedo

SCOFFONI, Guy: Le droit a l'information
administrative aux Etats-Unis. Du
modele américain au systéme frangais
de transparence (Préface de Jean-Clau-
de VENEZIA), Ed. Económica. Collec-
tion Science et Droit Aministratif, Pa-
rís, 1992, 379 págs.

1. La obra objeto de estas líneas
consiste principalmente en un estudio
profundo —tiene su origen en una tesis
doctoral del autor— de la Ley federal de
Estados Unidos sobre el acceso a los do-
cumentos administrativos —la Freedom
of Information Act de 1966, FOIA—. Es
un estudio impecablemente documenta-
do sobre las reformas de que ha sido ob-
jeto la Ley, la experiencia de su aplica-
ción, sus relaciones con otras normas
—en particular, con la Privacy Act de
1974—, y las cuestiones que suscita hoy
en día el modelo norteamericano de
transparencia administrativa.
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Ahora bien, la obra, en lengua france-
sa, es un estudio de Derecho compara-
do. Su autor tiene presente en todo mo-
mento el hecho de que la Ley francesa
núm. 78-753 de 17-7-1978 —la cual con-
tiene en su título I una regulación gene-
ral sobre la liberté d'accés aux docu-
ments administratifs—, se inspiró bási-
camente en el sistema instaurado en
Estados Unidos por la FOIA. En este
sentido, el autor a lo largo de la obra
ofrece las observaciones oportunas al
Derecho francés, pero siempre a los
efectos de la mejor comprensión del De-
recho norteamericano, es decir, sin caer
en una exposición comparativa que des-
viaría la obra de su objeto principal de
estudio.

2. La obra, con un capítulo prelimi-
nar, se estructura en dos partes. En di-
cho capítulo preliminar el autor, tras
subrayar el valor democrático del «dere-
cho del público a saber», aborda la
cuestión del fundamento constitucional
del derecho a la información adminis-
trativa. El punto de partida es la falta de
consagración expresa en el texto consti-
tucional del derecho a la información.
La primera enmienda a la Constitución
de 1791 se limitó a reconocer la libertad
de expresión —de palabra y de prensa—.
No obstante, el autor subraya la existen-
cia de una fuerte corriente doctrinal
—aun no ratificada por el Tribunal Su-
premo— que, a partir de una interpreta-
ción funcional de la libertad de expre-
sión, entiende que el objeto de la misma
no es otro que proteger la libre discu-
sión de los asuntos públicos, y dado que
es evidente que los ciudadanos no pue-
den discutir libremente de los asuntos
públicos si no están suficientemente in-
formados para formar su propia opi-
nión, de aquí se infiere que el derecho a
la información es el corolario indispen-
sable de las libertades de palabra y
prensa.

3. La primera parte de la obra con-
siste en una exposición del contenido
del derecho a la información y de los lí-
mites al mismo. El contenido del dere-
cho a la información es analizado me-
diante el estudio del principio general
—sus corolarios y complementos— y del

ámbito de aplicación —subjetivo y obje-
tivo— del derecho.

El sistema norteamericano de trans-
parencia tiene por principio el reconoci-
miento de un derecho general de acceso
del público a los documentos adminis-
trativos, únicamente limitado por excep-
ciones previamente definidas. Ahora
bien, como corolario ineludible de este
principio, el dispositivo de transparen-
cia prevé determinados deberes a cargo
de la Administración: de publicación de
ciertas informaciones de interés gene-
ral, de puesta a disposición permanente
de los ciudadanos de ciertas categorías
de documentos —tales como guías ad-
ministrativas— y, sobre todo, de señali-
zación de los documentos, mediante la
publicación periódica de índices o re-
pertorios regularmente actualizados. La
efectividad del derecho a la información
está condicionada por el puntual cum-
plimiento de este deber de señalización,
pues es evidente que sin el conocimien-
to previo de la existencia del documento
no puede ser ejercitado el derecho de
acceso. A pesar de que este deber repre-
senta una carga considerable para la
Administración, el autor señala que su
grado de cumplimiento es notable.

El dispositivo de transparencia dise-
ñado por la FOIA fue completado en
1972 y en 1976 mediante la adopción de
dos textos legales —la «Federal Advisory
Committee Act» y la «Government in
the Sunshine Act», respectivamente—,
dirigidos a asegurar la publicidad de las
sesiones de determinados organismos
federales, salvo ciertas excepciones ins-
piradas en la FOIA. De este modo, mien-
tras la FOIA garantiza el acceso a los
documentos definitivos, llamados en Es-
tados Unidos documentos «posdecisio-
nales», ambas leyes extienden el sistema
de transparencia a la fase «prodecisio-
nal» del procedimiento administrativo.

En general, el campo de aplicación de
la Ley es muy amplio. En cuanto al ám-
bito subjetivo, el autor trata, de un lado,
la cuestión de los organismos sujetos al
deber legal de comunicación de los do-
cumentos, y, de otro lado, de los benefi-
ciarios del derecho de acceso. Respecto
a los primeros, resultan de especial inte-
rés las consideraciones relativas a la ex-
clusión del Presidente de los EE. UU., a
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la inclusión o no de determinados orga-
nismos vinculados al Congreso, así
como a la influencia de la FOIA —y de
su desarrollo jurisprudencial— en la le-
gislación de los Estados.

En el análisis de los beneficiarios del
derecho, junto al estudio de las genero-
sas previsiones de la Ley, que contempla
a toda persona —nacional o extranjera,
privada o pública— y no requiere acre-
ditación de un interés específico —a di-
ferencia de Ja «Administrative Procedu-
re Act», APA—, el autor desvela a los
usuarios reales del sistema: principal-
mente las grandes empresas con objeto
de obtener información de la competen-
cia, lo cual —señala— no ha dejado de
plantear serias controversias acerca de
los posibles efectos perversos de la Ley.

El ámbito de aplicación objetivo de la
Ley viene determinado por la noción de
documento administrativo. El autor
analiza esta noción tanto desde un pun-
to de vista de la forma —perspectiva
amplia, que permite abrir el campo de
la comunicación a los documentos pre-
paratorios—, como desde el punto de
vista del contenido —criterio utilizado
en ocasiones para limitar la comunica-
ción a los documentos que tengan un
objeto general «administrativo»—. Asi-
mismo, son de interés las orientaciones
jurisprudenciales en relación al requisi-
to de la posesión actual y efectiva del
documento por la Administración a la
cual es reclamado.

Respecto a los límites del derecho a la
información administrativa, el autor, de
un modo razonable desprovisto de ma-
ximalismos, pone de manifiesto la nece-
sidad permanente de búsqueda de un
equilibrio entre la transparencia y el se-
creto en un sistema en el cual las fronte-
ras entre uno y otro son poco precisas.
Con carácter general, el autor advierte
que la Ley únicamente consagra un dis-
positivo, el de la transparencia, pues las
excepciones previstas no constituyen un
mecanismo imperativo de secreto. La
FOIA autoriza pero no obliga a la Admi-
nistración a retener toda información
cubierta por una de las excepciones.

En el análisis de las distintas excep-
ciones, el autor ofrece una acertada sis-
temática, distinguiendo entre la protec-
ción del secreto en interés público y en

interés de terceros. En el tratamiento de
las excepciones en interés público, el
autor distingue, a su vez, según se trate
de la protección del secreto de la Defen-
sa nacional y de la política extranjera
—lo que podría denominarse el secreto
de Estado en sentido propio— y la pro-
tección del secreto ligado a las necesida-
des de eficacia de la acción administra-
tiva. Respecto al primer orden de impe-
rativos, el autor, junto al análisis de las
disposiciones de la FOIA, ofrece una ex-
posición de las bases tradicionales del
secreto, tanto no escritas —en particu-
lar el llamado «privilegio del Ejecutivo»,
como escritas —mediante disposiciones
legales específicas y a través de la técni-
ca de las Executive orders presidencia-
les—. En este punto son de particular
interés las consideraciones relativas a la
posibilidad y alcance de la fiscalización
jurisdiccional en materia de clasifica-
ción de los documentos oficiales.

Respecto a la protección del secreto
vinculado a las necesidades de la acción
administrativa, la FOIA contempla dos
tipos de excepciones. De un lado, la ley
establece diversas excepciones dirigidas
a proteger la organización y funciona-
miento internos de los servicios admi-
nistrativos —lo cual ha permitido ex-
cluir de la comunicación a los documen-
tos internos—, y, de otro lado, con
objeto de proteger ciertas técnicas de in-
vestigación o fuentes de información, la
FOIA dispone la confidencialidad de
ciertos expedientes de investigación ins-
truidos para la aplicación de las leyes,
excepción ésta que ha experimentado
diversas modificaciones, tanto en un sen-
tido favorable a la comunicación —en-
miendas de 1974— como en el sentido
contrario —enmiendas de 1986—. En
todo caso, advierte el autor, que la ten-
dencia reciente del Tribunal Supremo
—profundamente renovado durante las
Administraciones de Reagan y Bush—
se orienta hacia una notable «compren-
sión» de las necesidades de secreto
planteadas por la Administración.

La protección del secreto en interés
de terceros presenta dos grandes ver-
tientes: de un lado, la protección del se-
creto de la vida privada, y, de otro lado,
la protección del secreto industrial y co-
mercial. Respecto a la primera, destaca
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el autor el sentido amplio que se ha da-
do a la misma parte de los tribunales,
aplicando la excepción a todo dato indi-
vidual en poder de la Administración re-
ferente a una persona identificada, y no
sólo a aquellas informaciones que con-
tengan una apreciación o juicio. Y co-
mo, en general, en la evaluación compa-
rativa de los intereses en presencia —el
derecho a la información y el derecho a
la vida privada—, la tendencia actual de
la jurisprudencia se orienta hacia una
mayor protección de la privacy.

En cuanto a la protección del secreto
industrial y comercial, el autor advierte
como la fuerte utilización de la FOIA
por las empresas para obtener informa-
ción sobre los competidores ha provoca-
do una evolución jurisprudencial neta-
mente favorable a la protección de estos
intereses. Así los tribunales reputan
confidencial toda información comer-
cial o financiera cuya divulgación pueda
comprometer la capacidad de la Admi-
nistración de obtener la información in-
dispensable a su acción o pueda causar
un perjuicio sustancial a la competitivi-
dad de la empresa.

4. La segunda parte de la obra está
dedicada al ejercicio del derecho a la in-
formación administrativa y a sus garan-
tías o salvaguardias. De modo previo, el
autor trata la cuestión de relaciones en-
tre la FOIA y la Privacy Act, pues en el
caso de documentos que contienen da-
tos personales las personas afectadas
pueden acudir tanto a una como a otra
Ley, existiendo importantes diferencias
de régimen entre ambas vías, y sin que
existan —según el autor— perspectivas
de armonización entre ambos textos.

Entrando ya en el procedimiento para
el ejercicio del derecho contemplado en
la FOIA, la principal cuestión viene de-
terminada por la exigencia de identifica-
ción del documento en la petición de co-
municación. El autor, tras explicar la
flexibilización de este requisito introdu-
cida por las enmiendas de 1974, señala
cómo la jurisprudencia exige que la peti-

• ción testimonie un esfuerzo mínimo de
descripción del documento; si bien, los
tribunales añaden que la Administración
debe razonablemente participar en el
proceso de identificación del documento.

En cuanto a la tramitación de la peti-
ción, el autor subraya, de un lado, la
atención prestada al aspecto organizati-
vo a través de la existencia en cada Ad-
ministración de personal especializado
—Public Information Officers—, y, de
otro lado, la preocupación manifestada
por el legislador —sobre todo a partir de
las enmiendas de 1974— por la celeri-
dad, si bien los breves plazos previstos
por la Ley han sido objeto de una cierta
flexibilización por parte de los tribu-
nales.

Respecto a las modalidades de ejerci-
cio del derecho, junto a lo que denomi-
na formas tradicionales de comunica-
ción —la cosulta directa del documento
y la expedición de copias del mismo,
ambas de libre elección—, el autor trata
las llamadas «formas particulares de co-
municación»: la comunicación parcial
—una vez suprimidos los pasajes que
deben permanecer confidenciales—,
sancionada por las enmiendas de 1974,
y la comunicación diferida, de creación
jurisprudencial y cuestionada a nivel
doctrinal.

Uno de los aspectos más originales
del modelo norteamericano está consti-
tuido por la previsión de que el solici-
tante debe cargar con una parte al me-
nos de los costes de la tramitación de su
petición. El autor analiza las lagunas e
indeterminaciones del texto original de
la Ley y las precisiones aportadas por
sus sucesivas reformas, tanto de 1974
—dirigidas a reducir los costes de la co-
municación y a permitir un mayor con-
trol jurisdiccional— como de 1986 —en
el sentido de discriminar según se trate
de una utilización con fines comerciales
o de interés público—, todo lo cual no
ha impedido que en la práctica la impu-
tación de costes al solicitante presente
un carácter disuasorio. En todo caso, el
autor señala la importancia concedida
en Estados Unidos —propia de la men-
talidad pragmática anglosajona a los
análisis de la aplicación de la Ley desde
la perspectiva costes-beneficios.

En caso de denegación de la comuni-
cación del documento, la Ley exige la
motivación de la decisión, si bien en la
práctica tal motivación es sumaria e im-
precisa, lo cual constituye, según el au-
tor, un fallo no despreciable del sistema
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norteamericano. El autor inicia el análi-
sis de las garantías del derecho a la in-
formación administrativa con la exposi-
ción de las distintas razones —princi-
palmente la tradicional desconfianza
hacia los intermediarios de corte «buro-
crático»— que han pesado en Ja ausen-
cia de un procedimiento pre-contencio-
so frente a una instancia externa a la
Administración; no obstante lo cual
plantea la eventualidad de la creación
de una instancia federal de control en-
cargada del acceso a los documentos ad-
ministrativos, a semejanza de las expe-
riencias llevadas a cabo en algunos Es-
tados, aunque admite la falw^—hasta
entonces— de voluntad política para
consagrar tal posibilidad a nivel federal.

En todo caso, la garantía de la liber-
tad de acceso a los documentos admi-
nistrativos, como cualquier otra libertad
civil, reposa sobre los tribunales. Ahora
bien, como requisito previo a la vía judi-
cial, la Ley exige el tradicional agota-
miento de los recursos administrativos
ante los órganos jerárquicos superiores;
condición ésta que ha sido interpretada
de un modo riguroso por la jurispruden-
cia, al considerar que la vía administra-
tiva no ha sido agotada mientras sea
posible una acción ante una autoridad
jerárquicamente superior, lo cual ha
llevado a un sector de la doctrina a esti-
mar que este requisito del agotamiento
de la vía administrativa entorpece el
procedimiento de comunicación, y pro-
pugnar, en consecuencia, la configura-
ción como facultativa dicha vía admi-
nistrativa.

En cuanto al recurso jurisdiccional,
tras destacar la gran importancia de la
cuestión del tiempo en el contencioso de
la información —de aquí la regla de pre-
ferencia de estos procesos—, el autor
analiza la posición de las partes y del
juez. Así destaca la situación de privile-
gio del demandante —pues la demanda
no está sujeta a un plazo estricto y está
dispensado de asistencia de letrado— y
la imposición a la Administración de la
carga de la prueba, lo cual ha permitido
ciertos desarrollos jurisprudenciales
frente a la práctica corriente de la Ad-
ministración de prestar justificaciones
de carácter genérico.

En lo relativo a los poderes del juez.

el autor destaca la facultad —reconoci-
da expresamente a partir de 1974— de
examinar a puerta cerrada los documen-
tos solicitados para determinar si están
en su totalidad o en parte protegidos
por una de las limitaciones de la Ley,
como una excepción al carácter publico
del proceso consagrado por sexta en-
mienda de la Constitución, si bien —se-
ñala— los tribunales no realizan una
aplicación automática de esta facultad
discrecional. Además, los tribunales
pueden determinar —en el marco de sus
poderes de equity— las medidas cautela-
res que consideren apropiadas para la
aplicación de la FOIA, en particular, la
suspensión de un procedimiento admi-
nistrativo cuando su correcto desarrollo
está ligado a la comunicación de un do-
cumento denegado por la Administra-
ción.

La cuestión de la extensión del con-
trol jurisdiccional es abordada por el
autor desde un doble punto de vista: el
control ejercido en virtud de un funda-
mento legal expreso —en este caso, con-
ferido por la FOIA—, del cual destaca
que se trata de un control pleno —pues
alcanza la apreciación de los hechos y
su cualificación jurídica—; y el control
jurisdiccional ejercido sobre el funda-
mento tradicional de equity, el cual per-
mitiría al juez ir más allá de los límites
establecidos por la Ley.

En el caso de que el tribunal declare
la ilegalidad del acto de denegación del
documento, podrá —a diferencia del
juez administrativo francés— ordenar a
la Administración su comunicación.
Además, como una manifestación típica
de la preocupación de los ordenamien-
tos anglosajones por el aspecto práctico
de las previsiones legales, se establece
que del recurso judicial pueden derivar-
se distintas sanciones contra la Admi-
nistración —el reembolso al demandan-
te de los gastos ocasionados por el pro-
ceso— y sus agentes —en caso de
apreciación de un comportamiento arbi-
trario o caprichoso—.

Por lo demás, en el caso de incumpli-
miento por parte de la Administración
de la resolución judicial, la ley prevé la
aplicación de sanciones penales a las
autoridades y agentes responsables en
virtud del tradicional procedimiento de
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ultraje al tribunal, si bien el autor indi-
ca que tales sanciones son escasamente
aplicadas.

Finalmente debe señalarse que, dado
el carácter discrecional de las excepcio-
nes, la FOIA no contempla una acción
judicial contra una decisión que autori-
ce la comunicación. No obstante, las ne-
cesidades derivadas de la protección de
la vida privada y de los intereses comer-
ciales han dado lugar a una fuerte polé-
mica sobre la oportunidad de modificar
la FOIA para instituir un derecho de re-
curso «invertido».

5. En general, el autor explica que el
derecho a la información administrativa
está sólidamente implantado en Estados
Unidos, de modo que constituye un ele-
mento capital del control democrático y
un fermento esencial del debate público.
Así, este dispositivo ha permitido poner
en evidencia casos de errores, de despil-
farro, de abusos de poder, o llevar al co-
nocimiento del público informaciones
de interés general, tales como los resul-
tados de los controles de contaminación
—la protección de instalaciones nuclea-
res, la utilización de productos tóxi-
cos—, informes sobre la seguridad de
ciertos productos —por ejemplo, de me-
dicamentos susceptibles de provocar el
cáncer—, o sobre el empleo de créditos
federales, la fiabilidad del radar utiliza-
do por la policía para controlar la velo-
cidad de los vehículos...

6. La obra comentada es de viva ac-
tualidad. Su temática, el derecho a la
comunicación de los documentos admi-
nistrativos, despierta hoy en día un in-
terés generalizado en todos los países
preocupados por mejorar las relaciones
entre los ciudadanos y las Administra-
ciones Públicas, tal como testimonia la
reciente comunicación de la Comisión
de la Comunidad Europea, relativa pre-
cisamente al «acceso de los ciudadanos
a los documentos de las instituciones»
—DOCE C 156, de 8-6-93—.

Nuestro país, uno de los pocos que
cuenta con una referencia explícita a la
institución en su texto constitucional,
no ha podido ser ajeno a esta tendencia,
y, por fin, la nueva Ley 30/1992 de Régi-
men Jurídico de las Administraciones

Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común contiene una regulación
general del derecho de acceso —art.
37—, inspirada en el derecho francés, en
el cual se ha inspirado también la Ley
italiana 241-1990 relativa al procedi-
miento administrativo y al derecho de
acceso a los documentos administra-
tivos.

De este modo, no es preciso argumen-
tar excesivamente sobre la oportunidad
que nos brinda G. SCOFFONI de conocer
un sistema que acredita más de veinti-
cinco años de funcionamiento efectivo,
y que directa o indirectamente —con
mayor o menor fidelidad— ha servido y
aún puede servir— al legislador español
—como a otros de nuestro entorno— de
modelo de inspiración.

Severiano FERNANDEZ RAMOS
Universidad de Cádiz

SORIANO, José Eugenio: Desregulación,
privatización y Derecho administra-
tivo, (Prólogo de Evelío VERDERA), Pu-
blicaciones del Real Colegio de Espa-
ña, Studia Albornotiana, Bolonia,
1993.

El libro del profesor SORIANO es el pri-
mer trabajo que, desde la óptica del De-
recho público, aborda valientemente de
una manera frontal, un problema que se
detecta cada día de forma más evidente
y que hasta ahora sólo había sido objeto
de tímidas reflexiones por parte de la
doctrina especializada; trata como su tí-
tulo indica de la desregulación y privati-
zación. A través del análisis de esos dos
conceptos denuncia la grave crisis del
Derecho administrativo, crisis que se
está produciendo por el abandono, de
los añejos y bien consolidados princi-
pios generales que regían el actuar de
nuestras Administraciones e incluso el
concepto mismo de Administración Pú-
blica. Es la visión pormenorizada y ri-
gurosa que un administrativista realiza
sobre algunos aspectos del poder extra-

626



RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

yendo unas consecuencias sumamente
interesantes.

En estos momentos en los que la pri-
vatización se detecta sobre empresas
públicas como un fenómeno generaliza-
do, la oportunidad del tema es otro de
los elementos positivos que nos ofrece,
supone un valor añadido a sumar a su
ya jugoso contenido material.

Otros países que han optado por esa
vía, como el Reino Unido, se apoyan en
concepciones jurídicas que nacen de su
pertenencia al common law lo que im-
plica que operan en el marco de un sis-
tema equilibrado tanto en lo que respec-
ta a prerrogativas reconocidas a favor
de la Administración como en el sistema
de garantías que frente a ellas gozan los
particulares; o como en el caso de Fran-
cia que respondió, por decirlo de forma
esquemática, a criterios político-econó-
micos derivados de las guerras mundia-
les acaecidas en este siglo y sociales de-
rivados a su vez de las reivindicaciones
formuladas por la clase obrera, parece
que ambos se separan de la utilización
de esas técnicas en nuestro país. Esta
conclusión la avala el hecho que se apli-
quen las técnicas indicadas sobre verda-
deros servicios públicos materiales que
no es imaginable que puedan funcionar
sin someterse al Derecho público, invo-
cando como justificación de estas deci-
siones una mejor gestión y una mayor
modernidad en la forma de prestarlos,
importando modelos del exterior sin
ponderar y sin estudiar el choque que
con nuestro sistema jurídico pueden
ocasionar, mientras se mantiene, por
poner un ejemplo chocante, que el Esta-
do siga vendiendo pendientes y zapatos
en los Aeropuertos. Resulta imprescin-
dible realizar un análisis global de los
objetivos que se quieren alcanzar para
plantearse a posteriori qué técnicas son
las más idóneas de aplicar y aplicarlas
hasta sus últimas consecuencias para el
ciudadano pero también para el Poder;
de otro modo puede suceder que las ac-
tuaciones circunstanciales, pragmáticas
y parciales trasladen a la sociedad el
sentimiento de ser utilizada e instru-
mentalizada por el Estado cuando le
conviene. Como dice el autor, citando a
ALESSI y a T. R. FERNÁNDEZ haciendo del

interés general su interés propio, o lo

que es lo mismo, del interés propio el
interés general.

Este es el problema que esta obra
plantea. Pero la obra contiene también
una parte didáctica en la que tras plan-
tear la situación del Derecho adminis-
trativo frente a la utilización sistemática
del Derecho privado por parte de las Ad-
ministraciones Públicas, aborda los ca-
minos alternativos que para el Estado
ofrece nuestro sistema jurídico. Se estu-
dia en qué consiste la privatización que
hoy aparece como medida justificada
para devolver a los operadores económi-
cos multitud de sectores en manos del
Estado, si bien, cuidando que estos pro-
cesos de devolución a la sociedad se ha-
gan sin privilegios ni con los poderes
añadidos que tenía tradicionalmente el
Estado para distinguir el autor a conti-
nuación la privatización de otras figuras
afines, realizando un detenido análisis
del proceso desregulador, reiterando
que éste no consiste en una pura supre-
sión de normas sino, en la mayoría de
las ocasiones, en el paso de una Admi-
nistración de intervención a una Admi-
nistración de supervisión. Cuáles han de
ser los límites a la privatización, desde
la persepctiva del Estado, cuáles los lí-
mites de actuación del Estado sobre la
sociedad y por último los que ésta ha de
tener sobre el Estado estudiando las
aportaciones comparadas, forman tam-
bién parte de este trabajo.

El estudio del derecho de la libre
competencia, materia sobre la que el au-
tor tiene ya bastantes trabajos publica-
dos —no en vano es Vocal del Tribunal
de Defensa de la Competencia—, merece
una lectura detenida ya que es la prime-
ra reflexión que se hace por un adminis-
trativista sobre este tema en España.

La segunda parte del libro se dedica a
justificar el concepto de derecho admi-
nistrativo que permita una mejor ade-
cuación para servir a estos fines. Natu-
ralmente es una aportación hecha desde
la visión, necesariamente liberal, que
permite llegar a J. E. SORJANO a una con-
cepción del Derecho administrativo que
sostenga sin problemas constitucionales
las conclusiones sobre las que apoya su
tesis.

Se hace un largo recorrido sobre el
Derecho comparado para arribar al final
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a una concepción válida constitucional-
mente sobre el concepto de Derecho pú-
blico más apto en nuestros días para
fundar esa devolución a la sociedad civil
del protagonismo que en realidad siem-
pre le ha pertenecido.

Como concluye el profesor VERDERA
en su Prólogo: «... sólo quisiera añadir,
que he releído, con interés creciente, su
manuscrito sugerente y que no dudaría
en recomendar la monografía a todos
mis amigos.»

Rosa Elena MUÑOZ BLANCO

VALENCIA MARTIN, G.: La defensa frente al
neoproteccionismo en la Comunidad
Europea, Cámara Oficial de Comercio,
Industria y Navegación de Alicante,
Alicante, 1993, 292 págs.

La monografía que comentamos cons-
tituye la tesis doctoral del profesor VA-
LENCIA MARTÍN leída en la Universidad de
Alicante en junio de 1992, obteniendo la
máxima calificación con toda justicia
por los muchos méritos que encierra
este trabajo de investigación.

La excelente formación técnico-jurídi-
ca de su autor se pone de manifiesto al
enfrentarse con un tema tan complicado
como el de las medidas o barreras técni-
cas al libre comercio en el seno de la
Comunidad Europea. Tema cuyo trata-
miento por la doctrina administrativa
carecía de un estudio completo, en el
que con el rigor y detalle propios de un
hermenéuta estudioso y formado en la
materia comunitaria, se abordasen las
distintas implicaciones que plantea y se
anunciasen planteamientos de solución.
Lo complejo y complicado de la temáti-
ca anunciada no es, como pareciera, un
obstáculo en la tarea de este investiga-
dor, sino más bien un aliciente que le
permite mostrar su estupenda prepara-
ción teórica, el dominio de las fuentes
comunitarias, la extraordinaria labor de
documentación; selección y ordenación
de la bibliografía —por cierto, en buena
medida en lengua extranjera— y juris-

prudencia, su capacidad de análisis y
síntesis jurídica sin rehusar las deriva-
ciones o componentes de índole econó-
mica y, como lógico corolario, las de-
ducciones consecuentes y las propuestas
que posibilitan orientar sobre inmedia-
tas o futuras respuestas que den solu-
ciones compatibles con los objetivos de
la implantación del Mercado Único Eu-
ropeo.

El esfuerzo «hercúleo» —utilizando el
término que el maestro MARTIN MATEO
emplea en el Prólogo— que para el au-
tor ha supuesto culminar su investiga-
ción, luce clara y objetivamente en esta
obra, tanto en la forma como en el fon-
do. Y si bien en este último plano, las
conclusiones podrán ser objeto de valo-
raciones dispares aunque sin poder
prescindir de los sólidos fundamentos
en que descansan, en la metodología y
sistemática resultará difícil oponer otra
técnica más apropiada. Como igualmen-
te merece que se destaque la impecable
factura literaria del texto, que facilita a
cuantos nos acercamos a él seguir el
hilo de la exposición con sumo interés y
satisfacción, sin renunciar para nada a
las más exigentes conceptuaciones téc-
nicas. El propio autor ha preferido utili-
zar el lenguaje directo, en primera per-
sona, consciente de que no es conven-
cional pero que acompaña y acerca al
lector a las propias reflexiones vertidas,
y ha mantenido al final las conclusiones
del texto originario de la tesis, mante-
niendo con ello el formato, de ésta y ase-
gurando una recopilación muy útil para
el estudioso.

La obra que reseñamos se estructura
en nueve grandes capítulos. En ellos se
aborda el conjunto de la problemática
inherente a las barreras técnicas al libre
comercio intracomunitarias que es el
núcleo rector del trabajo. Sin embargo,
por razones que son plenamente cohe-
rentes con ese objeto, junto al análisis
particularizado de las nociones técnicas
de esas medidas, su justificación cuando
procede conforme al derecho comunita-
rio, las medidas concretas y su alcance,
y las estrategias, procedimientos y deci-
siones que pretenden su eliminación
con la armonización de legislaciones, el
estudio repara, de una parte, en la con-
textualización internacional-situando el
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tema en el marco del neoproteccionis-
mo con inclusión de las expectativas del
GATT pendientes todavía de cerrarse; y
de otra parte, aproximando el estudio a
ciertos ámbitos estatales significativos,
entre ellos, el español.

En la Introducción, muy sucinta y
descriptiva, se traza una evolución his-
tórica de los planteamientos básicos
aplicables al comercio internacional, su-
cesivamente fluctuantes entre el libre-
cambio y el proteccionismo como polos
extremos y en tensión. Su objeto se limi-
ta a enmarcar el estado de la cuestión
para reparar de inmediato en las nuevas
formas de proteccionismo —lo que se ha
dado en llamar neoproteccionismo—. Al
hilo de ello se exponen por separado las
reglas de juego amparadas por el GATT
vigente, —los efectos esenciales de ellas
derivados (sobre todo la reducción de
los derechos aduaneros), las causas que
motivan la generación de nuevas medi-
das (genéricamente conocidas como ba-
rreras no arancelarias) y el examen de
algunas de las más relevantes (acuerdos
de limitación de las exportaciones, dere-
chos antidumping, etc.)— aspectos que
se completan en el capítulo IX con otras
previsiones de este acuerdo internacio-
nal; y las específicas del ámbito comuni-
tario. En torno a este último cabe desta-
car la delimitación conceptual de las ba-
rreras no arancelarias en el seno
comunitario (físicas, técnicas y fiscales),
el proceso armonizador seguido para
restringirlas y el convencimiento de que
para consolidar el mercado único inte-
rior —dispuesto en el artículo 8 A del
TCEE (hoy 7 A del TCE) y en vigor des-
de el pasado 1 de noviembre de 1993—
la eliminación de las barreras intraco-
munitarias es un imperativo jurídico.

Con esas premisas, el profesor VALEN-
CIA se adentra en el estudio exhaustivo
de las barreras técnicas, no sin antes ad-
vertir que el proceso evolutivo de la ma-
teria en la Comunidad Europea se ha
dirigido a eliminar las barreras que po-
drían denominarse lícitas porque no
vienen directamente prohibidas por el
TCEE, pero que subsiste la problemáti-
ca respecto de aquéllas que cabe deno-
minar ilícitas en virtud de distintas dis-
posiciones del propio texto constitutivo
(especialmente arts. 30 a 36).

Tras sistematizar las distintas nocio-
nes de medidas de efecto equivalente
manejadas por la doctrina, se centra en
los criterios jurisprudenciales del TJ,
considerando que los hitos-fundamenta-
les residen en las Sentencias Dasonville
y Cassis de Dijon. En la primera, al
adoptar una noción amplia, mantenida-
invariable en relación a las importacio-
nes; la segunda en cuanto el Tribunal
comunitario aborda por vez primera el
problema de las barreras técnicas, fijan-
do una doctrina desde entonces genera-
lizada.

Sin embargo, esa jurisprudencia ha
generado interpretaciones encontradas
por muchas razones (que transitan des-
de la falta de claridad de la opción de
técnica elegida hasta la determinación
de las medidas indistintamente aplica-
bles), por lo que resulta de interés apre-
ciar las posiciones que de ella han deri-
vado. En el trabajo se resumen las prin-
cipales posturas antes de ofrecer un
pronunciamiento o parecer personal.
Este puede concretarse en las siguientes
consideraciones: la noción de obstáculo
para la importación no precisa la impo-
sibilidad total de las importaciones, bas-
ta con que se vean dificultadas; a ese
fin, cabe distinguir entre obstáculos rea-
les y potenciales, ambos no obstante son
calificados como medida de efecto equi-
valente; los obstáculos pueden derivar
de normas de muy variado tipo; la mag-
nitud o entidad de aquéllos tiene distin-
to alcance en materia de competencia y
en materia de libre circulación de mer-
cancías. En otro orden, los destinatarios
de estas «prohibiciones» resultan ser di-
rectamente los Estados miembros y los
órganos comunitarios, sin perjuicio de
que, en ocasiones, también lo sean las
empresas o particulares.

Una vez delimitados esos extremos y
como quiera que en el Derecho comuni-
tario se contienen algunas causas y con-
diciones que justifican prohibiciones o
restricciones al libre comercio intraco-
munitario, el estudio analiza tanto su
naturaleza jurídica como cada uno de
los motivos en que radica su fundamen-
tación. Para ello no se umita a las cau-
sas que figuran en el soporte normativo
básico (el art. 36 TCEE) que incluye, en-
tre otras: orden público, moralidad pú-
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blica, seguridad pública, protección de
la salud, etc., sino que comprende tam-
bién otras exigencias imperativas de
creación jurisprudencial, tales como:
protección del consumidor, lealtad en
las transacciones comerciales, etc. Co-
nectando a su vez todas ellas con los
principios determinantes de su aplica-
ción: territorialidad, proporcionalidad,
desviación de poder, etc.

Y ya sentado qué constituye una me-
dida de efecto equivalente y cuándo
puede estar justificada conforme a las
previsiones comunitarias, se procede a
concretar medidas de aquel efecto deli-
mitando las aplicables a las importacio-
nes y a las exportaciones en la medida
en que no siempre son coincidentes.
Utiliza a ese propósito la doctrina del TJ
ofreciendo un análisis pormenorizado y
sugestivo que permite tratar las más di-
versas medidas discriminatarias como
las que cabe ejemplificar en las campa-
ñas publicitarias para incitar a la com-
pra de productos nacionales, los proce-
dimientos de autorización previa para la
comercialización o el etiquetado y mar-
cado de los productos. Ese mismo ca-
rácter atractivo deviene de la correspon-
dencia que entabla en el caso español y
la regulación al respecto. Si bien, a jui-
cio del autor «el nuestro no es un país
particularmente proteccionista, sino
más bien en ocasiones algo ingenuo».

El estudio no se detiene en las restric-
ciones cuantitativas y medidas de efecto
equivalente, sino que profundiza, en el
resto de barreras comerciales de signo
distinto, también prohibidas por el Tra-
tado de Roma. Queda así constancia del
especial empeño en esclarecer el alcance
de esas prohibiciones (entre otras, las
exacciones de efecto equivalente, los tri-
butos internos discriminatorios, los mo-
nopolios de carácter comercial, las ayu-
das públicas a las empresas), y su corre-
lativa conexión con la adaptación de la
legislación española (v. gr. el tema de
los monopolios de tabacos y petróleos).

Ya delimitado que el comercio intra-
comunitario no está exento de restric-
ciones, que éstas están previstas en el
propio Tratado, pero que el proceso de
integración tiende a la eliminación de
todas las barreras, resulta esencial estu-
diar con qué instrumentos puede alcan-

zarse ese objetivo, especialmente res-
pecto de las barreras técnicas que cons-
tituyen como hemos visto el centro de
esta investigación.

No duda el autor que en esa dirección
juega un importante papel la armoniza-
ción de las legislaciones que ha sido la
estrategia original, pero pone de mani-
fiesto que esa técnica no ha dado los
resultados esperados. Por eso nuevos
enfoques pretenden corregir las disfun-
ciones anteriores y potenciar la nor-
malización. En ellos se detiene para
destacar las bases que sustentan la es-
trategia vigente, así como el procedi-
miento de información adoptado en ma-
teria de normas y reglamentaciones téc-
nicas con todas sus implicaciones, para
pasar luego a formular un balance de la
armonización en algunos sectores rele-
vantes. También en este punto se hace
evaluación de las adaptaciones acometi-
das en España, descendiendo incluso a
la polémica suscitada en torno al repar-
to de competencias internas para la eje-
cución del Derecho comunitario entre el
Estado y las CC.AA. Creo, en este senti-
do, que es interesante retener que como
señala el profesor VALENCIA «el perfec-
cionamiento del mercado único está res-
tando virulencia a este problema de la
distribución de competencias».

Más allá de la temática estrictamente
comunitaria, aporta especial interés la
visión comparativa efectuada a propósi-
to de las medidas de efecto equivalente,
entre las decisiones jurisprudenciales
comunitarias y las de algunos altos Tri-
bunales de Estados de estructura federal
o cuasi-federal. El paralelismo de los
conflictos derivados de la existencia de
un mercado único (estatal), con diversas
instancias territoriales de poder (Esta-
dos federados o CC.AA.), y el planteado
en el seno comunitario, justifica de so-
bra ese análisis. De igual modo, escoger
modelos no equivalentes, como el norte-
americano y el australiano, en los que
ya existe una importante jurisprudencia
que puede suministrar influjos positivos
en el devenir comunitario en la materia.
Cerrar el círculo comparativo con el
caso español culmina el acierto, a pesar
del severo juicio que al autor le merecen
algunas decisiones del TC recaídas en
este asunto.

630



RECENSIONES Y NOTICIA DE UBROS

El encomiable valor global de la obra presariales ya que «encontrarán aquí un
reseñada podría resumirse en las pala- sólido apoyo para superar dificultades y
bras del profesor MARTIN MATEO que obstáculos que nó son meramente teó-
destaca su «extraordinaria rentabilidad ricos»,
social» no sólo para los universitarios,
sino, sobre todo, para los medios em- Juan José DÍEZ SÁNCHEZ
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Clemente SANZ BLANCO, Joan MARCET I MORERA, Manuel AGUILAR BELDA, Francisco RUBIO

LLÓRENTE, Martín BASSOLS COMA, José M. BELTRÁN DE HEREDIA, José Luis CASCAJO DE CASTRO,

Elias DÍAZ, Jorge DE ESTEBAN ALONSO, Eusebio FERNANDEZ, Fernando GARRIDO FALLA,

Antonio PÉREZ LLÑO, Fernando SAINZ DE BUJANDA, Juan Alfonso SANTAMARÍA PASTOR, Jordi
SOLÉ TURA, Manuel FRAILE CLIVILLÉS, Pablo PÉREZ JIMÉNEZ, Emilio RECODER DE CASSO,

Fernando SANTAOLALLA LÓPEZ, Fernando SAINZ MORENO, M.a Rosa RIPOLLÉS SERRANO,

Manuel GONZALO GONZÁLEZ y Miguel MARTÍNEZ CUADRADO.

Director: Ignacio ASTARLOA HUARTE-MENDICOA
Subdirector: Manuel ALBA NAVARRO

Sumario del núm. 29 (segundo cuatrimestre 1993)
I. ESTUDIOS

Margarita RETUERTO BÜADES: El Defensor del Pueblo, institución de garantía no
jurisdiccional del Derecho Nacional y Comunitario.

Agustín S. DE VEGA: Constitución, pluralismo político y partidos.
Helena BOYRA AMPOSTA: El Parlamento Español y ¡a cesión de soberanía a la Comuni-

dad Económica Europea.
Antonio J. PORRAS NADALES: Parlamento y proceso político en el contexto autonómico

(a propósito del Parlamento de Andalucía).
Rafael Luis PÉREZ DÍAZ: La práctica parlamentaria en España (1875-1879).

II. NOTAS Y DICTÁMENES
Francesc PAL': La pragmática de Carlos III sobre matrimonios desiguales, el artículo

57.4 de la Constitución y la monarquía parlamentaria.
Marcos MASSO GARROTE.- Aspectos constitucionales de la inviolabilidad del domicilio a

la luz de la nueva regulación procesal y material.

m . CRÓNICA PARLAMENTARIA
Salvador MONTEJO VEULLA: Conferencia de las Comisiones de Presupuestos de los

Parlamentos de Estados de la Comunidad Europea y del Parlamento Europeo.
José Antonio SARMIENTO MÉNDEZ: Crónica parlamentaria del final de la legislatura en

el Parlamento de Galicia (primer periodo de Sesiones 1993).

IV. DOCUMENTACIÓN

V. LIBROS

VI. REVISTA DE REVISTAS

Suscripciones:
SECRETARIA GENERAL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS

(Servicio de Publicaciones)
Carrera de San Jerónimo, s/n. - 28071 MADRID



E)EIL IPUJEIBÍLe
PUBLICACIONES

Informe anual
Balance de la actuación del Defensor del Pueblo. Su presenta-

ción ante las Cortes Generales es preceptiva y proporciona una
visión de conjunto de las relaciones de la administración pública
con el ciudadano.

Informe anual 1991: 2 vols. (6.250 ptas.).
Informe anual 1992: 2 vols. (6.500 ptas.).

Recomendaciones y sugerencias
Reúne, anualmente desde 1983, las resoluciones en las que se

indica a la administración pública o al órgano legislativo competen-
te, la conveniencia de dictar o modificar una norma legal, o de
adoptar nuevas medidas de carácter general.

1991 (2.200 ptas.).
1992 (en prensa).

Informes, Estudios y Documentos
Se trata de documentos de trabajo, elaborados con motivo de la

actuación del Defensor del Pueblo, en los que de forma monográfica
se analizan algunos problemas de la sociedad española y la res-
puesta de las administraciones públicas.

«Situación penitenciaria en España» (agotado).
«Residencias públicas y privadas de la tercera edad» (1.600 ptas.).
«Situación penitenciaria en Cataluña» (agotado).
«Menores» (agotado).
«Situación jurídica y asistencial del enfermo mental en España»
(3.500 ptas.).

Recursos ante el Tribunal Constitucional
1983-1987 (2.600 ptas.).
1988-1992 (1.400 ptas.)

Distribuye:
LA LIBRERÍA DEL BOE
O. Trafalgar, 29 - 28071 MADRID - Teléf. 538 22 95
DORSA
Camino de Hormigueras, 124 - 28031 MADRID - Teléf. 380 28 75



DOCUMENTACIÓN

JURÍDICA

Iglesia y Estado
en la República Federal Alemana

(El caso del Gran Berlín)

Carlos Corral Salvador
Catedrático de la Universidad Complutense de Madrid

y de la Universidad Pontificia Comillas de Madrid

Tomo X K
Enero-Marzo 1992

MINISTERIO DE JUSTICIA
Secretaría General Técnica

Pedidos y suscripciones:
MINISTERIO DE JUSTICIA

Centro de Publicaciones
Gran Vía, 76, 8.° - Teléfono 547 54 22 - 28013 MADRID



ANUARIO DE DERECHO CIVIL

Sumario del tomo XLVI, fase. III (julio-septiembre 1993)

ESTUDIOS MONOGRÁFICOS.
Carlos VATTIER FUENZALIDA: La propiedad intelectual (estudio sistemático de la Ley 22/

Í987).
Santiago ALVAREZ GONZÁLEZ: Objeto del Derecho Internacional Privado y especiati-

Zíicíón normativa.
Francisco Javier ROVIRA JAÉN: El pacto de la «Lex Comtnisaria» en la venta de bienes

inmuebles en el derecho antiguo y moderno.

ESTUDIO LEGISLATIVO
Lourdes FER.VA.VBE2 DEL MORAL DOAÍLVOUEZ: Notas sobre el derecho de tanteo en la Ley

de Arrendamientos Urbanos (con referencias al ordenamiento italiano).

INFORMACIÓN LEGISLATIVA
A cargo de Pedro DE ELIZALDE Y AYMERICH y Luis Miguel LÓPEZ FERNÁNDEZ.

BIBLIOGRAFÍA

JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO

PRECIOS PE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 6.400 ptas.
Fascículo suelto 2.100 ptas.
Extranjero 7.300 ptas.
Fascículo suelto 2.400 ptas.
Fascículo monográfico en homenaje a don

Federico de Castro (fascículo 4.°, to-
mo XXXVI, 1983) 3.710 ptas.

Pedidos:
CENTRO DE PUBLICACIONES DEL MINISTERIO DE JUSTICIA

Gran Vía, 76 - Teis. 547 54 22 y 390 45 56
28013 MADRID



ANUARIO DE DERECHO PENAL
Y CIENCIAS PENALES

Sumario del tomo XLVI, fase. I (enero-abril 1994)

SECCIÓN DOCTRINAL
José CEREZO MIR: £/ finalismo, hoy.
Diego-Manuel LUZÓN PEÑA: La relación del merecimiento de pena y de la necesidad de

pena con la estructura del delito.
Winfried HASSEMER: La Ciencia Jurídico Penal en la República Federal Alemana^
Adela AS'ÚA BATARRITA: El daño patrimonial en Ja -estafa de prestaciones unilaterales

(subvenciones, donaciones, gratificaciones). La teoría de la frustración delfín.
Bartolomé VARGAS CABRERA: La Ley Orgánica 4/92 sobre competencia y procedimiento

de los Juzgados de Menores: estudio de sus normas sustantivas y procesales,
losé ADELANTADO GIMF.NO: De la resocialización a la nueva custodia. Teoría y práctica

del tratamiento en Cataluña.

CRÓNICAS EXTRANJERAS
Ernesto CHIESA APONTE y Jaime E. GRANADOS PE5IA: Apéndice: Texto en español de la Parte

General del C.P.M..
Günter HEIXE: Accesoriedad administrativa en el Derecho Penal del Medio Ambiente.
Félix HERZOG: Límites al control general de los riesgos sociales (una perspectiva crítica

ante el Derecho Penal en peligro).

SECCIÓN LEGISLATIVA
Disposiciones.

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 5.000 ptas.
Fascículo suelto 1.980 ptas.
Extranjero 5.400 ptas.
Fascículo suelto 2.400 ptas.

Pedidos:
CENTRO DE PUBLICACIONES DEL MINISTERIO DE JUSTICIA

. Gran Vía, 76 - Tels. 547 54 22 y 390 45 56
28013 MADRID



ANUARIO DE FILOSOFÍA DEL DERECHO

Sumario del tomo X (Nueva época), 1993

I. DERECHO Y ESTADO ENTRE NEOLIBERALISMO Y SOCIALIJEMOCRACIA
José MONTOYA y Pilar GONZÁLEZ ALTABLE: Estado, Derecho y Libertad según F. A. Hayek.

María ELÓSEGUI ITXASO: El conlractualismo constitucional de James Buchanan.
María Encarnación FERNANDEZ RUIZ-GALVEZ: Igualdad, diferencia y desigualdad A

propósito de la critica neoliberal de la igualdad.

Francisco Puv: La soda/democracia y su parentela ideológica.
Ernesto J. VIDAL GIL: Sobre los derechos de solidaridad. Del Estado liberal al social v

democrático de Derecho..
Emilia BEA PÉREZ: LOS derechos sociales ante la crisis del Estado del Bienestar.
José María ROSALES: Europa y la esperanza del orden: la democracia más allá de las

coordenadas de la Unión Europea.

José Luis SERRANO MoRENO:£co/ogía, Estado de Derecho y Democracia.

II. ESTUDIOS
1. Sobre la Filosofía del Derecho
Rafael HERNÁNDEZ MARI.M: Concepto de la Filosofía del Derecho.
Marina GASCÓN ABELLAN: Consideraciones sobre el objeto de la filosofía jurídica.
Fernando GAUNDO, José Ángel MORENO Y José Félix MUÑOZ: El concepto de Derecho.

De la argumentación a la comunicación.
Francisco GARRIDO PEÑA: Notas sobre la asignatura de Teoría del Derecho como biogra-

fía crítica de la Ley.
2. Derecho y lenguaje

3. Derecho y valores

4. Historia del pensamiento jurídico

III. DEBATES

IV. INFORMACIONES

V. CRÓNICA BIBLIOGRÁFICA

VI CRITICA BIBLIOGRÁFICA

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 3.500 ptas.
Tomo atrasado 4.200 ptas.
Extranjero 3.700 ptas.
Tomo atrasado 4.400 ptas.

Pedidos.
CENTRO DE PUBLICACIONES DEL MINISTERIO DE JUSTICIA

Gran Vía, 76, 8.° - Tels. 547 54 22 y 390 20 13.
28013 MADRID



ANUARIO DE HISTORIA
DEL DERECHO ESPAÑOL

Sumario del tomo LXII (Madrid, 1992)

Francisco TOMÁS Y VALIENTE: Al lector

ESTUDIOS

Jesús LALINDE ABADIA: Las Cortes de Barcelona, de ¡702.
Vicente MONTOJO MONTOJO: Crecimiento mercantil y desarrollo corporativo en Es-

paña: Los consulados extraterritoriales extranjeros {ss. xvi-xvn).
Santoa M. CORONAS GONZÁLEZ: Espíritu ilustrado y liberación del tráfico comercial

con Indias.
Ramón FERNÁNDEZ-GUERRA FERNANDEZ: El Fletamiento en las ordenanzas del Con-

sulado de Bilbao de 1737.
José Luis BERMEJO CABRERO: DOS aproximaciones a la Hacienda del Antiguo'Régi-

men.
Tomás DE MOMTAGUT ESTRAGUES: El testamento inoficioso en las Partidas y sus

fuentes.
Eugenio CISCAR PALLARES: La *Ferma de Dret» en el Derecho Foral Valenciano.
Carmen MUÑOZ DE BUSTILLO ROMERO: Asturias, Cuerpo de Provincia. (De la Corpo-

ración provincial en la Castilla Moderna).
RafaelVALLEJO POUSADA: Redención y pervivencia del foro durante la desamortiza-

ción de Mendizábal (1836-1854).

DOCUMENTOS

Joseph F. O'CALLAGHAN: Catálogo de los Cuadernos de las Cortes de Castilla y León
/252-1348.

Elena NAHARRO QUIROS: Relaciones entre dinero, trabajo y condición nobiliaria.

MISCELÁNEA '

José M* ORTUÑO SÁNCHEZ-PEDREÑO: Bartolomé Colón, primer adelantado de las
Indias.

Luis GONZÁLEZ ANTÓN: El Justicia de Aragón en.el siglo xvi.
José Luis BERMEJO CABRERO: Textos nonriativos hispánicos en la obra de lean

Bodin.
Antonio JARA FUENTE: Para sujetar a vasallos rebeldes.

HISTORIOGRAFÍA

BIBLIOGRAFÍA

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 6.420 ptas.
Tomo atrasado 6.950 ptas.
Extranjero 6.500 ptas.
Tomo atrasado 7.100 ptas.

Pedidos:
CENTRO DE PUBLICACIONES DEL MINISTERIO DE JUSTICIA-

Gran Vía, 76 - Tels. 547 54 22 y 390 20 13
280 1 3 MADRID



REVISTA DE ESTUDIOS DE LA ADMINISTRACIÓN
LOCAL Y AUTONÓMICA

Director: Francisco SOSA WAGNER
Secretario de Redacción: Luis CALVO SÁNCHEZ

Sumario del núm. 258 (abril-junio 1993)

I. SECCIÓN DOCTRINAL

Jesús LEGUINA VILLA: Notas sobre los principios de competencia y prevalencia en la
legislación compartida.

José María BOQUERA OLIVER: La revisión de oficio de ¡as concesiones y licencias
urbanísticas.

Antonio E.MBID IRUJO: La actividad de gobierno de ¡as entidades locales y su control
jurisdiccional. Nuevas reflexiones sobre el control de la actividad de gobierno de
los poderes públicos.

Eloy COLOM PIAZUELO: Consecuencias de la implantación rígida de las municipali-
dades en la titularidad délos bienes de aprovechamiento vecinal.

O. SECCIÓN CRÓNICAS

Carmen FERNANDEZ: Legislación Financiera y Tributaria de las Comunidades Autó-
nomas (enero-junio ¡993).

III. SECCIÓN JURISPRUDENCIA

María Concepción BARRERO RODRÍGUEZ: Reseña de Sentencias del TribunaLSuperior
de Justicia de Andalucía correspondientes al año 1991.

José Manuel BANDRÉS: Dominio público marítimo-terrestre y propiedad privada en
la Sentencia del Tribunal Constitucional ¡49/1991, de 4 de julio.

Araceli MANGAS MARTÍN: Jurisdicción europea y Administración local.

IV. SECCIÓN BIBLIOGRÁFICA

V. SECCIÓN REVISTAS

Suscripción anual: 4.000 pesetas • Número suelto: 1.200 pesetas

INSTITUTO NACIONAL DE ADMINISTRACIÓN PUBLICA
Redacción: Santa Engracia, 7-28010 MADRID



REVISTA DE ESTUDIOS DE LA ADMINISTRACIÓN
LOCAL Y AUTONÓMICA

Director: Francisco SOSA WAGNER
Secretario de Redacción: Luis CALVO SÁNCHEZ

Sumario del núm. 259 (julio-septiembre 1993)

I. SECCIÓN DOCTRINAL

Luis ORTEGA ALVAREZ: La Carta Europea de la Autonomía Local y el ordenamiento
local español.

Juan RAMALLO MASSANET y Juan ZORZONA PÉREZ: Autonomía y suficiencia en la
financiación de las Haciendas Locales.

Rufina SÁNCHEZ MARIN: La potestad sancionadora de las Administraciones Públicas
en la Ley 30/1992.

Julio César TEJEDOR BIELSA: La subrogación como técnica de protección de la
legalidad urbanística en ¡a legislación autonómica. . •

II. SECCIÓN CRÓNICAS

Juan Manuel ALEGRE AVILA: El fenómeno metropolitano: el proyecto de ciudad
metropolitana de Bolonia.

Miguel BELTRÁN DE FELIPE: La nueva Ley electoral local italiana (Ley de 25 de marzo
de 1993, núm. 81, de elección directa de los Alcaldes y Presidentes Provinciales).

III. SECCIÓN JURISPRUDENCIA

Francisco Javier FERNANDEZ GONZÁLEZ: Reseña de Sentencias del Tribunal Constitu-
cional sobre la Administración Local y Autonómica que aparecen publicadas en
el BOE durante el segundo semestre de 1992 (meses de julio a octubre).

José Manuel BANDRÉS: Relaciones interadministrativas de cooperación y coordina-
ción y áreas metropolitanas (Comentario a la Sentencia del Tribunal Superior de
Justicia de Cataluña de 30 de diciembre de 1991).

Alba NOGUEIRA LÓPEZ: La competencia autonómica sobre expedición de documentos
con validez comunitaria en materia de comercio exterior (Comentario a la STC
80/1993).

IV. SECCIÓN BIBLIOGRÁFICA

V. SECCIÓN REVISTAS

Suscripción anual: 4.000 pesetas • Número suelto: 1.200 pesetas

INSTITUTO NACIONAL DE ADMINISTRACIÓN PUBLICA
Redacción: Santa Engracia, 7-28010 MADRID



A U T O N O M I E S

Revista Catalana de Derecho Público

Generalitat de Catalunya
Escola de Administrado Pública

Institut d'Estudis Autonómics
Director: Joaquim FERRET JACAS

Sumario del núm. 16 (1993)
ESPECIAL MEDIO AMBIENTE

a) Esludios
Joaquín TORNOS Y MAS: Algunas reflexiones sobre la Ley de régimen jurídico de

las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común.
Francisco LÓPEZ MENUDO: Naturaleza y significación general de la Ley de

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común. •

José JUSTE RUIZ: La evolución del Derecho internacional del medio ambiente.
María Jesús MONTORO CHINER: La responsabilidad patrimonial de las adminis-

traciones públicas en la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Dictamen núm. 181 del Consejo Consultivo de la Generalidad de Cataluña en
relación con la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y de! Procedimiento Administrativo Común.

b) Crónica

M. ANGELS Sotorra i Serra: Iter legislativo de la Ley 30/1992.

ESTUDIOS
Caterina GARCÍA I SEGURA: La actividad exterior del Quebec: giro económico y

consolidación.
Nicoletta MARZONA: Regulación y disciplina del mercado de valores.
Jean-Louis AUTIN: Medios de comunicación y autoridades administrgiivas

independientes. El ejemplo francés del Consejo Superior del Audiovisual.

COMENTARIOS Y NOTAS

Francesc GUILLEN I LASIERRA: La competencia sobre coordinación de las poli-
cías locales a la luz de la reciente jurisprudencia constitucional.

ACTIVIDAD NORMATIVA, JURISPRUDENCIAL Y CONSULTIVA

CRÓNICA

NOTICIA DE LIBROS Y REVISTAS

Suscripción:
AUTONOMIES

Escola d'Administració Pública de Catalunya

Av. Pearson, 28 - 08034 BARCELONA
Precio: 3.800 ptas. (2 números, un año)



PUBLICACIONES INSTITUTO
INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS

IIDH

Alejandro WITKER: Bibliografía latinoamericana de política y partidos políticos.
9,50 $.

Jean-Marc B. et al.: Coloquio sobre la protección jurídica internacional de la per-
sona en situaciones de excepción. 10,30 $.

Lorena GONZÁLEZ P. (compiladora): Discapacidad y Derechos Humanos. 8,00 $.
Lorena GONZÁLEZ P. (editora): El juez y la defensa de la democracia. 15,00 $.
José L. BRUNO et al.: El referéndum uruguayo del 16 de abril de 1989. 8,50 $.
José E. MOLINA VEGA: El sistema electoral venezolano y sus consecuencias políti-

cas. 9,00 $.
Dieter NOHLEN (editor): Elecciones y sistemas de partidos en América Latina.

15,00$.
Pedro NIKKEN: En defensa de la persona humana. 10,00 $.
Dieter NOHLEN (compilador): Enciclopedia electoral de América Latina y El Cari-

be. 20,00 $.
Rodolfo STAVENHAGEN y Diego ITURRALDE: Entre [a Ley y Id costumbre. 8,00 $.
Héctor GROSS E.: Estudios sobre Derechos Humanos II. 18,00 $.
Rafael NIETO NAVIA: Introducción al sistema interamericano de protección a ¡os

Derechos Humanos. 10,00$.
Raúl ZAFFARONI: Muertes anunciadas. 15,00 $.
Héctor GROSS ESPIEL: La Corte Electoral del Uruguay, 18,50 $.
Antonio CANDADO TRINDADE (en portugués): La protección internacional de Dere-

chos Humanos. 30,00 $.
Dieter NOHLEN (editor): La reforma electoral en América Latina: seis contribucio-

nes al debate. 5,50$.
Elias CARRANZA, Henry ISSA y M." Rosario LEÓN: Sistema penal y Derechos Huma-

nos en Costa Rica. 8,00 $.
Jean AJTCHISON (coordinadora): Tesauro Internacional de Terminología sobre Re-

fugiados. 50,00 $.
Juan RIAL: Uruguay: elecciones de 1984. Sistema electoral y resultados. 5,50 $.

CENTRO DE ASESORÍA Y PROMOCIÓN ELECTORAL (CAPEL)

Marcos KAPLAN: Participación política, estatismo y presidencialismo en ¡a América
Latina contemporánea. 3,50 $.

Luis Carlos SÁCHICA: Democracia, representación, participación. 3,50 $.
María Teresa SADEK, et al.: Educación y ciudadanía: la exclusión política de los

analfabetos en el Brasil. 3,50 $.
Mark B. ROSENBERG: ¿Democracia en Centroamérica? 3,50 $.
Francisco QLIART: Campesinado indígena y Derecho electoral en América Latina.

3,50$.
Germán BIDART CAMPOS: Legitimidad de los procesos electorales. 3,50 $.
Mario FERNÁNDEZ: Sistemas electorales. Sus problemas y opciones para la demo-

cracia chilena. 3,50 $.
Julio BREA FRANCO, et al.: Legislación electoral de la República Dominicana. 3,50 $.
José Enrique MOLINA: Democracia representativa y participación política en Vene-

zuela. 3,50 $.



Diego VALDÉS: El desarrollo municipal como supuesto de la democracia y del fede-
ralismo mexicanos. 3,50 $.

Augusto HERNÁNDEZ B.: Las elecciones en Colombia. 4,00 $.
Jean-Claude B., et al.: Elecciones y proceso de democratización en Haití. 3,50 $.
Domingo GARCÍA B.: Una democracia de transición (Elecciones peruanas de 1985).

3,50$.
Carlos ESCOBAR ARMAS: La ley electoral de partidos políticos de Guatemala, 1985

(sufragio y democracia). 3,50 $.
Julio BREA FRANCO: Administración y elecciones. La experiencia dominicana de

1986. 3,50 $.
Manuel BARQUÍN: La Reforma Electoral de 1986-1987 en México. Retrospectiva y

análisis. 4,00 $.
José A. DA SILVA: LOS efectos corporativos de la representación proporcional en

Brasil. 4,00 $.
Manuel ALCÁNTARA SAEZ: Elecciones y consolidación democrática en Argentina

1983-1987.4,00$.
Reflexiones sobre el Tribunal de lo Contencioso Electoral Federal de México. 6,00 $.
Juan JARAMILLO, Marta LEÓN-ROESCH, et al.: Poder electoral y consolidación demo-

crática (Estudio sobre la organización electoral en A. L). 5,00 $.
José E. MOLINA: La participación electoral en Venezuela, 3,50 $.
Benjamín ARDITI y Justo PRIETO: Hacia la consolidación democrática. 5,50 $.
Manuel ALCÁNTARA S. y Carlos FLORIA: Democracia, transición y crisis en Argenti-

na. 5,50 $.

Pedidos:
INSTITUTO INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS (JJDH)

Apartado postal 10081
1000 San José - Costa Rica

o
CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES

FAX: 547 85 49





REVISTAS DEL CENTRO DE ESTUDIOS
CONSTITUCIONALES

REVISTA DEL CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES

Publicación cuatrimestral

REVISTA DE ESTUDIOS POLÍTICOS

Publicación trimestral

REVISTA DE INSTITUCIONES EUROPEAS

Publicación cuatrimestral

REVISTA DE ADMINISTRACIÓN PUBLICA

Publicación cuatrimestral

REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CONSTITUCIONAL

Publicación cuatrimestral

DERECHO PRIVADO Y CONSTITUCIÓN

Publicación cuatrimestral

CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES

Plaza de la Marina Española, 9
28071 MADRID (España)
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